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Presentación
La Revista Jurídica del Centro de Entrenamiento del Ministerio Público es un 

espacio destinado para que todo funcionario o miembro del sistema judicial, pueda 
aportar su visión, ajustada a lineamientos y métodos científicos, sobre temas de interés 
jurisdiccional, que contribuyan al fortalecimiento de la protección integral de los 
derechos.

Este material literario, en su novena edición volumen 2, se encuentra indexada 
en el directorio de LATINDEX,  ya que cumple con el rigor científico enmarcado en 
las exigencias internacionales y que posiciona a la institución en el sitial de producción 
investigativa con calidad certificada, con artículos originales de utilidad práctica para 
la función judicial. Además, la metodología de trabajo entre los prometedores cientistas 
y el eficiente plantel de editores potencia la modalidad virtual utilizando la plataforma 
Open Journal System -OJS- , para el desarrollo de los artículos, a fin de mantenerse a la 
vanguardia en cuanto a transparencia, agilidad, protección de los derechos intelectuales 
y todo lo que hace a la labor literaria. La adopción de estas reglas técnicas hacen que el 
CEMP ofrezca a la comunidad jurídica un elemento de suma categoría para apoyar los 
avatares de la interrelación social, que conlleven a un quebrantamiento en el orden público.

Con relación a los ejes temáticos que definen los lineamientos de esta tirada 
y que se ajustan a la política de gestión actual de la Fiscalía General del Estado, se 
abordan cuestiones relacionadas al  lavado de dinero,  recuperación de activos, comiso, 
incautaciones, narcotráfico, trata de personas, abuso sexual en niños, violencia familiar y 
salud mental, abiertos a otros temas que guarden relación con la gestión fiscal. En dicho 
sentido, se presenta un trabajo titulado “Una aproximación a los métodos de investigación 
del lavado de dinero”, cuyo objetivo es realizar una revisión de las normativas, analizar 
las técnicas del lavado de dinero utilizadas por las bandas criminales, los métodos 
de investigación aplicados en el país, así como la legalidad de los medios probatorios 
empleados.

El siguiente tema hace referencia a “La esencia del crimen organizado”, en el 
cual se abarcan aspectos que pueden advertir sobre las sombras en las que actúa toda 
empresa ilícita desde  una perspectiva multidisciplinaria, donde se acepten aportes de 
la historia, la sociología, la psicología, la geopolítica, entre otros, para combatir este 
flagelo. En esta misma línea, se presenta un material con el título “Presencia y actuación 
del Primer Comando de la Capital (PCC). Implicancias políticas y sociales”, en el que 
se describen y analizan las acciones del PCC en Paraguay, y sus consecuencias políticas 
y sociales, a través de distintas estrategias etnográficas, cuyos hallazgos indican que al 
menos desde el 2010, esta organización posee un Proyecto Paraguay, con el que busca 
aumentar el volumen de sus transacciones y ganancias.

De igual modo, la revista contiene una investigación sobre “Trata de personas 
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para explotación sexual de paraguayas en España”, cuya importancia deviene de 
las cifras alarmantes de este hecho entre ambos países, que llevan a analizar los 
elementos con que se disponen para caracterizarlo y afrontarlo desde una perspectiva 
victimológica, a pesar de las herramientas internacionales con las que se cuentan para 
combatirla. Otro tema, no menos relevante y que acarrea múltiples quebrantamientos 
al orden social, se vislumbra en el artículo denominado “Análisis de la responsabilidad 
penal del consumidor de drogas en la Ley n.° 1340/88”, donde surge la interrogante 
sobre la reprochabilidad del drogodependiente, quien presenta trastornos conductuales 
ocasionados por el uso compulsivo de drogas y dependencia, pueda llegar a tener 
entidad suficiente para atenuar la reprochabilidad del autor, a la luz del art. 30 de la Ley 
n.° 1340/88 o verse disminuida. 

Para complementar este gran ensamblaje forense aparecen temas como 
“Adolescentes sindicadas de cometer homicidio: violencia contra la mujer como factor 
criminógeno”; “Identificación de arma de fuego a través de la técnica del moldeado 
forense” y lo sumamente coetáneo “Principales tendencias de los casos de feminicidios 
registrados en Paraguay”. En el primero de los citados, se pone de manifiesto que  los 
homicidios perpetrados por adolescentes mujeres guardan relación con la violencia 
sufrida en contra de ellas, pues fungieron de factores predisponentes en la medida 
en que dañaron su integridad tanto física, psíquica como psicológica y su desarrollo 
armónico, según lo denunciaron. En el segundo de los artículos mencionados en este 
apartado, se describen los procedimientos para determinar si una bala fue disparada por 
el arma de fuego en cuestión, cuando ésta presente algún desperfecto en su mecanismo 
de disparo, así como validar la técnica del moldeado a través de los ensayos, a fin de que 
el perito cuente con fundamento para la defensa de su trabajo. A la postre, el material 
sobre feminicidio refiere sobre datos estadísticos de los últimos años, en los cuales dos 
terceras partes de los victimarios poseían vínculos afectivos con las mujeres víctimas. 
Casi una cuarta parte de los agresores se suicidaron después del hecho y alrededor del 
setenta por ciento de las víctimas tenían menos de 40 años de edad, entre otros números 
relevantes que pueden ser de mucha utilidad al momento de implementar una política 
criminal al respecto.

Cabe señalar, el inefable apoyo de la máxima autoridad institucional, la Dra. 
Sandra Quiñónez, quien permanentemente apuesta a la labor científica académica, en 
pro de la optimización intelectual de los actores de la función fiscal, que redunde en un 
servicio más competente a las personas.

Las líneas puestas a disposición de los lectores son frutos de sendos estudios, 
investigaciones, experiencias, instrucciones, que denotan el entusiasmo por brindar 
conocimientos que se transformarán en nuevos paradigmas en función del dinamismo 
que caracteriza a la ciencia del Derecho.
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Artículo original 
Una aproximación a los métodos de investigación del Lavado de dinero

An approach to money laundering investigation methods
Viru ñempotĩ rehegua, petei jehapykuere reka raperã

Karina Liz Caballero Hellión* 

Ministerio Público. Asunción, Paraguay

Resumen
Se tiene como objetivo general describir los métodos de investigación 

utilizados por las Unidades de Inteligencia Financiera, para detectar el lavado de 
dinero y verificar su legalidad a la luz de la legislación paraguaya. Es un trabajo 
de investigación jurídico-exploratorio que permitirá profundizar el tema, así como 
otras variantes que no se tuvieron en cuenta y representen alternativa válida. Tiene 
un diseño no experimental, exploratorio, se utiliza el método descriptivo, tiene 
enfoque cualitativo. En ese contexto, se realizó una revisión de la documentación y 
normativas existentes sobre el tema, asimismo se analizaron las técnicas de lavado 
de dinero que son utilizadas con mayor frecuencia por las bandas criminales y 
los métodos o técnicas de investigación actualmente aplicados en el contexto de 
la investigación en el país de manera a verificar si responden a la expectativa y 
necesidad de la problemática. La conclusión es el resultado de la revisión de los 
métodos y las legislaciones vigentes sobre la legalidad de los medios probatorios 
utilizados en este tipo de investigaciones.

Palabras clave: lavado de dinero, métodos de investigación financiera, 
análisis de ingresos ocultos, análisis de gastos.

Recibido:  20.08.19     Aceptado: 21.10.19 
*Agente Fiscal, Ministerio Público. Asunción, Paraguay. Email: lizcaballerohellion@gmail.com
Abogada de la Universidad Católica Nuestra Señora de la Asunción con Diploma de Honor, ex Actuaria judicial del Juzgado 
Penal de Garantías de la capital, actualmente Agente Fiscal de la Unidad Especializada de lucha contra el Narcotráfico, 
Delitos Informáticos y delitos ordinarios del Área 7 de Cordillera. 

  Artículo de acceso abierto. Licencia Creative Commons 4.0.
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Abstract
	 This research’s overall objective is to describe the investigation methods 

applied by Financial Intelligence Units, to detect money laundering and to verify 
their legality, in light of Paraguayan legislation. This is a legal-exploratory study 
that will enable to deepen into the topic, and into other variants that were not 
taken into account but represent a valid alternative. The design of the investigation 
is non-experimental, exploratory, with a descriptive method and qualitative 
perspective. In this context, a review of the documents and the existing normative 
related to the subject was conducted, also the money laundering techniques that 
are most frequently used by criminal organizations were analyzed, together with 
the investigation methods that are currently applied in the context of the criminal 
investigation in the country, in order to verify whether they fulfill the requirement 
this problematic demands. The conclusion is the result of the review of methods and 
current legislation on the legality of evidence used in this type of investigation. 

Key words: money laundering, financial investigation methods, hidden income 
analysis, spend analysis. 

Ñemombyky
Kóva omombe’u porãse mba’éichagua métodopa oiporu ohapykuere 

reka haguã umi Unidad de Inteligencia Financiera hérava, ojuhu haguã hikuái 
moõrupipa oñemopotĩse viru ha ojesareko hese paraguái léipe he’iháicha. Ko 
tembiapo héra investigación jurídico-exploratorio, kóva rupive oñembopypukúta 
ko mba’e, ha upéicha avei ambue mba’e ndojehechái va’ekue ojejapóramo guare ko 
mba’e ñembohaperã. Oñediseña kuri ojekuaa’ỹva ári, oiporu método descriptivo, 
iñenfoque cualitativo. Upéicha rupi, ojejesareko paite umi documentokuéra, ha 
léipe he’íva ko mba’ére, upéicha avei ohesa’ỹijo kuri umi técnica oiporuvéva umi 
criminalkuéra ojejapo haguã viru jejohéi, ha mba’eichagua método ha técnica-pa 
oiporu jehapykuere rekarã ko’ãgarupi ojeporuvéva investigaciónrã ko Paraguáipe, 
ikatu haguãicha ojekuaa porã ojejapópa ojejapo haguãicha ko apañuái guasu ojejoko 
haguã. Oñembyapu’a haguã oñeguenohẽ umi método ojehecha va’ekuégui ha oĩpa 
léi ko’ãygua ryepýpe umi medio probatorio ojeporúva ko investigaciónpe guarã.

Ñe’ẽ tee: Viru ñemopotĩ, viru jeguereko jehapykuererã, viru jeike rehegua 
ñehesa’ỹijo kañyhápe, viru jeporu rehegua. 
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Introducción
Adquirir ganancias financieras es una de las motivaciones principales de 

los transgresores y quedarse con el dinero sin ser detectados por las autoridades 
gubernamentales. 

Los delincuentes suelen destruir los rastros de sus actividades ilícitas, pero casi 
siempre dejan una pista primordial para hallar los elementos probatorios necesarios: 
la acumulación y el movimiento de la riqueza producida por dichas acciones. 

Es importante que los analistas de inteligencia adquieran destrezas en el 
manejo de las herramientas de análisis para detectar los ingresos ocultos y otras 
técnicas que permiten identificar de manera sencilla cuándo y cómo los infractores 
se benefician con el dinero obtenido ilícitamente. 

Existen actividades ilícitas como el terrorismo, la tenencia y comercialización 
de sustancias estupefacientes y drogas prohibidas cuyos hechos se configuran 
dentro de las esferas de la unidad especializada de contra el (narcotráfico) en el 
contexto nacional, el tráfico de personas, de órganos, de animales, el contrabando, 
entre otros, son financiadas por grupos o facciones criminales, que aportan activos 
y se convierten en un medio de vida o actividad lucrativa para quienes la integran.

Tales actividades son financiadas y sostenidas con parte de lo recaudado. 
Producen ganancias millonarias en bienes y activos, que necesariamente deben 
ingresar al sistema financiero y económico, por una vía que logre ocultar su origen y 
que permita finalmente la utilización efectiva de los beneficiarios directos, quienes 
generalmente aparecen ante la sociedad como empresarios, políticos influyentes, 
altos ejecutivos de corporaciones o simples comerciantes y ciudadanos que por sus 
beneficios se podría calificar como con mucha suerte en la vida económica. 

Consecuentemente, resulta imprescindible para los investigadores recurrir 
a ciertos métodos y herramientas de investigación, cómo ser el análisis, y 
verificación de la actividad financiera, a los efectos de detectar, identificar, verificar 
y posteriormente probar cómo se lavó el dinero. 

Se afirma que dichas herramientas de investigación son importantes en la 
lucha contra este tipo de crímenes. Por tanto, de ahí la importancia de su estudio.

Estos métodos se constituirán en los medios para recolectar datos e 
informaciones necesarios para sustentar una acusación formal contra el supuesto 
autor, sostener la existencia del hecho delictivo y la culpabilidad de los procesados 
para obtener una condena que finalmente cumplirá con la política criminal de 
combatir esta problemática y volver más eficiente el trabajo de los operadores de 
justicia en la lucha contra el crimen organizado.  
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Se detalla la metodología estandarizada y de mayor uso en la investigación del 
blanqueo de capitales, organizando la información existente de manera sencilla a fin 
de que el lector se aproxime a los conceptos básicos del tema abordado. Asimismo, 
se plantea el contenido desde la perspectiva de la legislación nacional vigente. 

Hay dos momentos en la investigación: uno consiste en  la recolección de la 
información, y el segundo consiste en la organización de la información. 

La conclusión surge de la revisión de la legalidad y de los métodos descriptos 
a la luz de la legislación paraguaya atinente a la libertad probatoria que rige  el 
sistema penal. 

Métodos de investigación
Se denomina métodos de investigación financiera a unas herramientas o técnicas 

utilizada por los investigadores y analistas, para acceder, recolectar, organizar, 
clasificar e interpretar información o dato financiera disponible, pertenecientes 
al sujeto investigado o sospechoso. Esto con el fin de identificar y corroborar la 
existencia de activos y/o bienes patrimoniales productos de una actividad delictiva, 
cuyo origen se pretende ocultar de las autoridades, para mantener un estilo de vida 
de lujoso, acumular riqueza para sí o para a un tercero.

Perfil del investigado
Es un resumen de su actividad financiera como: ingresos, egresos, bienes, 

contactos, cuotas sociales, acciones en empresas, cuentas bancarias, bienes 
inscriptos en el sistema del  Registros de la propiedad - bienes muebles e inmuebles 
-, información sobre prestanombres o intermediarios con los que pudiera estar 
asociado en alguna empresa.

Debe incluir un detalle de sus deudas o egresos, que contrastados puedan 
reflejar una información útil, pertinente y conducente al objetivo final. La 
comparación entre el activo y pasivo del investigado, debe ser hecha teniendo 
en cuenta un periodo determinado de tiempo, para lograr exactitud en el cotejo 
correspondiente. 

Este análisis o construcción del perfil del sospechoso, resulta útil establecer 
pilares sobre los cuales ordenar y clasificar la información, se sugiere un esquema 
tentativo: 

-	Activo: ingresos lícitos e ilícitos, bienes muebles e inmuebles, 
-	Pasivo: gastos ordinarios y deudas o egresos varios, 
-	Estilo de vida, contactos y relaciones
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Por tanto, se proponen los siguientes ítems para organizar mejor la información: 
-	Ingresos conocidos y legalmente reportados, si son suficientes para cubrir el 

nivel de gastos y estilo de vida del investigado, 
-	La mejoría significativa de la calidad de vida del sospechoso en un periodo 

de tiempo,
-	Verificación de un cambio en el nivel de sus ingresos que puedan ser 

justificados con documentos, negocios jurídicos comprobables, y otros, 
-	Nivel de deuda en un lapso de tiempo determinado, disminución del nivel de 

deuda significativo ni justificativo, 
-	Fuentes probables del origen de sus ingresos, movimientos financieros de 

sus fondos, disposición de efectivo, movimiento bancario, 
-	En qué gasta el dinero, estilo de vida, cuotas sociales de clubes sitios de 

vacaciones que frecuenta, restaurantes que visita entre otros. 
Existen varios tipos de métodos de análisis financiero que se pueden utilizar 

para crear el perfil del sospechoso, que de manera indirecta sirven para determinar 
si está ocultando o disimulando activos obtenidos ilícitamente, por ejemplo, dinero 
proveniente del narcotráfico, el tráfico de armas, u otros que deriven de una actividad 
ilícita. 

Los métodos de investigación más utilizados por las Unidades de Inteligencia 
Financiera de cada país.

Método del efectivo
Procedimiento que sigue el rastro del dinero en efectivo que maneja el 

investigado. Implica verificar una cantidad de actividades que realiza el sospechoso 
en el ámbito financiero. El dinero se demuestra directamente o indirectamente en las 
cuentas bancarias, los bienes y los gastos. Estos bienes y todo el activo se convierten 
en determinado momento en efectivo y se puede usar como tal. Se busca determinar 
si los ingresos ordinarios son suficientes para cubrir los depósitos bancarios y las 
compras que se hacen en efectivo.

Para detectar si se realiza una disposición de efectivo mayor que los ingresos 
resulta muy útil el método de saldo al descubierto, y si fuera el caso, la conclusión 
más lógica es que existe otra fuente de ingresos que no está legalmente reportada. 

El investigador en estos casos debe localizar los activos más comunes y estos 
pueden ser: activos circulantes como efectivo, saldos en las cuentas bancarias, 
cuentas por cobrar, inversiones empresariales, ingresos extraordinarios y otros 
como vehículos, embarcaciones, aviones y demás bienes muebles, participación con 
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acciones, bolsa de valores, bonos, letras de cambios, joyería, ropa, bienes personales, 
propiedades inmuebles, maquinarias y tecnologías entre otros.

Para obtener los datos, el investigador debe recurrir a diversos tipos de fuentes 
como por ejemplo los movimientos bancarios, cantidad de cuentas que posee, a su 
nombre del investigado, de su cónyuge, familiares cercanos, socios, o amigos o 
conocidos, aquellas cuentas donde aparece como autorizado para hacer disposición 
de fondos, en calidad de administrador o mandatario. Para la construcción de este 
perfil resulta muy útil el diagrama de relaciones y el flujo de bienes. Como ejemplo 
de diligencias que se pueden realizar tenemos por ejemplo, para conocer las cuentas 
que tiene a su nombre o a nombre terceros relacionados al investigado, se puede 
pedir informes vía nota a los Bancos, Súper Intendencia de Bancos, cooperativas, 
Incoop, a nivel nacional. Resulta muy práctica la información que la Secretaría de 
Prevención de Lavado de Dinero o Bienes realiza actualmente, puesto que es una 
oficina técnica que tiene acceso a suficiente información relevante sobre la actividad 
financiera de los sujetos investigados. Ahora bien, si se trata de información que 
obra en instituciones en el extranjero, se  debe solicitar vía exhorto judicial, el que 
se halla previsto en el artículo 146 y concordantes del Código Procesal Penal.

El análisis de bienes muebles e inmuebles, bases de datos de organismos 
públicos y comerciales privados es otra técnica muy usada. Se puede seguir el 
camino del dinero efectivo usado en las adquisiciones de dichos bienes. Para el 
efecto, resulta de utilidad también el estudio de las personas allegadas o relacionadas  
- personal o comercialmente- con el sospechoso, a fin de establecer una relación de 
contactos y verificar quienes podrían tener en su poder bienes inmuebles adquiridos 
con dinero ilícito, en calidad de prestanombres. 

Resulta interesante montar una vigilancia del sospechoso para identificar 
qué lugares frecuenta, su rutina, costumbres, donde compra su ropa, muebles, que 
restaurantes frecuenta, que tiendas visita y otros. Por su parte, no estaría demás 
recurrir a órdenes de allanamiento para incautar documentos relevantes, cajas 
fuertes, computadoras, tabletas, celulares que contengan documentos útiles para 
llegar a la verdad de los hechos. Esta tarea se realiza para sustentar una probable 
causa penal, por tanto, se realiza en el primero momento de la investigación, y 
generalmente está a cargo de la policía de delitos económicos y de la fiscalía.

Los equipos de almacenamiento de información pueden ser objeto de pericias 
informáticas, la información requerida puede estar en la memoria fija o en la nube. 

En ese sentido, el laboratorio Forense del Ministerio Publico a través de sus 
profesionales y personal capacitado, brinda asesorías a fin de coordinar sobre el 
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correcto procesamiento de los requisitos que se exigen para realizar las pericias 
técnicas de celulares, computadoras y otros medios informáticos. Asimismo, la policía 
nacional cuenta con un departamento de delitos informáticos donde se cuenta con 
profesionales técnicos y peritos expertos en procesamiento de medios tecnológicos. 
La pericia solicitada, en caso de computadoras, es la pericia informática, a fin de 
extraer datos relevantes al descubrimiento de la verdad. Asimismo, en el marco de 
las investigaciones de este tipo de hechos punibles se pueden disponer auditorias 
administrativas y contables, las que son muy útiles para detectar movimiento 
financiero específico. 

Asimismo, resultan datos relevantes las que están almacenadas en las redes 
sociales, en la mensajería y correo electrónico de los sujetos investigados, todos 
los cuales pueden ser objeto de peritaje a fin de obtener información que permita 
sustentar una posición fundada. 

Son convenientes los monitoreos electrónicos, las operaciones con agentes 
encubiertos para obtener información conducente. No se descarta el uso de 
informantes y entrevistas a testigos. 

Finalmente, un método provechoso de búsqueda consiste en la inspección de 
la basura para hallar aquellos recibos y comprobantes de pago de servicios o pago 
de bienes que den pistas sobre el origen de los gastos. 

Por otro lado, las tarifas telefónicas de llamadas de larga distancia, pago 
de servicios de envíos de dinero al exterior, captación de remesas del exterior, 
constituyen actividad investigativa útil y pertinente. 

El método del efectivo examina la forma en que se utiliza el efectivo para 
identificar si el gasto excede las fuentes de ingresos conocidos del sospechoso, y 
por ende, deducir si provienen de fuentes ilícitas y si constituyen una manera de 
lavar activos. 

Rastreo del depósito
Se realiza el rastreo de una cuenta abierta en un banco, se sigue el movimiento 

del dinero y  su uso. Por ejemplo, cuando se tiene noticia cierta de un pago realizado 
con una cantidad de dinero proveniente de una actividad ilícita, se da un seguimiento 
a ese movimiento financiero o bancario, se busca establecer dónde se realizó el 
deposito, quien lo cobró, qué se pagó, entre otras cosas. Posteriormente, se verifica 
si la cantidad corresponde con los ingresos o con los gastos ordinarios.  

Otro ejemplo puede ser el caso de una sociedad mercantil, que recibe el 
depósito de una suma de veinte mil dólares americanos, cuyo origen es de una 
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actividad ilícita, por lo que las autoridades al percatarse del depósito, deciden 
perseguir el rastro. Así que se procede a revisar los movimientos bancarios de la 
sociedad y los libros contables de la empresa, para verificar si existe un asiento que 
justifique tal depósito o una transacción comercial que de sustento al movimiento 
bancario. De no existir tales documentos, la sospecha cobraría mayor relevancia.  

Otra situación es la de aquella compañía que realizó varios depósitos en 
distintos bancos de plaza que no tenga justificación en sus asientos contables o libros 
obligatorios. Este método rastrea un pago especifico proveniente de una actividad 
ilícita utilizada para blanquear capital, puesto que, el sospechoso busca ingresar 
dinero mal habido a las cuentas de una empresa que al carecer de justificativo legal, 
no es incluido dentro de los registros contables. 

Es decir, se analiza el uso del efectivo que hace el sospechoso. En delitos 
como el narcotráfico; la compra venta de droga generalmente se hace en efectivo, 
por tanto, la fuente principal de ingresos será en efectivo, y hará uso excesivo de 
dinero en efectivo para comprar bienes y pagar servicios que el individuo no puede 
justificar. Esto constituye un indicio de lavado de dinero proveniente de este crimen, 
siempre y cuando no tenga como justificar el origen. 

Depósito bancario
Mediante este método, se busca en los depósitos regulares, cantidades 

pequeñas de dinero que al sumarlas todas  –en un periodo o lapso de tiempo– resulta 
en un total que  asciende a una cantidad de dinero que no puede ser justificada con 
los ingresos ordinarios. 

Muchos sospechosos realizan ingresos pequeños en distintas cuentas 
bancarias con el ánimo de evadir los controles y con la esperanza que dentro del 
mundo financiero y los grandes movimientos de dinero que manejan los bancos 
pasen desapercibidos. 

Entonces la tarea de los investigadores consiste en realizar un análisis 
detallado y con correlación de los depósitos y las cuentas bancarias para establecer 
un patrón. Esto genera un “monto al descubierto” que no puede ser justificado con 
los ingresos legales del investigado. En este tipo de observación se verifican los 
movimientos bancarios, compras en efectivo, depósitos en cuentas de empresas,  

Básicamente se estudian las transferencias y los depósitos realizados, así 
como el total de compras, los depósitos y gastos en efectivo, las fuentes conocidas 
de fondo y las no identificadas. Una vez analizados estos datos se puede establecer 
un patrón de conducta. 
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En este contexto se expone un ejemplo a fin de comprender mejor lo expuesto: 
un empleado bancario, que está aprovechando su cargo y función para lavar dinero 
de una organización criminal, a cambio de un porcentaje o de una suma de dinero, 
estaría cometiendo no solo el lavado de dinero en su calidad de cómplice sino 
además, un delito de corrupción, por lo que con este método resultaría fácil acceder 
a elementos de convicción suficientes para imputar la conducta del empleado 
bancario y someterlo a un proceso penal. Es importante señalar que hablamos de 
bancos del sector público cuando hablamos de corrupción, y en cuanto a la banca 
privada podemos hablar de lesión de confianza, producción de documentos de 
contenido falso, y otros delitos relacionados. 

Un ejemplo más claro. El sospechoso hace un depósito de 2.5000.000 de 
euros en varias cuentas en bancos de plaza.  Posteriormente, realiza trasferencias de 
dinero y re deposita parte del dinero a otras, un monto de 2.000.000 euros. Por otro 
lado, también realiza compras en efectivo por valor de 3.000.000 euros en tiendas 
de la zona. Si sumamos los depósitos realizados más el gasto en efectivo se puede 
verificar que la suma asciende a 7.500 000,00 euros. 

Las fuentes conocidas de fondos es de 2.000.000,00 de euros y los depósitos 
no identificados alcanzan los 5 500 000,00 euros. Aquí, aplicando este método se 
puede concluir que realizó depósitos por 5.500.000, 00 euros sin que pueda justificar 
de donde los sacó o cual es el origen de ingreso legal de ese dinero. Por tanto, 
dicha suma al carecer de documentos legales que avalen su procedencia constituye 
un indicio claro de lavado de dinero. Las informaciones recolectadas, junto con 
otras pruebas obtenidas durante la investigación, indicarían la comisión del delito 
de lavado puesto que el sospechoso pretende hacer pasar por licito el dinero y los 
bienes obtenidos sin sustento legal. Solo faltaría hallar indicios suficientes sobre 
el delito previo que dio origen al dinero. Para finalizar, el analista examina todos 
los depósitos, transferencias, re-depósitos, y demás similares, para constatar si se 
realizó un depósito de suma o cantidad excesiva de dinero que posea sustento en 
documentos legítimos que demuestren su origen legal. 

La investigación de estos movimientos financieros puede estar a cargo de 
la Unidad de Información Financiera (en algunos países Unidad de Inteligencia 
Financiera) que es un organismo público – en la mayoría de los casos en el ámbito del 
Ministerio de Justicia o el Ministerio de Hacienda - que recibe, analiza y difunde las 
informaciones financieras que recibe de los sujetos obligados. Sobre todo analiza los 
Reportes de Operaciones Sospechosas (ROS) y decide si se reenvían al Ministerio 
Público con el fin de someterlas a una investigación judicial. La Dirección General 
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de Administración y Finanzas (DGAFE) de la Unidad de Inteligencia Financiera 
(UIF-SEPRELAD) cuenta con dos tipos análisis, de conformidad con los estándares 
establecidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional sobre el Blanqueo de 
Capitales (GAFI).

Para ilustrar la ruta del lavado, presentamos a continuación una figura 
explicativa. 

Figura 1
Ruta del lavado de dinero

 

Fuente: Plataforma digital: El debate. México. Ejemplo del lavado en EEUU y México

Con este método se observan los gastos que realiza el investigado 
comparándolos con los ingresos legítimos o declarados que posee. Es decir, el 
analista verifica si los ingresos conocidos del investigado son suficientes para cubrir 
los gastos en que incurre. 

Toda esta información es recopilada y clasificada de tal manera que se pueda 
utilizar para confrontar los gastos del investigado con sus ingresos legalmente 
conocidos. En este tipo de investigación, los préstamos, hipotecas, tarjetas de crédito 
y demás se toman en cuenta dentro de los gastos incurridos, pues se requieren 
fondos para poder disminuir las deudas.  Igualmente, los gastos en que incurra en 
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reparación y mantenimiento de los activos, como vehículos y reparaciones a la casa, 
así como, la adquisición de activos nuevos, y demás gastos importantes. 

Al encontrar todos los gastos se hace una comparación de los mencionados 
con los ingresos legalmente declarados, esto nos daría como resultado una cantidad 
de dinero que constituiría los ingresos provenientes de fuentes desconocidas. 
Usemos el ejemplo del sospechoso dueño de un local comercial que tiene como 
ingresos legalmente conocidos una cantidad de 8.000.000 euros. Tiene como gastos: 
hipotecas, remodelación de su casa, pagos de universidad, tarjetas de crédito, cuentas 
de teléfono, gastos de la casa, vacaciones, lujos en total un gasto de 15.000.000 
euros. Al realizar la resta de estas sumas (ingresos legales conocidos menos gastos) 
existen 7.000.000 euros en gastos cubiertos con fondos de fuentes desconocidas, es 
decir, no identificadas como ingresos legales conocidos.

Estas observaciones se realizan siempre en un lapso de tiempo determinado, 
por ejemplo como el de un año fiscal. Lo que el analista busca en este caso es una 
“mejoría” o incremento en el nivel de vida, con el objetivo de determinar si su nivel 
de vida es superior al que posee una persona con sus mismos ingresos (comparativo) 
y si existen justificativos legales para tal incremento y para sostener su modo de vida. 

Transporte de valores
Es importante mencionar que la Secretaria de prevención de lavado de Dinero 

ha dictado varias resoluciones a fin de evitar y detectar el lavado de dinero. La 
resolución No. 61 de fecha 13 de marzo de 2008 por ejemplo regula el trasporte físico 
de efectivo o de cualquier otro instrumento negociable o al portador, y establece 
que los sujetos obligados por ley a reportar operaciones financieras deben hacerlo 
cuando el monto trasportado supere los diez mil dólares americanos o su equivalente 
en otras monedas. El trasporte físico incluye el que lo realiza una persona física en 
su automóvil, en el equipaje, en una carga o container, el envío postal como por 
ejemplo los envíos de dinero que se realizan a través de casas de cambio, western 
unión o similares. Esta resolución enfoca su regulación en el trasporte de efectivo 
fronterizo. Al efecto, se establece un sistema de declaración que debe realizarse 
por quien trasporta el efectivo o valores al que se le da el nombre de sistema de 
revelación. 

Valor neto
Este método requiere de un estudio profundo y necesita toda la información 

que a continuación se expone para que el resultado sea realmente útil. El valor 
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de este tipo de análisis radica precisamente en que se trata de una investigación 
compleja para probar la participación del sospechoso en el delito de lavado de 
dinero y corrupción. 

Se realiza un comparativo de la condición económica del sospechoso en un 
tiempo determinado, arranca desde antes que se inicie alguna sospecha contra el 
investigado junto con su situación económica a la fecha de la investigación. Así se 
expone la existencia de una mejoría en la situación económica del sospechoso, a 
pesar de que mantenga sus mismas fuentes de ingresos y que no existan actividades 
que puedan justificar esa mejoría económica.  

Este análisis se basa fundamentalmente en el estudio detallado de cada ítem 
que a continuación se señala: 

Activos del investigado antes de que presuntamente iniciara la actividad 
delictiva y después de dicha actividad

(-) Pasivos que poseía y los que posee actualmente, 
(=) Valor neto
(-) Valor neto del año pasado
(=) Incremento del valor neto
(+) Gastos del estilo de vida actual, sus gastos ordinarios que llevaba antes de 

su presunta actividad delictiva y los que llevan ahora 
(=) Total de fondos e incremento del valor neto
(-) Fondos de fuentes conocidas, sus ingresos conocidos
(=) Fondos de fuentes no conocidas, resultante de la diferencia entre sus 

gastos y sus ingresos conocidos. Dicho saldo es el que no encuentra justificación y 
ha incrementado su mejoría en dicho monto. 

El estudio de los activos
Para estudiar los activos se puede elaborar una lista detallada de activos y 

determinar los siguientes puntos:
-	Fecha de adquisición, 
-	Origen de adquisición
-	Costo de adquisición – valor exacto que no siempre coincide con el valor de 

mercado 
-	Costo de cancelación y forma de cancelación – si fue en efectivo, prestamos, 

tarjeta de crédito
-	Fuente de fondos utilizada para adquirir el activo
-	Documentación respaldatoria de dicha adquisición
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-	Lugar donde localizar documentación 
Este análisis ayuda a establecer si durante un periodo de tiempo – durante el que 

se sospecha que el investigado lavaba dinero – se ha incrementado significativamente 
sus bienes, para sí o para terceros. Permitirá saber cómo se cancelaron las deudas, 
incrementándose las sospechas sobre aquellas compras realizadas en efectivo o a 
través de intermediarios, empresas o instituciones públicas. 

El  estudio de los pasivos
Aquí se analizan las obligaciones y deudas que tiene el sospechoso. 
-	Monto total de deudas – antes y después de la actividad ilícita
-	Fecha de origen de las deudas
-	Deudas con tarjetas de crédito, monto
-	Origen y propósito de las deudas
-	Uso del dinero de la deuda, lugar de depósito, cuenta bancaria, pagos en 

efectivo, transferencias, western unión o similares. 
-	Pagos extraordinarios 
-	Garantías ofrecidas 
-	Documentación respaldatoria 
-	Prestamistas o acreedores 
Con este análisis es posible determinar el móvil del lavado de dinero. Es 

decir, si el investigado posee un alto nivel de endeudamiento muy superior a sus 
ingresos ordinarios entonces es muy probable que haya recurrido a participar de 
una actividad ilícita para satisfacer dichas deudas apremiantes. 

Asimismo, este tipo de análisis puede proveer de elementos de convicción 
que permitan demostrar la comisión del delito de lavado de dinero al demostrar que 
el sospechoso pudo reducir muy significativamente sus deudas durante el tiempo 
que se sospecha realizada actividades ilícitas cuando que sus ingresos no podían 
justificar dichos pagos o la capacidad de pago que demostró durante ese lapso de 
tiempo.

Análisis del gasto
El investigador busca si durante el lapso de tiempo que se supone se cometía 

el delito investigado, han aumentado significativamente los gastos del investigado. 
El investigador deberá identificar: 

-	Motivo del gasto
-	Objetivo del gasto, para que incurrió en el
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-	Identidad de la persona que ha realizado el gasto
-	Origen de los fondos utilizados 
-	Documentación respaldatoria, como recibos, facturas legales, registros 

contables, y el lugar donde dichos documentos se encuentran,
-	Relación entre gastos y su estilo de vida
-	Gastos realizados por bienes lujosos
-	Nuevos gastos fijos
-	Gastos importantes
Todos estos gastos se analizan durante el  lapso de tiempo que se sospecha el 

investigado estaba realizando la actividad ilícita investigada. 
Se busca determinar si hubo un  incremento significativo en cuanto al estilo 

de vida que tenía el sospechoso desde el tiempo en que presumiblemente se inició 
la comisión del delito de lavado de dinero, a pesar de que sus ingresos se hayan 
mantenido relativamente estables, poniéndose especial cuidado en los gastos lujosos 
o superfluos que antes no tenía, más aun si, en el periodo en que no se registra 
hecho punible alguno, el sospechoso no poseía dichos bienes lujosos. Ejemplo, antes 
de la comisión del delito investigado solo tenía un automóvil, durante el periodo 
investigado adquirió varios autos lujosos y otros inmuebles, con lo cual se demuestra 
que su situación económica ha mejorado considerablemente lo que constituye una 
seria sospecha de la actividad de lavado de dinero,  sobre todo cuando no existe 
documentación legal que respalde tales incrementos en su patrimonio. 

Análisis de ingresos 
Todo análisis financiero debe incluir necesariamente un examen de los 

ingresos conocidos con que se cuenta, para finalmente llegar a una conclusión sobre 
el perfil financiero, luego de comparar con los análisis realizados. 

Se analizan los ingresos del investigado el analista deb e poner énfasis en los 
puntos que se consideran más relevantes, a saber: 

-	Fuentes de ingreso declaradas del sospechoso, como por ejemplo los 
inmuebles que tiene a su nombre en los registros públicos, así como los bienes 
de valor registrables, cajas de ahorro, cuentas corrientes, cuentas en el extranjero, 
acciones en sociedades, letras de cambio, valores como bonos del estado o cualquier 
otro tipo de valores legalmente autorizados para circular en el medio financiero,

-	Otras fuentes declaradas como: sus ahorros en bancos, cooperativas, 
inversiones en financieras, ingresos por alquileres, arriendos, pagos por servicios, y 
otros similares. 
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-	Fuentes extraordinarias de ingresos como por ejemplo donaciones, lotería, 
herencias. 

-	Mejoría importante en los ingresos durante el tiempo investigado. 
-	Fuentes licitas de ingresos que puedan justificar ese incremento significativo 

de activos y gastos o  disminución de las deudas del sospechoso.
Con las conclusiones a las que arriben los especialistas se podría descartar 

que existan fuentes ilícitas que justifiquen la mejoría en la economía del sospechoso 
o puede que no, y por tanto se encuentre frente a la comisión de un delito.  Si al 
finalizar se constata que no existe documentación que avale ese incremento o mejoría, 
entonces se tendrán indicios serios y claros de la sospecha en la participación del 
delito investigado. 

Análisis de ingresos ocultos 
Esta tarea puede ser realizada durante la investigación por el departamento de 

delitos económicos de la policía nacional, la fiscalía, la secretaria de prevención de 
lavado de dinero, o cualquier otra secretaria o departamento de inteligencia estatal. 
Sea cual fuere la entidad que realice los análisis, debe poner a conocimiento del 
Ministerio Publico a los efectos legales pertinentes. 

Es realizado por investigadores de inteligencia con una herramienta de 
trabajo que les permite, sin ser un profesional de la  auditoría o de la contabilidad, 
determinar hasta qué punto una persona, grupo  u organización recibe y se beneficia 
de dinero obtenido de fuentes distintas a las legítimas. 

Esta herramienta permite observar y sintetizar grandes volúmenes de 
información financiera  en  gráficos sencillos y de fácil evaluación y análisis. 

Básicamente el esquema de este análisis se basa en la siguiente información: 

Tabla 1
Análisis de ingresos ocultos 1

Activo Neto Total de activos menos  los  pasivos  en    un  momento dado.
Gastos Gastos de mantenimiento  y/o  gastos  de negocios.

Ingreso Dinero recibido por servicios o trabajo, dividendos,   interés  y   otros   ren-
dimientos   de

Inversiones Alquileres, etc.
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En el primer paso se reconstruyen  los  activos  totales junto con los pasivos  
para  obtener  el  Activo Neto, cuyo importe es el resultado de la siguiente ecuación:

ACTIVO NETO = ACTIVOS-PASIVOS

Activo neto: consiste en el total de los activos menos el total de los pasivos en 
un momento dado (AN=A-P). 

Ejemplo de tabla utilizada 

Tabla 2
Análisis de ingresos ocultos 2

ACTIVOS (A) 2014 ($) 2015 ($) 2015 ($)
Vivienda
Carro
Yate
Joyas
Valores
Total Activos
PASIVOS (P)
Hipoteca
Vivienda 
Préstamo carro
Préstamo Yate 
TOTAL PASIVOS

Activo Neto (A- P) 
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Tabla 3
Análisis de ingresos ocultos 3

Activos (+) 1998 1999 2000
Bien 1 325000 325000 325000
Bien 2 12500 12500 12500
Bien 3 42000 42000
Bien 4 85000 85000
Bien 5 6000 11000 20000
Bien 6 30000 55000 150000
Bien 7 100000 100000
Bien 8 75000 75000
Bien 9 55000
Bien 10
Bien 11
Bien 12
Total Activos 373500 705500 864500
Pasivos (-)
Deuda 1 130000 100000 50000
Deuda 2 7500 4000 0
Deuda 3 25000 10000
Deuda 4 40000 10000
Deuda 5 50000 20000
Deuda 6
Deuda 7
Deuda 8
Deuda 9
Deuda 10
Deuda 11
Deuda 12
Total Pasivos 137500 219000 90000
Activo Neto 236000 486500 774500
Variación del Activo Neto 250500 288000
Gastos Se Suman 40000 70000

290500 358000
Ingresos Se Restan 60000 70000
Ingresos Ocultos 230500 288000
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Tabla 4
Análisis de ingresos ocultos 4

Activos (+) 2007 2008 2009
Casa 300000 300000 300000
Carro 24500 24500 24500
Ferrari 85000 85000 85000
Ahorros 7000 13000 23000
Obras 1 15000 15000 15000
Obras 2 25000 25000

Obras 3 60000

Avioneta 90000
Acciones A 30000 30000 30000
Acciones B 40000 40000
Acciones C 55000
Bien 12
Total Activos 461500 532500 747500
Pasivos (-)
Hipoteca Casa 125000 90000 40000
Carro 10000 7500
Ferrari 60000 40000 40000
Avioneta 60000

Deuda 5
Deuda 6
Deuda 7
Deuda 8
Deuda 9
Deuda 10
Deuda 11
Deuda 12
Total Pasivos 195000 137500 140000
Activo Neto 266500 395000 607500
Cambio Del Activo Neto  128500 212500
Gastos Se Suman 45000 55000
Ingresos Se Restan 55000 60000
Ingresos Ocultos  118500 207500
Ingresos Ocultos 230500 288000
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Esta tabla reflejará el activo neto del sujeto sospechoso, haciendo una sencilla 
resta entre los activos y pasivos. 

La certeza del resultado que refleje esta tabla depende de la certeza de la 
información que es recolectada por la unidad operativa recolectora de la información. 

Por lo tanto, el trabajo de detección de ingresos ilícitos no es una tarea fácil, 
sino que requiere trabajo en equipo, donde la recolección de la información es una 
actividad sumamente importante para llegar a una data real que finalmente sirva en 
la construcción de la teoría del caso. La información la recolecta generalmente la 
unidad de inteligencia financiera de la SEPRELAD. Esta información luego puede 
ser analizada en la unidad especializada del Ministerio Publico. 

Asimismo, la información que se recolecta debe estar acompañada por 
la documentación o certificación de la confiabilidad de que tal información es 
verdadera y válida para realizar estos diagramas o tablas. Estas tablas pueden variar, 
no siempre son iguales y se pueden adaptar a cada caso específico. 

El siguiente paso consiste en determinar el cambio en el Activo Neto a lo 
largo de varios años (tomando siempre el año inicial como Año Base) para observar 
la variación de ganancias de dinero interanualmente y establecer si esos cambios 
pueden ser explicados en términos de dinero legítimamente ganado. Por ejemplo, en 
la tabla 3 el año inicial es 1998, y en la tabla 4 es el año 2007.

Se resta el Activo Neto del año siguiente posterior contra el Activo Neto del 
año anterior y se obtiene el Cambio en el Activo Neto de ese año.

Tabla 5
Análisis de ingresos ocultos 5
 

La información presentada nos indica que contamos con el activo neto de un  
individuo para 2014, 2015 y 2016. 

Luego, debemos determinar el cambio en el activo neto de un año al próximo. 
Para ello, se resta el activo neto de 2015 menos el activo neto de 2014 y obtenemos el 
cambio de activo neto (CAN) de 2016 que corresponde a $ 58.000 y así sucesivamente 
cada año. 

2014 ($) 2015 ($) 2016 ($) 
ACTIVO NETO 94.700,00 152.700,00 263.700,00 

-94.700,00 -152.700,00 
CAMBIO ACTIVO NETO 58.000,00 111.000,00 
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Sin embargo, con esta información todavía no se cuenta con el dato preciso 
que nos indique que el individuo se está beneficiando financieramente de una  
actividad Ilegal. 

Con estos datos podemos corroborar que el activo neto del individuo aumentó 
significativamente entre 2014 a 2015 y otra vez entre 2015 a 2016. 

Para esta conclusión no se tomaron en cuenta los gastos personales ni los 
ingresos propios  del  individuo, de  tal forma que para determinar los posibles  
ingresos ocultos, se debe realizar  el siguiente  proceso. 

El siguiente paso consiste en comparar los gastos y los ingresos del sujeto 
investigado con los cambios de su  Activo  Neto (CAN) para detectar cualquier 
discrepancia que pudiera indicarnos posibles  Ingresos Ocultos. 

La siguiente ecuación permite descubrir el indicio de eventuales discrepancias 
en las finanzas de una persona, grupo u organización:

Ingresos ocultos = can + gastos - ingresos 	
Donde CAN es el cambio de activo neto

Tabla 6
Análisis de ingresos ocultos 6
 

En éste cálculo vemos que el individuo tenía fondos disponibles, en este caso 
tenía una cantidad de $ 63.000 en exceso de su ingreso legítimo durante el periodo 
de 2014 a 2015 y un exceso de $ 128.000 durante el periodo 2015 a 2016. Este 
análisis debe compararse con el resto de los análisis del caso. 

El propósito de este análisis del ingreso oculto es determinar hasta qué punto el 
sospechoso recibe y se beneficia de dinero obtenido de fuentes que no son legítimas. 

Veamos un ejemplo de información recolectada por los analistas de campo y 
organizada para los analistas de unidades financieras. 

En enero del año 2014 el Sr. Gaona adquirió una casa a un costo de $ 325.000. 

2014 ($) 2015 ($) 2016 ($) 
Activo Neto 94.700,00 152.700,00 263.700,00 
Cambio Activo Neto - 58.000,00 111.000,00 
Gastos (+) 40.000,00 55.000,00 
Ingresos (-) 35.000,00 38.000,00 
Ingresos Ocultos 63.000,00 128.000,00 
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Aun es dueño de la casa. Amortizó un primer pago el mismo año reduciendo su 
hipoteca a $ 130.000 para el 30 de junio del 2014. Para el 30 de junio de 2015, debía 
por la casa $ 100.000 y para el 30 de junio del año 2016 le debía al banco la cantidad 
de $50.000.

El Sr. Gaona tiene además un Lamborgini del año 2014 valorado en $ 60.000. 
Todavía tiene el vehículo. Debía por el carro $ 42.000 al 30 de junio de 2014. Para 
el 30 de junio de 2015 debía por el rodado $20.000 y para el siguiente año ya había 
cancelado el costo en su totalidad. 

El Sr. Gaona está registrado en la cámara de Comercio de Tranquilandia como 
consultor en temas de manejo de riesgos. El mejor estimado de sus utilidades para el 
año 2.000 fue de $ 60.000 y para el 2002 fue de $ 70.000. Fuentes confiables indican 
que los niveles de gasto de Gaona estuvieron en el año 2014 en el orden de los $ 
40.000 y en el 2015 en el orden de los $70.000. Con estos datos el analista puede 
elaborar un perfil financiero. 

Diagramas de Actividades
Son útiles para ilustrar un proceso o una secuencia de actividades 

realizadas por el sujeto investigado o por un grupo de personas, o como este, 
de una organización criminal. Las actividades son esquematizadas en un orden 
cronológico y relacionadas entre sí a fin de visualizar fácilmente un flujo que sea 
identificable por los investigadores. Mucho se puede obtener de estos gráficos, por 
un lado la secuencia de la naturaleza de las actividades criminales y por el otro lado, 
las potenciales vulnerabilidades de las actividades de la delincuencia organizada. 
La cantidad de información presentada en estos diagramas, debe mantenerse en el 
mínimo posible.

Diagrama de Eventos
Representa una sucesión de eventos y pueden ayudar a identificar cualquier 

relación entre ellos. Su propósito es el de presentar complejos y grandes volúmenes 
de datos, de una manera sencilla y precisa. Son útiles en el inicio de los casos. Por 
ejemplo, se pueden establecer las fechas en que han ocurrido  unas transacciones 
bancarias relacionándolas con los montos de dichos depósitos y los titulares de las 
cuentas. 

Diagrama de Flujo de Bienes
Ilustran el flujo de drogas, bienes robados, dinero, y otros bienes a través de 
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los elementos de una organización criminal. Empleando esta técnica, es posible 
detectar las relaciones existentes entre las entidades de una red criminal, ayuda a 
los investigadores a comprender de una manera sencilla, cual es el modus operandi 
empleado. Dan respuesta a preguntas como: ¿Quién se queda con la mayor cantidad 
de los bienes o de sus beneficios? Si existe una jerarquía criminal que está relacionada 
con el flujo de bienes, ¿qué nos dice el flujo de bienes de las relaciones jerárquicas o 
de operaciones dentro del grupo? 

La siguiente información recolectada puede ser dibujada en este tipo de 
diagramas: Verde le vende cocaína a Blanco y a otros consumidores. Verde le 
compra la cocaína a Pérez. Pérez tiene una empresa de importación de café de 
nombre Global Coffee. Rojas es conocido por agencias de inteligencia como un 
importante negociador de cocaína, es el proveedor de la droga de Pérez.  Rojas ha 
estado negociando a sus proveedores, con cocaína que produce la organización de 
Torres, un poderoso traficante de cocaína de Tranquilandia. 

 

Conclusión
Esta forma de organización de la data y de investigación financiera posibilitan 

encontrar y recolectar los elementos de convicción necesarios y suficientes para 
fundar acabadamente una acusación contra el investigado de ocultar, disimular, 
guardar o usar para sí o para un tercero un objeto proveniente de una actividad 
criminal y con ello evitar la impunidad de los delitos y lograr la condena de 
los participantes en sus distintas calidades: autores, cómplices, encubridores e 
instigadores, dando cumplimiento de esta manera a la política criminal del Estado. 

Los elementos probatorios recolectados durante la investigación realizada 
mediante el uso de estas técnicas sirven para corroborar la existencia del hecho 
punible y la reprochabilidad de su autor, así como el nexo causal entre la conducta 
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desplegada por el sospechoso y la actividad ilícita. Más específicamente, se puede 
probar el incremento del patrimonio del presunto autor, el motivo que origino el 
delito tales como el endeudamiento previo, un salario insuficiente para cubrir sus 
deudas, los gastos y gustos del investigado, su perfil financiero, y todos los demás 
elementos que pudieran demostrar su participación en el ilícito.  

Es importante destacar que las pruebas obtenidas con estos métodos no 
son pruebas directas, pero son indicios directos que permiten concluir una teoría 
apoyados con otros elementos de prueba directa. La constatación del origen del 
dinero o su falta de justificación son elementos contundentes para el Agente Fiscal 
en un juicio, puesto que aportan información conducente al esclarecimiento de la 
verdad de los hechos, objetivo último de todo proceso penal. 

En nuestra legislación paraguaya rige la libertad probatoria por lo que todos los 
medios de prueba obtenidos legalmente y sin violar garantías ni derechos procesales 
de los investigados, y puedan aportar a la verdad de los hechos puede ser utilizada 
en juicio, si se han respetado ciertas reglas mínimas.  

Resultan útiles sobre todo si el procesado no puede y no tiene como refutar ni 
demostrar el origen del dinero ni el desequilibrio entre sus ingresos y egresos. 

Sin embargo, y para hallar las pruebas necesarias y sustentar una hipótesis 
o causa probable contra el sospechoso, debemos recordar que existe una serie de 
normas legales que se han establecido con el fin de que dicha obtención se realice 
respetando las garantías procesales de los ciudadanos. 

En ese sentido, tenemos lo dispuesto en la Carta Magna, que manda que en 
todo proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, 
toda persona tiene derecho a:

art. 17 Derechos procesales: 
8) Que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas. Son derechos 

inalienables de todas aquellas personas que pudieran ser sujetos de una pena por 
parte del brazo punitivo estatal, y por tanto son de rango constitucional, no solo 
constituyen derechos sino que son garantías que previenen un verdadero debido 
proceso. 

9) Que no se le opongan pruebas obtenidas o actuaciones producidas en 
violación de las normas jurídicas. Obtener pruebas o elementos de convicción es 
precisamente el trabajo realizado por la Policía Nacional y el Ministerio Público 
sobre quienes recae la tarea preventiva de los hechos punibles, la acción penal pública 
y la representación de las víctimas y la sociedad ante los Tribunales de Sentencia, 
así como la tarea de no dejar impunes aquellos hechos punibles denunciados y 
probados. 
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10) El acceso, por sí o por intermedio de su defensor, a las actuaciones 
procesales, las cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. 

El acceso a todo el caudal probatorio es un derecho fundamental para el 
procesado quien debe defenderse de las imputaciones o acusaciones formuladas en 
su contra y para ello, debe tener acceso a las constancias existentes a fin de ejercer 
su defensa adecuadamente. 

Los investigados deben tener acceso a las pruebas que se practiquen en su 
contra, salvo aquellas limitaciones establecidas estrictamente en la ley., como se 
desprende del citado artículo constitucional. 

Por otro lado, el art. 36 de la Constitución Nacional regula lo concerniente al 
patrimonio documental de las personas, y dispone que tal patrimonio sea inviolable. 
Es importante que solamente por orden judicial tales registros puedan ser examinados, 
reproducidos, interceptados o secuestrados. Pueden ser recopilados con cualquier 
técnica, incluyen la contabilidad, los impresos, la correspondencia, los escritos, las 
comunicaciones telefónicas, telegráficas, cablegráficas o de cualquier otra especie, 
las colecciones o reproducciones, los testimonios y los objetos de valor testimonial, 
así como sus respectivas copias. 

La norma constitucional autoriza el examen del patrimonio documental de los 
ciudadanos cuando, la reproducción, interceptación o secuestro sea indispensables 
para llegar a la verdad de los hechos, es decir para esclarecer los asuntos de 
competencia de las correspondientes autoridades. En todos los casos la ley determina 
las modalidades especiales para examinar la contabilidad comercial y los registros 
legales que se deben llevar obligatoriamente. 

La sanción legal por obtener pruebas documentales violando lo que las leyes 
prescriben es su nulidad, es decir, carecen de valor en juicio. Finalmente, la norma 
constitucional manda que en todos los casos se deba guardar estricta reserva sobre 
aquello que no haga relación con lo que se investiga. Existen derechos consagrados 
que únicamente pueden ser limitados por orden judicial en cada caso expresamente 
autorizados por ley, y en su mayoría para asuntos de competencia del sistema 
judicial penal. 

Resulta importante resaltar que la comunicación privada y el patrimonio 
documental de una persona que es sospechosa de lavar dinero puede ser objeto de 
examen por parte de los investigadores como la Policía Nacional, criminalística o 
Ministerio Público, siempre mediando orden judicial de Juez competente.

El Ministerio Público puede solicitar la pericia contable de una empresa o un 
particular, como anticipo jurisdiccional de prueba o como acto investigativo pero 
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respetando las formalidades de la pericia, dando participación al investigado quien, 
puede controlar el acto, proponer puntos de pericia, peritos y consultores técnicos, 
tal y como lo disponen  el Código Procesal Penal en sus artículos 214 y siguientes y 
los  arts. 17 inc. 8 y 36 de la Constitución Nacional.

Asimismo, es factible realizar escuchas telefónicas mediante orden judicial, 
ingresar a las casillas de correo, correo electrónico, memorias de computadoras, 
tablets, teléfonos celulares, para obtener información relevante para la investigación 
de lavado de dinero.  Si se han respetado dichas normas procesales, las pruebas 
obtenidas son válidas para fundar una acusación o cualquier otro requerimiento 
conclusivo por parte del Ministerio Público. 

En cuanto a los medios de prueba admitidos por la legislación paraguaya, 
el Código Procesal Penal dispone que el fin último de los medios de prueba en un 
proceso penal sea la búsqueda de la verdad. 

El art. 173 del mismo cuerpo legal dispone la libertad de probar por cualquier 
medio de prueba que sean admisibles y estén relacionados con el objeto del 
procedimiento - los hechos y circunstancias.

El sistema de pruebas está basado en la libertad probatoria, salvo las excepciones 
previstas en la misma legislación, como por ejemplo la mencionada en el art. 36, 
ultima parte, de la Constitución Nacional que estipula sobre la inviolabilidad del 
patrimonio documental y la comunicación privada, al respecto de la información 
que no guarde relación con la investigación del hecho punible de que se trate, en 
nuestro caso, el lavado de dinero: ¨En todos los casos se guardará estricta reserva 
sobre aquello que no haga relación con lo investigado .̈ En concordancia con esta 
última parte del art. 36 citado, el último párrafo del art. 173 del Código Procesal 
Penal mencionado también establece que: ¨Un medio de prueba será admitido 
si se refiere, directa o indirectamente, al objeto de la investigación y es útil para 
el descubrimiento de la verdad. El juez o tribunal limitará los medios de prueba 
ofrecidos cuando ellos resulten manifiestamente excesivos.

Por su parte, el art. 174 habla sobre las pruebas que deben ser excluidas y 
manda: ¨Carecerán de toda eficacia probatoria los actos que vulneren garantías 
procesales consagradas en la Constitución, en el derecho internacional vigente y 
en las leyes, así como todos los otros actos que sean consecuencia de ellos ,̈ en 
concordancia con el art. 36 antes citado de la Constitución Nacional. 

En otro Artículo, esta vez el numero175, se establece que: ¨Las pruebas 
obtenidas serán examinadas con arreglo a la sana crítica. El tribunal formará su 
convicción de la valoración conjunta y armónica de todas las pruebas producidas .̈
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En cuanto a la obtención de pruebas en este tipo de investigaciones se indica 
que ante causas sumamente complejas, llamadas por la doctrina dominante como 
macrocausas, se revisan numerosos documentos, testigos, audios, grabaciones e 
instrumentos de todo tipo, por lo que los plazos procesales previstos en nuestra 
legislación como periodo de investigación resultan breves. 

Luego de analizar los métodos, se concluye que efectivamente las pruebas o 
elementos de convicción que se puedan obtener mediante las diferentes técnicas de 
investigación explicadas sucintamente, en la búsqueda de la verdad de los hechos 
punibles de lavado de dinero, son viables para sustentar una acusación por parte del 
Ministerio Público.

La libertad probatoria, permite la utilización de todas las técnicas mencionadas 
con la sola condición de que se garanticen los mínimos derechos del investigado o 
imputado conforme a las reglas previstas en nuestra Constitución en su art. 17 y en 
la legislación de forma. 

Finalmente, existe un Plan Estratégico del Estado Paraguayo de Combate al 
Lavado de Activos, el Financiamiento del Terrorismo y a la Proliferación de Armas 
de Destrucción Masiva, que consiste en una Política de Estado que tiene por objeto 
organizar las acciones de las instituciones competentes para prevenir, detectar y 
reprimir eficazmente dichos delitos, a efectos de proteger la integridad del sistema 
económico y preservar el orden y la seguridad pública nacional. La elaboración 
del plan, fue declarada prioridad nacional por Decreto n.° 8413 del 10/02/12, y 
cuenta con  veintinueve (29) objetivos distribuidos en sesenta y cinco (65) acciones 
específicas a las que se puede acceder en el portal web de la SEPRELAD. 

Asimismo, actualmente contamos con un −sistema nacional anti lavado de 
activos y contra el financiamiento del terrorismo− (ALA/CFT) establecido por 
Decreto n.° 7949/17. En este plan estratégico participan todas las instituciones 
públicas, reguladoras, supervisoras y persecutoras del lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo como a continuación se detalla. 

En el sector público tenemos por ejemplo a la SEPRELAD- Secretaría de 
Prevención de Lavado de Dinero o Bienes, el B.C.P. - Banco Central del Paraguay, la 
SIB - Superintendencia de Bancos, la SIS- Superintendencia de Seguros. El PJ - Poder 
Judicial, la DGRP- Dirección General de los Registros Públicos. El MP - Ministerio 
de Público a través de sus unidades especiales como: la UDEA- Unidad Contra 
Delitos Económicos Anticorrupción, Unidad Antidrogas, Unidad Especializada 
de Lavado de Dinero y Financiamiento del Terrorismo. El MI- Ministerio del 
Interior, a través de su Departamento Contra Delitos Económicos y Financieros de 
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la Policía Nacional, la Dirección General de Migraciones, la SEPRINTE-Secretaría 
de Prevención e Investigación del Terrorismo. El MH - Ministerio de Hacienda: La 
SET- Sub Secretaría de Estado de Tributación, la Abogacía del Tesoro, el Servicio 
Nacional de Catastro, La CONAJZAR- Comisión Nacional de Juegos de Azar. La 
CGR- Contraloría General de la República. El MRE- Ministerio de Relaciones 
Exteriores, a través de la DGAE - Dirección General de Asuntos Especiales. La 
DNA- Dirección Nacional de Aduanas. La SENAD- Secretaría Nacional Antidrogas. 
El INCOOP- Instituto Nacional de Cooperativismo. La CNV- Comisión Nacional 
de Valores. La SENAC- Secretaría Nacional de Anticorrupción. La SENABICO- 
Secretaría Nacional de Administración de Bienes Incautados y Comisados. La PGR- 
Procuraduría General de la República. SNI - Secretaría Nacional de Inteligencia.

En el SECTOR PRIVADO, tenemos a la ASOBANC - Asociación de Bancos 
del Paraguay, la Asociación de Casas de Cambios, la APCS- Asociación Paraguaya de 
Compañías de Seguros, la ADEFI- Asociación de Entidades Financieras, la POJOAJU 
- Asociación de ONG´S del Paraguay, el Colegio de Contadores del Paraguay, la CAPEI- 
Cámara Paraguaya de Empresas Inmobiliarias, la APEL- Asociación Paraguaya de 
Empresas Loteadoras, el CEP- Colegio de Escribanos del Paraguay, el CIRD- Centro 
de Información y Recursos para el Desarrollo, entre otros. 
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Resumen
La actualidad criminal representa todo un desafío para las autoridades 

judiciales, quienes se enfrentan ante la oportunidad histórica de recuperar terrenos 
perdidos en materia del crimen organizado. La legislación vigente hace décadas, 
se encuentra en permanente actualización, pues el enemigo que se tiene en frente 
se desarrolla y propaga velozmente; en consecuencia, se debe revisar desde una 
perspectiva amplia al fenómeno, observarlo desde un ángulo diferente donde se 
contemplen circunstancias que permitan descifrar a la figura por completo, sin 
obstáculos. El concepto del plan da la apariencia de ser sencillo, pero se debe advertir 
que echar luz sobre las sombras en las que actúa toda empresa ilícita merece una 
técnica multidisciplinaria en que lo técnico-profesional acepte el aporte que puedan 
dar la historia, la sociología, la psicología, la geopolítica, entre otros. El combate 
a este flagelo, que contamina la convivencia humana, requiere de una reingeniería 
que fortalezca los resultados que ya se van obteniendo desde los jurídico; avanzar 
hacia una estrategia revolucionaria con la que se pueda alcanzar la meta corrigiendo 
los errores que se ha cometido hasta la fecha.

Palabras clave: crimen organizado, filosofía del crimen, Ministerio Público. 

Aceptado:   10/06/2019                Recibido: 12/02/2019
  *Abogado por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la (UNA, 2006), Egresado de la Carrera de Ciencias Políticas 
UNA, 2018 (en proceso de tesis). Docente Universitario de las materias Derecho Constitucional y Filosofía del Estado. En el 
Ministerio Público: Asistente Fiscal, Docente e investigador del Centro de Entrenamiento. Egresado de la Escuela Judicial; 
coautor de artículos en Revistas Jurídicas.  

  Artículo de acceso abierto. Licencia Creative Commons 4.0.



42

Rev. jurid.	 Investigación en ciencias jurídicas y sociales 2019; 9  

Abstract
Current criminality represents a great challenge for prosecution authorities, 

who face the historical chance to regain territory that was lost into the hands of 
criminal organizations. The current legislation, in force for decades, is under 
permanent upgrade; because the enemy grows and spreads quickly, as a consequence, 
it must be revised from a broader perspective, and observed with a different approach 
in order to consider circumstances that enable to figure out the legal form entirely, 
without obstacles. The plan’s concept appears to be simple, but it must be advised 
that shedding light on the shades where the actions of the criminal organizations take 
place, merit interdisciplinary investigation technique that accepts the contributions 
from history, sociology, psychology, geopolitics, among others. The fight against 
this problem that taints human living requires a new model that reinforces the legal 
outcomes, and head for a revolutionary strategy that can reach the stated goal and 
correct errors that were made so far. 

Key words: organized crime, philosophy of crime, Public Ministry

Ñemombyky
Umi tembiapo vai ko’ãga rupigua oñemoĩ mbarete autoridad judicial kuéra 

renondépe, hi’árikuéra opyta tembiaporã teete ipu’aka jey haguã crimen organizado rehe.
Leikuéra ojeporúva aremi guivéma, ko’ãga oñembopyahu, ojekuaápype upe 

upe mba’e vai oñemoĩva henondépe okakuaa pya’e ha ojepyaso pysove tuichaháicha, 
opa umívare tekotevẽ ojehechami jey tuichaháicha ko mba’e, tojehecha ambue 
hendáicha tojejesarekopaite opaite hendáicha ikatu haguã oñehesa’ỹijo porã 
mba’evete ojoko’ỹre ichupe. Ko tembiapo guasu, plan, ha’etevaicha ndahahasýitava, 
tekotevẽ katu ojekuaa porã oñembyesakã porãséramo ko empresa ojapo’ỹva léi ãme, 
oikotevẽ umi técnica oĩ hetahápe tekove arandu, umi profesional tomoguahẽ iñarandu 
historia, sociología, psicología ha geopolítica ha hetave mba’e. Ko ojehapejokoséva 
ningo  ombyaipáva yvypóra rekove oñondive, oikotevẽ reingeniería pyahu 
omombarertéva ha ohechaukáva  resultado porã ojejapóva léi ryepýpe; tojeguata 
tenonde ha tojeporu umi estrategia ipyahu pyahuvéva, tomyatyrõ hembiapo vaikue 
ojejapóva gueteri ko’ãga meve.

Ñe’ẽ tee: Crimen organizado, mba’evai apo rehegua temimo’ã, Tetãyguamba’e 
Motenondeha.
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Introducción
En el presente artículo se aborda la naturaleza de un hecho punible cuyas 

causas y efectos lograron permear en sectores sensibles de la nación paraguaya, al 
punto de volverse un mal endémico no sólo de un país, si no, de toda una región; 
al conectar puntos de diferentes latitudes de Sudamérica entre los que se encuentra 
estratégicamente Paraguay. 

El recorrido geográfico que transita este mal, el objetivo al que se pretende 
apuntar es el genoma que identifica a una acción en la que participan varias y 
diferentes piezas en un esquema de producción, tráfico y comercialización de bienes 
clandestinos y cómo sus beneficios económicos seducen a cada vez más individuos. 

¿Qué es aquello que influye en la voluntad de las personas para optar por 
formar parte de este fenómeno? La respuesta ofrece un punto de partida muy 
difuso, difícil de ubicar al espectador sobre el terreno. En la hipótesis que se debiera 
escoger indefectiblemente una zona a partir de la cual comenzar a tejer y develar 
la anatomía de “lo desconocido”, se debe apelar a una de las capacidades humanas 
más poderosas: la imaginación. 

Sí, ella misma, la que surge como producto de la curiosidad, y ésta a su vez, 
consecuencia de estar ante lo enigmático. Enigma, capaz sea éste el término que 
sirva de guía que venga al auxilio para iniciar el recorrido por la fisonomía de un 
concepto en el que se esperan escalas incómodas, en las que el paisaje no será como 
el que tiene acostumbrado una aventura a su viajero. 

El faro que alumbrará será el derecho, nuestra ciencia, que por medio de su 
objeto: la regulación de la conducta humana, será el otro aliado en quien se confiará 
para alcanzar el objetivo propuesto.

Se informa al colega lector que de ahora en más será testigo de un ensayo 
diferente, novedoso, al que seguramente no está acostumbrado en una literatura 
técnico-jurídica; pues, quien le propone tal atrevida opción, tiene como propósito 
que tanto usted como innumerables otros entusiastas del saber –no necesariamente 
hombres y mujeres de derecho– y que por diferentes motivos busca adentrarse en 
un tema de actualidad, encuentre en esta propuesta un lenguaje amigable, cercano, 
abierto y sincero de parte de un redactor que se sumergirá en un ámbito que no es 
el habitual en su abanico de investigación, pero que sin embargo, encuentra en esta 
nueva oportunidad un espacio en el cual, desde una perspectiva diferente, busca 
hallar respuestas a incógnitas que le surgen a partir de un evento que toma cada vez 
más fuerza en la realidad y que preocupa. 

Hecha esta aclaración, se da la bienvenida al estudio de una modalidad de lo 
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ilícito en la que se analizará un poco de todo: historia, derecho, política, sociología, 
organización, entre otros. El inframundo de lo prohibido, desde una posición 
observadora y analítica que pretende entender cómo se produce esta problemática 
que moviliza a instituciones nacionales e internacionales y que tras sus pasos dejó 
ya innumerables víctimas inocentes; que parece no tener cura y que se da en llamar: 
Crimen organizado. 

Marco conceptual
Todo viajero para emprender una travesía debe contar con herramientas útiles 

al partir, un mapa con un gráfico del punto de partido y otro de llegada es esencial, 
en medio, una línea que vaya conectando sitios como si de una cadena se tratase; 
todo con el objetivo de tener una noción de lo que le aguarda, sea en distancia, sea 
en tiempo. 

El plano que se utilizará aquí será la definición del concepto que nos ocupa. 
Aportes doctrinarios de otros autores servirán de suficiente apoyo para comprender 
a dónde nos conducimos:

“…se trata aquí de la criminalidad en la empresa, con lo cual se hace énfasis 
en una criminalidad de tipo económico, que tiene como fundamento la 
organización y la finalidad estrictamente lucrativa en el sentido de ventajas 
económicas, es decir un modelo de enterprisecrime o corporatecrime…” 
(Sánchez, 2014)
Se enfrenta a esta visión, otra en la que Cordini significa la expresión desde 

una lupa más realista, dice: 
…En primer lugar, resulta difícil delinear la criminalidad organizada como un 
objeto de estudio; pues ésta no es ni un claro fenómeno empírico discernible, 
ni encontramos acuerdo sobre cuál debe ser su “esencia” o “naturaleza”. Más 
bien, una amplia variedad de personas, estructuras y eventos están, en variado 
grado y combinación, subsumidos en este concepto… (Cordini, 2017)
Así, se podría ir repasando la vasta gama de visiones acerca de lo que se 

pretende definir, no obstante, Samuel Malamud Herrera en su artículo jurídico 
titulado “El concepto de crimen organizado: ciertos elementos para una mayor 
concreción” cita a Donald Cressey, de quien transcribe las siguientes expresiones: 

El crimen organizado es cualquier delito cometido por una persona, ocupando, 
dentro de una división establecida de labores, una posición designada para la 
comisión de delitos, siempre y cuando tal división incluya al menos una posición 
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para un corruptor, una posición para quien es corrompido y una posición 
para quien pueda hacer cumplir esto a la fuerza. (HERRERA, 2016, pág. 6)
Bien, estas acepciones entregan suficientes elementos que delimitan las 

fronteras dentro de las cuales se tejerá el objeto de investigación. De la primera 
se extrae – como idea central – la frase “criminalidad en la empresa”; de la 
segunda “variedad de personas, estructuras y eventos están, en variado grado 
y combinación, subsumidos” y, finalmente de la tercera “para la comisión de 
delitos”. Entonces al entrelazar cada pieza se puede razonar lo siguiente: El 
crimen organizado es la estructura jerarquizada de individuos humanos que 
interactúan en complicidad en el interior de un espacio indeterminado, con 
el fin de sostener redes o vías por las cuales un ilícito transita y del cual se 
busca obtener un beneficio económico al margen de la ley o de los controles 
institucionales.  

La idea de estar ante un comportamiento colectivo y clandestino desafía 
toda lógica lingüística; no es tarea sencilla escoger los términos adecuados 
para delinear en pocas líneas cómo se configura un crimen o delito que se 
presenta con una forma, más sin embargo es volátil, esquivo, en permanente 
transformación y fortalecimiento. No se debe caer el error de quedar satisfecho 
con una sola definición, se debe revisar constantemente la bibliografía sobre el 
tema y comprender la realidad de este complejo evento. Un poco de historia, 
dará cuenta de esto. 

Del garfio en los mares al patrón del terreno firme 
Un breve ejercicio mental nos conduce inevitablemente a los cuentos 

animados de antaño en que el villano protagonista era un “pirata”, ese personaje 
maléfico que surcaba los extensos océanos rodeado de secuaces, todos con 
figuras mutiladas o comportamientos grotescos que asechaban a navegantes 
mercantiles o aventureros. Por lo general el objetivo de estos individuos poco 
amigables consistía en hacerse por la fuerza, con violencia de tripulaciones y 
sus pertenencias, estos últimos consistentes en tesoros u otras piezas valiosas. 

La interceptación de expediciones, la captura y secuestro de personas 
eran los métodos aplicados para llevar a cabo sus fechorías al amparo de lo 
inhóspito de la alta mar. Estos relatos parecen como sacados de una novela 
fantasiosa, sin embargo, los relatos oficiales del pasado dan cuenta que fueron 
reales y bastante temidos. Quizá  el corsario que legó todo tipo de leyendas 
sobre su ferocidad fue Jeireddin, más conocido como Barbarroja; este líder de 
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los asaltos marítimos ha sido inspiración de grandes fantasías en las que se imita a 
un jefe robusto, con la voz ronca y espíritu impiadoso1. 

El apogeo de estos ladrones navegantes se dio entre los siglos XV y XVI2 , 
sin embargo, los antecedentes datan de milenios antes de aquellas centurias3.  Entre 
los siglos XVIII al XIX, el comercio de esclavos a través del Atlántico constituyó 
un punto de inflexión entre las costas involucradas, ya que comenzaron a traficar 
con personas capturadas como prisioneras de lo profundo del África para su 
comercialización a los grandes terratenientes de las colonias europeas asentadas 
en el nuevo continente. 

La explotación de aborígenes y familias negras que eran empleados como 
esclavos y siervos llevó a otra dimensión la práctica de la piratería. Con el tiempo 
ésta dejó de ser un atractivo para los grandes maleantes, ya que los intereses se 
asentaron en tierra firme en los campos de siembra de productos primarios como 
el algodón, el café, el cacao, el té y otros commodities. La mano de obra comenzó a 
ser valorada como objeto de comercio más preciado que los mismos tesoros, lo que 
dio apertura naturalmente – aparte del comercio lícito –un mercado paralelo en el 
que se traficó con vidas humanas1. El lucro indebido alcanzado con estos negocios 

1 Un relato real describe cómo este pirata suponía una amenaza que no encontraba obstáculos a sus acciones en ningún tipo 
de artilugio que se emprendiera para lograr sortear los asaltos. El Papa Julio II había enviado dos de sus más grandes galeras 
de guerra, poderosamente armadas, con la misión de escoltar un envío de valiosas mercancías de Génova a Civitavecchia. El 
buque que iba a la cabeza navegando varias millas delante y fuera de vista del otro, costeaba la isla de Elba cuando de pronto 
vio aparecer una galeota. No teniendo motivo para sospechas, prosiguió su ruta con toda tranquilidad. El capitán, Paolo Víc-
tor, en efecto, no tenía por qué temer la presencia de piratas en aquellos parajes; los corsarios berberiscos no habían visitado 
el Mar Tirreno desde hacía muchos años, y de cualquier modo no solían atacar sino barcos pequeños. Pero bruscamente, la 
galeota abordó, y el italiano vio que su puente hormigueaba de turbantes. Sin que se oyese un grito y aun antes que la galera 
tuviese tiempo 'para defenderse, una lluvia de flechas y otros proyectiles se abatió sobre el puente obstruido de mercancías, y 
algunos instantes más tarde los moros se lanzaban al abordaje, conducidos por un jefe rechoncho, distinguido por una barba 
de un rojo llameante. En un abrir y cerrar de ojos, la galera estaba capturada, y los sobrevivientes de la tripulación se veían 
empujados como ganado al fondo de la bodega.(Gosse, 2017)

2 No es de extrañar que la época de esplendor de estos navíos errantes se diera entre dichos siglos, ya que Europa estaba 
experimentando la fiebre de las expediciones de conquista y colonización del continente americano en toda su extensión. 
Sudamérica y el Caribe eran dominios bajo posesión de España y Portugal, en tanto que Norteamérica era territorio ocupado 
por los ingleses y franceses. 

3Los historiadores más versados opinan que la piratería es tan antigua como la humanidad misma. La proliferación de rutas 
marítimas en el Mediterráneo empleadas por las antiguas civilizaciones como Egipto, Grecia y Roma ya eran blanco de 
masivos bloqueos piratas, con el propósito de hacerse con sus embarcaciones, carga y prisioneros.  En varias ocasiones los 
combates de resistencia a estos asaltos terminaron en naufragios, con las mismas o peores consecuencias para los financistas 
y los comerciantes.      



47

La esencia del crimen organizado
Juan Pablo Rolón Ruiz Díaz -  pág. 41 - 57

ilegales comienza a tomar forma el germen de lo que hoy es conocido como “Trata”. 
A mediados del siglo XIX, el surgimiento de la revolución industrial significó 

avance sideral en el desarrollo y el progreso de toda la humanidad, constituyó el hito 
que marcó la separación del pasado eminentemente agrícola de un futuro basado 
en la producción de bienes en masa por medio del empleo de fuentes de energías 
como carbón, el agua y más adelante los hidrocarburos22.  El mercado se concentra 
en las ciudades, cuyos pobladores comienzan a experimentar el consumismo de 
todo tipo de productos derivados de distintas fuentes: cárnicos, embutidos, lácteos, 
medicinales, panificados, prendas, vehículos, entre otros. Junto con estos ejemplos 
la industria fomentó el desarrollo de la tecnología armamentística, vital en las dos 
guerras mundiales que azotaron a Europa en la centuria pasada. 

Corría la década de los veinte y cuando uno de los artículos más antiguos 
de producción y más demandados “el alcohol”, es objeto de censura legal en 
Norteamérica; la consecuencia se detalla muy gráficamente en el siguiente 
comentario: 

La Ley Seca fue una medida que fue aplicada en los Estados Unidos durante 
los años 20 y 30 del siglo XX. Consistía en la ilegalización de la fabricación, 
elaboración, transporte, importación, exportación y la venta de alcohol. En 1919 
se introdujo la Enmienda XVIII de la Constitución para prohibir el alcohol. Fue 
un fenómeno de estupidez colectiva considerar la prohibición como la panacea 
universal de todos los problemas sociales. La prohibición provocó un auge del 
crimen organizado. Se derogó en 1933.(Hinojosa & Marín, 2019). 
Esta política de Estado, en diez años, pretendió erradicar este mal del hábito 

social yankee, a cambio del surgimiento espontáneo de otro monstruo que llegó 
para quedarse: la mafia. Sí, nace el crimen organizado tal y cual se lo conoce 

1 Opina en coincidencia. …Sin embargo, Inglaterra encontró resistencia tanto de los países esclavistas que firmaron tratados 

incumplidos sistemáticamente con la anuencia y complicidad de sus gobiernos, como en los pueblos indígenas a quienes, fun-
damentalmente los británicos, habían enseñado a ejercer la trata como medio más rápido para la acumulación de mercaderías 
y tecnología occidentales...(García Cantús, 2008).

2Un interesante punto de vista al respecto ofrece la autora Aurora Bosh en su artículo titulado “los violentos años veinte: 
Gánsters, prohibición y cambios socio-políticos en el primer tercio del siglo XX en estados unidos”; dice: Entre 1820 y 1850 
la industrialización, el crecimiento de la población urbana, la inmigración masiva y la política de masas iban alejando a 
Estados Unidos de aquella república agraria igualitaria de los tiempos de la Revolución y la convertían en una sociedad más 

compleja y competitiva, más desigual, pero con mayores oportunidades. (Bosch, 2010, pág. 53)



48

Rev. jurid.	 Investigación en ciencias jurídicas y sociales 2019; 9  

hoy, como estructura vertical, con un liderazgo personalizado y por debajo líneas 
de ejecuciones de mandatos. Como se destaca en la cita más arriba transcripta, 
el alcance de esta legislación federal forzó una abstinencia alcohólica masiva de 
alcance nacional, razón por la cual el crimen se adueñó de las calles neoyorquinas, 
además de otros estados, en la que familias se disputaban la hegemonía del tráfico 
y comercialización ilícitos de bebidas alcohólicas. El término mafia fue importado 
por emigrantes italianos que desembarcaron en territorio americano y encontraron 
en esta oportunidad la excusa ideal para desplegar la práctica itálica de los grupos 
secretos basados en la lucha entre linajes a sangre fría y sin escrúpulo alguno. La 
versión norteamericana de este concepto fue denominada “gansterismo”. 

En la década de los setenta EEUU se enfrentaba con la URRSS la hegemonía 
política, ideológica, social y económica en el marco de un escenario global que, 
en varias oportunidades puso en vilo a la propia existencia humana: la guerra 
fría. El mapa geopolítico de la post segunda guerra mundial repartió a través de 
enfrentamientos directos, grandes porciones de territorios - con sus respectivas 
naciones – entre ejércitos que se disputaban el predominio de las democracias 
capitalistas y las dictaduras comunistas en todos los rincones del globo. Entre tanto, 
otras batallas se libraban en ámbitos distintos como ser: la publicidad, la radiofonía, 
la televisión, la cinematografía y la música. Estos últimos ejemplos iniciaron una 
nueva era jamás experimentada: la de la comunicación, la carrera armamentística 
y la espacial. 

Uno de esos campos en los que se desarrolló enfrentamientos bélicos 
fue Vietnam, entre los años 1955 a 1975. Veinte años en los que el ejército 
norteamericano sufrió bajas militares importantes1, lo que generó un reclamo social 
particular que aclamaba la paz mundial: la cultura hippie, movimiento juvenil con 
profunda inspiración artística y del espectáculo. No obstante, este fenómeno social 
de pacificación encontró como ingrediente de cohesión el consumo de estimulantes 
y alucinógenos como la marihuana y la cocaína. 

Como toda moda, no tardó en propagarse por todos los rincones del mundo, 
principalmente en Latinoamérica. ¿Consecuencia? La respuesta no es difícil de 
responderla con precisión: Los carteles del narcotráfico. 

 1Los vietnamitas enfrentados al ejército norteamericano tuvieron que innovar en la estrategia para hacer frente a uno de los 
ejércitos más poderosos del mundo, el método aplicado fue el de “guerra de guerrillas”, en que el enemigo no tenía un rostro 
visible y era imprevisible. Apoyados por la URRSS, eran provistos de armamentos de manera silenciosa, lo que permitió 
resistir tanto tiempo y con éxito. Entre tanto, del otro lado del continente, en las Antillas los países de América central y 
el Caribe imitaron esta práctica bélica auspiciados por el mismo comunismo soviético; fue abanderado de este alzamiento 
guerrillero Cuba bajo el liderazgo de Fidel Castro. 
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Poderosas organizaciones criminales se gestan en las entrañas de diferentes 
países sudamericanos como Colombia y México. Las agrupaciones ilícitas para 
delinquir así constituidas se asocian alrededor de la figura de un líder único, todo 
poderoso e impune, con influencia primero, local, luego nacional y finalmente 
internacional; la denominación que popularizó a este cabecilla fue el de “patrón”. 

De esta manera hemos arribado a nuestro tiempo, sin antes revisar los 
antecedentes inmediatos del objeto de análisis, los que arrojan como resultado lo 
que ya se había adelantado, es decir, la naturaleza indeterminada de este hecho 
punible. Sin embargo todos y cada uno de los ejemplos descriptos comparten una 
característica: la coparticipación de las conductas y responsabilidades entre: a) una 
autoridad, b) mandos intermedios, c) resguardo y d) ejecutores3 ; todos desempeñando 
sus funciones coordinadamente. Note el lector, cómo evolucionaron las asociaciones 
del surgimiento espo ntáneo (piratas), a lo mecánico (esclavitud, servidumbre y 
Trata de personas); luego como producto de improvisaciones políticas (mafia), de 
la polarización global (guerrillas) y finalmente producto de la contracultura social 
(narcotráfico). Los abonos que engendraron este anti sistema en diferentes épocas 
de la historia, dan la pauta que se está ante una criatura adaptable, acomodable 
y con la capacidad de reproducirse velozmente desde la clandestinidad hasta los 
sectores más vulnerables de la sociedad y apoderarse del reino del caos.

 ¿Filosofía? del crimen organizado
¿Acaso esta actividad ilícita está inspirada en alguna causa que la mueve 

hacia un determinado fin? ¿Tiene un pensamiento común? ¿Qué une de manera tan 

 3Concretando y para mantenernos dentro de la línea de nuestro estudio, se encuentran como atributos que brindan las bases 
para determinar en qué casos nos encontramos frente al fenómeno de criminalidad organizada, los siguientes: 1) implica una 
empresa de carácter permanente (perpetua en sí misma); 2) conformada de manera organizada con reglas y regulaciones 
internas y explícitas (si bien su estructura puede ser jerárquica o flexible, lo que no significa que no esté dirigida); 3) carece 
de objetivos ideológicos; 4) mantiene un número exclusivo de miembros; 5) posee un alto nivel de sofisticación y división de 
trabajo especializado; 6) su objetivo es la obtención de beneficios económicos a través de actividades ilícitas; 7) se vale del 
uso de la violencia así como de la corrupción de funcionarios públicos como medios para establecer un control sobre sus pro-
pios miembros y los mercados; 8) es monopolista, en cuanto se vale de diversos medios para reducir la competencia y acceder 
a los mercados sin ninguna restricción (vg. para obtener información acerca de controles de policía, conseguir contratos de 
obras públicas, etc.); 9) realiza actividades de obstrucción a la justicia mediante la amenaza o chantaje de víctimas, testigos, 
peritos y autoridades; y 10) realizan su actuar criminal desde un país para perjudicar a personas y sociedades en otros países 
(González y Buscaglía, 2003: 82-83 y Abadinsky, 2003: 2).
Párrafo extraído del artículo publicado por Luis Andrés Vélez Rodríguez, titulado “la lucha contra el crimen organizado como 

dilema para el estado de derecho. aproximación a una alternativa”, pág. 95, año 2008.
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fuerte a cada integrante de estas organizaciones? En definitiva, estas interrogantes 
intentan establecer si se está ante un evento con algún tipo de pensamiento individual 
o colectivo. 

Hablar de Filosofía es ingresar al terreno interno del ser humano, adentrarse 
en aquello que lo distingue de las demás criaturas mundanas; la intelectualidad. Se 
debe atender la configuración de la estructura, entonces ¿quién piensa?, ¿lo hace un 
solo sujeto o acaso éste razona conforme el conjunto de individuos que lo acompaña?

Tomemos un caso actual que generó caos, zozobra y calamidades en Europa 
y Medio Oriente: el ISIS. Esta agrupación catalogada como “terrorista”, por sus 
intervenciones, no solo beligerantes, sino también por instalar el horror extremista 
en países como Irak y Siria entre 2014 y 2017. También conocido como “Daesh” 
o “Estado Islámico” (EI, por sus siglas), fue una organización política, militar 
y religiosa. El arma reclutadora fue el discurso del autoproclamado “califa” del 
nuevo Estado: Al Bagdadi; quien llamó a la comunidad musulmana a la rebelión y 
obediencia con fin de recuperar los territorios del extinto imperio Otomano. 

La respuesta a esta convocatoria surtió efecto inmediato en Europa, en 
epicentros como Francia e Inglaterra, en los que se produjeron ataques a metrópolis 
y civiles por parte de “células terroristas” que reivindicaron los principios políticos 
y religiosos del líder. No escaparon de sus bestialidades naciones como España, 
Alemania, Bélgica y hasta la misma Norteamérica, que conocieron de atentados 
con explosivos, en su mayoría, ocultos tras las prendas de soldados suicidas que 
se auto inmolaban con la creencia firme de convertirse en mártires de la causa y la 
promesa que sus almas serían recompensadas en un paraíso reinado por Alá y el 
profeta Mahoma4. 

4Aquí cabe hacer una mención especial a las Cruzadas cristianas protagonizadas entre los siglos XI y XIII, organizadas y 
ejecutadas por medio de ejércitos fieles que partieron desde Europa hacia Tierra Santa con el objetivo de recuperarla del 
dominio de los musulmanes. “Los cruzados” como se denominó a aquellos voluntariamente alistados y que cometieron todo 
tipo de atrocidades “en nombre del Dios católico” fueron conquistando ciudades musulmanas, empoderados con la bandera 
ideológica de la guerra santa hasta conseguir la misión de reconquistar Jerusalén en el año 1099 y luego fundar un nuevo 
reinado hebreo. Desde entonces, todo aquél que emprendía la travesía de peregrinar hasta aquella capital del cristianismo lo 
hacía bajo el amparo de una orden de caballeros que popularizó su fama histórica con el título de los “Templarios” u Orden 
de los Pobres Compañeros de Cristo o del Templo de Salomón. Nótese, con este brevísimo repaso de los acontecimientos 
principales de aquella bárbara gesta, cómo un sector de la humanidad puede entregar lo más sagrado que posee (su vida) a una 
consigna, a una creencia con fuerte aditamento religioso; esto sin mencionar a la Inquisición o la  Época de las Indulgencias, 
que tuvieron como protagonista principal a la iglesia católica apostólica romana, con persecuciones, torturas, exilios o 
asesinatos contra los denominados “impíos” y “herejes”, opuestos a la filosofía religiosa medieval reinante basada en el 
teocentrismo puro, lo que devino finalmente en dos respuestas que fragmentaron a la cristiandad:  Este antecedente sirve para 
graficar cómo, en el pasado, organizaciones o instituciones “legitimaron” actos de lesa humanidad hacia quienes profesaban 
un credo diferente u osaban en cuestionar la interpretación de la cosmovisión del mundo medieval. Todo, reposado en ese 
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Sin entrar en más detalles sobre esta barbarie contemporánea, lo que aquí 
resulta oportuno revisar es qué y cómo logró alcanzar adeptos, no sólo en la creencia 
musulmana, pues, también captó simpatizantes de otros credos que se enrolaron 
voluntariamente para luchar por una causa sangrienta. Evidentemente, hubo y 
hay una carga ideológica enorme como para alcanzar la convicción e inclinación 
de personas hacia lo ilícito, se apela por medio de un mensaje radical claudicar 
conciencias que pierden la razón con el fanatismo. En este caso particular, lo 
religioso compromete directamente lo político, como estilo de vida, como filosofía 
de la realidad. 

En Sudamérica las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia), 
son otro ejemplo de captación paramilitar. Con un constante y contundente discurso 
armado, enraizado en los campos del comunismo chino, reivindicaron “derechos 
de la clase campesina explotada por la burguesía y el imperialismo”. Oculto en los 
montes cafeteros de Colombia desde la década de los sesenta, esta banda subversiva 
estableció alianzas con otra organización criminal, la del narcotráfico, con la que 
mantuvo un contubernio logístico y económico, a través del tráfico ilícito. 

No es raro escuchar a un “capo narco” tener actitudes solidarias con los menos 
favorecidos a quienes seduce con donativos. También en la realidad y la ficción el 
guión mafioso se escuda en mensajes pseudo religiosos, como dándole un ropaje 
divino a las actividades que tras las sombras realizan (En muchos casos logran 
igualmente la impunidad del colectivo social, que eleva al capo narco a la calidad 
de un mesiánico). Así es cómo en muchos casos los grupos criminales se debaten 
“entre el bien y el mal”. Cuando son capturados por las autoridades competentes 
para ser sometidos a investigación penal, la exposición mediática es aprovechada 
para instalar en el consciente colectivo la figura de “un perseguido político”; ya 
en prisión, operan desde el mismo interior de las penitenciarías donde se gestan 
“pandillas” (cunas del microtráfico). 

Los ejemplos pueden sumarse y profundizarse, no obstante, en este espacio 
no se puede abarcar como debiera esta dimensión de la problemática, ya que lo 
desborda. Sin duda en cada organización existe lo que se conoce como “misión” y 
“visión”, con las que se pretende definir un objetivo y una filosofía; ésta última es 
la inspiración de la primera, la que define cómo se pretende construir el camino o 
método en la práctica para hacer realidad los fines de la empresa. En el sub mundo de 

superado pensamiento que la tierra era el centro del universo y que los poderes políticos de los reinados absolutistas eran 
investidos por Dios, con la coronación de su representante terrenal: el Papa.  
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lo ilícito se siguen los mismos patrones, impregnando desde lo oscuro mentalidades 
débiles, inocentes, a las que se intenta hechizar con la “idea” de que lo prohibido es 
lo más cercano al éxito y el atajo más idóneo para alcanzar los objetivos materiales 
que ofrecen el lujo, la ostentación, la fama. Si estas realidades no son filosofías, 
pues entonces, no se tiene una lectura adecuada del fenómeno; el Estado combate 
con las fuerzas públicas −en el terreno– a los delincuentes y con políticas públicas 
(educación, sistemas de salud, fomentos del deporte y la cultura), frena el avance de 
la propaganda inmoral.

Toda conducta –Base de todo hecho punible− es producto de una decisión, 
ésta es tomada luego de una reflexión y así, en retrospectiva, necesariamente, se 
debe llegar hasta el origen que motiva a un hecho humano. Las normas jurídicas 
regulan eventos que involucran a personas en un determinado momento y para 
el futuro, esas reglas escritas y obligatorias no sólo van dirigidas a disciplinar 
comportamientos, también pretenden influir en las voluntades libres que, desde la 
sociedad oscilan entre lo permitido y lo prohibido; siempre en el medio. El lector 
letrado se preguntará ¿qué tiene que ver todo esto con el crimen organizado? ¿Cuál 
es la relación jurídica? La respuesta está en los art. 17, al 25; 28 al 34 y 65 al 68 y 
concordantes del Código Penal vigente en la República del Paraguay.

En contestación a las interrogantes hechas al inicio de este apartado, se puede 
deducir que en el crimen organizado existe una lógica que orquesta cada intervención 
y a sus participantes; el terrorismo, el tráfico ilícito, la trata de personas, la guerrilla, 
el narcotráfico, el lavado de dinero y muchos más, conviven en un plano distinto 
al real, desafiando hasta los mismos límites de las soberanías internacionales. 
Cada ejemplo construye su perversidad con un liderazgo ante el cual se aglutinan 
conciencias frágiles, dispuestas a obedecer mandamientos; ser brazos ejecutores de 
órdenes que bajan en línea recta, por diferentes jerarquías hasta llegar a la presa. 
Sí, toda conducta humana es propensa a imitar, adherir, a congeniar; el crimen 
organizado no es la excepción, cada pieza pensante suma y en términos globales 
actúa como un cuerpo, con ideales y reflexiones que constituyen el alma que se 
apodera malignamente un colectivo rebelde a un orden, transgresor de las normas, 
entregado a un fin corporativo que desprecia con su filosofía lo razonable. 

Calificación jurídica del crimen organizado
Al repasar los aspectos históricos y filosóficos del crimen organizado, se 

perfila el objetivo de la presente investigación; la meta se alcanza con la descripción 
legal del fenómeno. 
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La calificación jurídica es la definición de aquello que está prohibido o 
permitido; no existe un hecho punible que se califique como “crimen organizado”, 
pues lo que define tal concepto es una modalidad de comportamiento colectivo (una 
estructura) que se revela de diversas maneras penalmente relevantes.

Así, el Código Penal Paraguayo en sus arts. 129 (Trata de personas), 139 
(Proxenetismo), 142 (Invasión de inmueble ajeno), 192 (Lesión de Confianza), 193 
(Usura), 196 (lavado de dinero), 206 al 210 (Comercialización de medicamentos 
nocivos, Comercialización de medicamentos no autorizados, Comercialización de 
alimentos no autorizados, Comercialización y uso no autorizados de sustancias 
químicas y Comercialización de objetos peligrosos); tipifica las conductas punibles 
que podrían cometerse colectivamente. 

Esta cita no desestima otros hechos castigados penalmente y que son 
cometidos individualmente por miembros de organizaciones criminales - Nos 
referimos a homicidios (arts. 105 y 107), maltrato físico o lesión grave (arts. 110 y 
112), Privación de libertad (art. 124), Extrañamiento de personas (art. 125), secuestro 
(art. 126), Toma de rehenes (art.127), Abuso sexual en niños (art. 135), Violación de 
domicilio (art. 141), daño (art. 157), hurto agravado en banda (art. 165), Robo (art.) 
166; entre otros - Bilateral o multilateral, sea como parte del esquema delictual de 
la organización, sea con responsabilidad personal exclusiva.

Para entender qué significa el crimen organizado, se debe apelar a la legislación 
internacional (Bilateral o multilateral), incorporado a nuestro derecho positivo y por 
lo tanto vigente en el territorio paraguayo. Como punto de partida se invoca a la Ley 
n° 2298/031  que en artículo 2 dice:

 a) Por grupo delictivo organizado se entenderá un grupo estructurado de tres o 
más personas que exista durante un cierto tiempo y que actúe concertadamente 
con el propósito de cometer uno o más delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención con miras a obtener, directa o indirectamente, un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material… 
En virtud a esta legislación se aprobaron otras como la Ley n° 2.396/042 , 

Ley n° 3216/073  y Ley n° 3533/084 , no obstante contener criterios de actuación y 

 1que aprueba la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional.
  2Que aprueba el protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas especialmente mujeres y niños que 
complementa la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional.
  3Que aprueba el protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, 
que complementa la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional.
  4Que aprueba el protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la convención de las 
naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional
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colaboración entre Estados en la lucha contra determinados hechos punibles en los 
que estén afectados dos o más territorios. 

Igualmente, se puede reproducir la definición dada por otros autores, versados 
en la materia; al respecto se puede citar a Isidoro Blanco quien dice: 

El delincuente organizado es un empresario, y la organización actúa como 
una auténtica empresa criminal, que asume los modelos y estructuras propias del 
mundo de la industria y de los negocios. Se habla de la “industria del crimen”, de 
“empresas criminales” y, dado su carácter transnacional, de “multinacionales del 
crimen”; o lo expresado por Ramón Ochoa: 

…el crimen organizado está siempre relacionado con un mercado ilegal. Si 
bien la violencia es de suma importancia para obtener resultados económicos, no es 
imprescindible que la actividad que caracterice al grupo sea el uso de la violencia, 
la fuerza o la intimidación. Incluso en ocasiones basta con tener la reputación de 
violencia para intimidar a las bandas y a las autoridades. (Recalde Galván, 2013) . 

De este par de acepciones, se toma de la primera, el término empresa. Blanco 
presenta al crimen organizado como un emprendimiento con fines de lucro, es decir, 
como una Compañía privada que funciona idéntica a una legal; con instalaciones, 
maquinarias, personal, seguridad, logística, proveedores; flota de automóviles, 
aeronaves, buques (En algunos casos se ha llegado a capturar en flagrancia el tráfico 
de narcóticos ilegales, ¡hasta en submarinos!); en fin, el autor da la noción de todo 
un esquema montado para sostenerse todo el tiempo que dure en la clandestinidad 
o la impunidad. 

La segunda definición refiere a los casos en que el grupo humano recurre a la 
explotación de individuos como serían las empresas constituidas en negro en que 
se emplean a personas desprovistas de todo tipo de derechos laborales; para evadir 
impuestos o dedicadas al contrabando. Por citar ejemplos en los que la violencia no 
es la moneda de cambio o el eje central de organizaciones criminales.

Independientemente de la normativa aplicable, nótese que el objeto del presente 
estudio se presenta como un juego de puzle, que requiere de habilidad, inteligencia, 
paciencia y sabiduría para dar con cada pieza y con ella develar la imagen oculta, 
que puede reflejar varios paisajes ilícitos. La ley en este caso desempeña un rol 
fundamental como política anti criminal de Estado, que viene a contrarrestar estas 
actividades delictuales por medio de contrapesos institucionales administrativas y 
judiciales quienes interactúan en el proceso de investigación; porque no se debe 
olvidar que en los casos de Lavado de dinero, los actores principales devienen en 
poderosos magnates del mercado; multimillonarios amasadores de fortuna a través 



55

La esencia del crimen organizado
Juan Pablo Rolón Ruiz Díaz -  pág. 41 - 57

de un entramado corporativo multinacional que interviene, inclusive en muchos 
casos, en el régimen financiero o bancario con el ánimo de ocultar el origen ilícito 
de la fuente de riqueza.

Conclusión
Sobre el tema se abordó en demasía jurídicamente, mas, el trasfondo que 

subyace en el fondo es materia aún pendiente. Cuando se pretende combatir un 
mal debe estudiarse no sólo la cara visible de la llaga, también debe comprenderse 
su origen, revisar los antecedentes en general y particular; cada evento es único, 
si bien las similitudes siguen en pie, marcando presencia, dejando huellas. Con el 
paso del tiempo, la tecnología y las comunicaciones han venido a perfeccionar al 
crimen organizado, lo han potenciado al punto de proponer nuevos espacios en los 
que aventurarse (delitos informáticos), a través de actores diferentes a los que se 
dificulta ir tras sus pasos. 

En la República del Paraguay, la legislación penal es revisada permanentemente 
en lo que a crimen organizado se refiere y resulta necesaria la actualización 
constante, en vista a que se está ante un flagelo que cuando llegó, lo hizo para 
quedarse, no ofrece tregua alguna; al contrario, parece propagarse y multiplicarse. 
Esto nos debe llevar a una profunda reflexión: Se está cediendo terreno. Ahora, si 
se cuenta con las armas necesarias para hacer frente a este enemigo ¿qué es lo que 
debilita al Sistema?

No se trata de una debilidad institucional, es decir, de incapacidad de 
contestación o de reacción; no, las batallas se pierden por dos motivos fundamentales 
a saber: cuando la estrategia fue la incorrecta o cuando el “camarada” resultó ser 
un enemigo. El crimen organizado en el territorio paraguayo transcurre por un 
momento de retroceso, en el que el Estado con sus diversas instituciones políticas 
está redoblando sus esfuerzos en aquello que, resulta fácil pronunciarlo, pero en 
la práctica es más complejo de lo que se imagina: cumplir la ley. No es sencillo 
sacudirse de una mancha que penetró varios tejidos y que se mantuvo impune por 
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tanto tiempo, con la mirada cómplice de muchas autoridades; sin embargo, se debe 
reconocer que toda iniciativa importa un compromiso responsable. Las dos grandes 
bandas del narcotráfico transnacional como el PCC y el Comando Vermelho ya no 
tienen en frente a autoridades complacientes o aliadas, se está recuperando espacios 
que se pensaban perdidos; porciones de soberanía patria en los que “la ausencia 
del Estado” era palpable, hoy, están volviendo a controlarse, síntoma de que las 
instituciones públicas actúan como aliados sociales fundamentales. 

Entre ellas se encuentra el Ministerio Público, con funcionarios fiscales 
formados técnica y jurídicamente para ir a la vanguardia contra un adversario 
poderoso e implacable. Desde el año 2017 a la fecha, se han alcanzado varias victorias 
sonadas que exponen un cambio de mentalidad en las filas de un Poder Judicial 
fortalecido en la convicción de ser una herramienta de servicio a la ciudadanía; 
renombradas personalidades del escenario político centralizado y descentralizado 
van cayendo una por una, sospechadas de formar parte de varias organizaciones 
criminales; se debe reconocer que falta mucho aún, pues, no se venció la guerra. 

Estos logros aún no son visibilizados socialmente como deberían, en mayor 
parte porque el sistema penitenciario se ve colapsado estructuralmente por décadas 
de abandono, las celdas no dan abasto para alojar en su interior a compatriotas y 
extranjeros con dudosa reputación local e internacional; se recurre a expulsiones 
al extranjero o reclusiones en espacios no aptos para el cumplimiento de medidas 
prisión preventiva o condenas. Y aún mucho más. Se debe reconocer que desde la 
Fiscalía General del Estado se comienzan a dar señales positivas contra miembros 
sensibles del crimen organizado; la respuesta está en el hecho que la estructura 
fiscal en el presente está preparada y fortalecida no solamente en materia jurídica, 
sino también con técnicos que están reencausando el perfil institucional hacia el 
blanco certero: conocer la esencia del crimen organizado. 
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Articulo Original
Presencia y actuación del Primer Comando de la Capital (PCC)

Implicancias políticas y sociales⃰
Presence and actions of Primer Comando de la Capital (PCC).

Political and Social Implications
Primer Comando de la Capital (PCC) ñeime ha hembiapo.  Mba’éichapa 

opoko política ha social rehe.

Juan Alberto Martens Molas1 

INECIP-Universidad Nacional de Pilar/CONACYT 

Resumen
La emboscada y muerte de Jorge Rafaat, en junio de 2016, en un céntrico 

barrio de Pedro Juan Caballero, en horario y día laborales, y el asalto a Prosegur, 
diez meses después, en Ciudad del Este, evidenciaron la presencia y capacidad de 
actuación del Primer Comando de la Capital (PCC), en Paraguay. Desde entonces, 
los aparatos de seguridad del país prestaron mayor atención a la facción, aunque 
sin estrategias específicas. De nuevo, en junio de 2019, conmocionó al país con el 
asesinato de diez miembros de un grupo rival en la cárcel de San Pedro, cinco de 
ellos, decapitados. A partir de estos antecedentes, este artículo describe y analiza 
las acciones del PCC en Paraguay, y sus implicancias políticas y sociales, a través 
de distintas estrategias etnográficas. Los hallazgos indican que al menos desde el 
2010 tiene un Proyecto Paraguay, con el que busca aumentar el volumen de sus 
transacciones y ganancias. Al mismo tiempo, fue incrementando su presencia en 
las penitenciarías por medio de la adhesión y bautizo a nuevos miembros, sacando 
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provecho de los abusos y malas condiciones de reclusión que soportan los internos. 
De este modo, actualmente cuentan con integrantes en todas las cárceles masculinas 
y en algunas femeninas, desde donde dirigen sus negocios, e incluso, contribuyen al 
mantenimiento del orden interno de la prisión. La complejidad de su organización 
y estructura exigen que las intervenciones estatales tendientes a su desarticulación 
superen el abordaje estrictamente penal e incorpore enfoques criminológicos y 
sociales.

 
Palabras clave: Inseguridad, crimen organizado, PCC  

Abstract
	 Jorge Rafaat’s ambush and death, in June 2016, in the center of Pedro Juan 

Caballero city, in working day and time, and the Prosegur robbery, ten months after 
that event, in Ciudad del Este, highlighted the presence and performance capability 
of the PCC in Paraguay. Ever since then, the national security structure paid more 
attention to the criminal faction, nevertheless without specific strategies. Then, in 
June 2019, the assassination of ten members of a rival group in the penitentiary of San 
Pedro, shocked the country; five of them were beheaded. Against this background, 
the present study describes and analyses the PCC’s actions in Paraguay, together 
with their political and social implication, through diverse ethnographic strategies. 
The findings indicate that the criminal group runs since at least 2010 a sort of 
Project Paraguay, that seeks to enhance its transactions and profits volume. At the 
same time, the criminal organization increased its presence in prison facilities by 
recruiting new members, after taking advantage of the abuses and bad imprisonment 
conditions. In this way, the criminal organization currently count with members in 
every male prison and in some female prisons, from which they run their illegal 
business, and even contribute to the maintenance of the prison’s domestic order. The 
organization’s complexity and structure demand public intervention with a social 
and criminological approach, rather than just penal. 

Key words: Insecurity, organized crime, PCC

Ñemombyky
Upe junio 2016pe ojeity ñuhãme ha ojejuka Jorge Rafaat, peteĩ barrio opytáva 

Pedro Juan Caballero mbytetépe, peteĩ ára ha hora oñemba’apoha jave, ha upéi 
Prosegur ojeasalta, 10 jasyho haguépe, Ciudad del Este-pe, upérõ ojechauka ha 
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oñeñanduka mbarete pe Primer Comando Capital (PCC) ko Paraguáipe. Upete guive 
umi seguridakuéra ñangarekoha ko tetãmegua ojesareko ambue ko atýre, ndoikuaái 
ramo jepe mba’éichaitépa. Ipyahuetéva oiko jey upe junio 2019pe, heta oñerombyasy 
kuri 10 tapicha ojejuka ndaha’éi haguére  ijaty peguakuéra, oikóva San Pedro pegua 
cárcelpe, umíva apytégui 5 oakã’oite voi. Ko’ã mba’e oiko va’ekuére ojehai ko 
kuatiañe’ẽ, omombe’úvo ha ohesa’ỹijo opaite mba’e ojapóva PCC Paraguáipe, ha 
mba’épa oguerukuaa hapykuéri política ha social ryepýpe opaichagua estrategia 
etnográfica rupive. Ojejuhu upe 2010 rupi guive oguerekoha hikuái peteĩ Proyecto 
Paraguay, ha péva rupive omongakuaa tuichave ijehekakuéra ha avei imba’erepy. Upe 
jave, hetahetave hikuái penitenciaría kuérape, oporomongarai voi umi oike ramóvape, 
oaprovecha hikuái hapicha jehasa asy vai heta tapicha oikóva ñembotypýpe. Kóva 
rupive, ko’ãgaramo guarã oguerekóma hikuái heseguakuéra oĩvéva cárcel-pe kuimba’e 
ha oĩma avei kuñáva, upete guive omongu’epa hikuái  ijehekakuéra, ha sapy’ante katu 
omoirũ voi hikuái oĩ haguã orden cárcel ryepýpe. Hasyeterei rupi hesakã porãmba haguã 
mba’éichapa ijoaju ha iñemohenda kuéra tekotevẽterei estado ojesareko hesekuéra ikatu 
haguã omosarambi ha omokangy ichupekuéra, anivéma ohechánte ichupekuéra penal 
guivénte, tojehecháma katu ichupekuéra enfoque criminológio ha social javeve. 

Ñe’ẽ tee: Kyhyjépe jeiko, crimen organizado, PCC

Introducción
El impacto del crimen organizado en las dinámicas delictivas locales y 

regionales, así como en las relaciones políticas y sociales de las comunidades y países; 
y la adopción de distintas medidas administrativas y legislativas con la intención de 
frenar su avance han sido temas recurrentes en la narrativa gubernamental paraguaya 
de los últimos años. Sin embargo, no existe una identificación, ni descripción 
precisas de los grupos que operan, los rubros que explotan, ni la determinación 
de los daños económicos, políticos y sociales que generan, por lo que las distintas 
medidas que se vienen adoptando no tienen una base empírica sólida y sus efectos 
no podrán ser medidos, ni cuantificados. 

A la par, algunos grupos criminales han ido demostrando su capacidad 
de acción y poder bélico realizando impunemente acciones que ha implicado la 
paralización de ciudades, capitales departamentales, inmovilizado o tomado toda 
una unidad policial, dejando al descubierto que las políticas anunciadas para 
controlarlos no les impide la concreción de sus objetivos. El Primer Comando de la 
Capital (PCC) sería uno de los más importantes. 
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 El PCC se presentó al país el 15 de junio de 2016, con la ejecución de Jorge 
Rafaat Toumani, un capomafioso de frontera (ABC Color, 2016), que conforme a 
los informes de los organismos de seguridad, ejercía un monopolio de los negocios 
ilegales en Pedro Juan Caballero, una zona y ruta estratégicas para el ingreso de 
la marihuana, cocaína, cigarrillos, y otros productos al mercado brasileño. Rafaat 
cobraba una especie de impuesto, que rondaba el 5% del valor de la mercadería, a 
todos quienes operaban en la plaza comercial por él controlada, e incluso tenía la 
capacidad de vetar el ingreso de personas o mercancías. Llegó a prohibir la venta de 
cubiertas para automóviles, uno de sus rubros legales. 

En un operativo grande y caro, según el entonces intendente de la ciudad, 
José Carlos Acevedo (Acevedo, 2016), Rafaat fue emboscado un miércoles a las 
18:44, en la intersección de las calles Tte. Herrero y Elisa Lynch, frente al mercado 
municipal y en la esquina de un centro educativo. Su convoy de seguridad que 
incluía cuatro camionetas no pudo evitar su ejecución con un fusil 50, montado 
en una Toyota Fortuner, a pesar de movilizarse en una camioneta Hummer 250 
blindada en fábrica. Recibió al menos 120 disparos. Sus guardias no tardaron en 
abandonarlo tras el inicio de la balacera. A pesar de la hora y el lugar, no hubo 
víctimas fatales fuera de los atacados. 

Este atentado acaparó la atención pública por varios días y generó críticas a la 
política de seguridad. Enseguida se difundió que la muerte de Rafaat fue una acción 
conjunta entre varias facciones criminales locales e internacionales, como el PCC, 
el Comando Vermelho y Jarvis Jimenes Pavâo, entonces detenido en la Agrupación 
Especializada de la Policía Nacional (ABC Color, 2016) (Feltran, 2018). También 
demostró que “el crimen organizado tiene más poder de fuego y estructura que la 
propia Policía Nacional” (González, 2016), lamentó el entonces gobernador Pedro 
González. 

Diez meses después, en un atraco de película (Rivas Molina, 2017), al menos 
50 personas tomaron durante unos 30 minutos la segunda ciudad más importante del 
país, la fronteriza Ciudad del Este, y explotaron la bóveda de la empresa Prosegur, 
robando millones de dólares. “La dimensión del ataque alertó al otro lado de la 
frontera paraguaya. La Policía Federal de Brasil desplegó patrullas por tierra y una 
embarcación armadas por el Río Paraná, para evitar que los ladrones escapasen 
por agua, además de dos helicópteros. El gobierno argentino, en tanto, anunció 
un refuerzo de la frontera y ofreció ayuda policial” (Rivas Molina, 2017). Ningún 
involucrado fue detenido en territorio paraguayo, sino días después en Brasil. De 
nuevo, las autoridades policiales que debían intervenir se declararon incapaces de 
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enfrentar al crimen organizado y aguardaron que acabe atraco para reaccionar. 
En octubre de 2018, algunos de los que participaron del atraco a Prosegur en 

Ciudad del Este fueron condenados en Brasil hasta a 20 años de penitenciaría como 
partes del PCC por la justicia brasileña (RDN, 2018).

En 2019, el PCC volvió a acaparar la atención con otros dos acontecimientos. 
Un motín en la Penitenciaría Regional de San Pedro, donde asesinaron a 10 internos 
de una facción rival, cinco de ellos decapitados, tres calcinados y los demás heridos 
mortalmente con armas blancas y de fuego, el 15 de junio; y unos días más tarde, 
el 7 de julio, el robo de la bóveda del Banco Visión, para lo cual dinamitaron las 
instalaciones del mismo. Previamente, un grupo había inmovilizado a los policías 
rodeando y disparando armas de grueso calibre contra la Comisaría local. Las 
autoridades policiales y el mismo ministro del interior negaron la participación del 
PCC en la acción, pero tuvieron que reconocer unos días más tarde. Las características 
y modos de realización de ataque coincidían con las del grupo paulista. 

Teniendo en cuenta estos antecedentes, este artículo tiene como objetivo 
caracterizar al Primer Comando de la Capital (PCC), describir su actuación y 
presencia en Paraguay, así como los impactos económicos, sociales y políticos que 
está generando en distintos niveles, a partir de distintas fuentes de información, 
aunque se ha priorizado la utilización de datos primarios buscando disminuir las 
incertidumbres e imprecisiones que implican los estudios criminológicos (Downes 
& Rock, 2012).

Delincuencia organizada transnacional 
En la literatura criminológica, según el énfasis de abordaje, es variada la 

denominación que reciben los grupos armados cuyo fin principal es el lucro, aunque 
para el derecho penal se encuadran en los términos de la Convención de Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, convertida en ley nacional 
Nº 2298, de 25 de noviembre de 2003, por la cual se aprobó este instrumento. 

De este modo, se considera grupo delictivo organizado a un “grupo 
estructurado de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o 
indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material” (Art. 2, 
inc. 1, Ley Nº 2298, de 25 de noviembre de 2003). 

Conforme a esta legislación, la transnacionalidad guarda relación con la 
ocurrencia de uno de los siguientes cuatro supuestos, es decir, 1) que se cometa en 
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más de un estado; 2) se comete dentro de un solo estado, pero una parte substancial 
de su preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro estado; 3) 
se comete dentro de un solo estado, pero entraña la participación de un grupo 
delictivo organizado que realiza actividades  delictivas en más de un Estado; o  d) 
se comete en un solo estado, pero tiene efectos sustanciales en otro Estado.

En principio, este artículo toma la definición convencional para analizar 
las actividades del PCC ya que es el utilizado por los estados para la subsunción 
de sus actos. Adicionalmente, se busca discutir la suficiencia del mismo para 
encuadrar cada una de sus facetas, ya que algunos autores sostienen que “es un 
movimiento que apareció en el interior de las cárceles paulistas en los inicios de los 
años 90…” (Biondi, 2018), y que “las teorías del crimen organizado reconocidas 
en las universidades y academias de policías hasta el momento son insuficientes, 
para no decir equivocadas, para captar los modos de funcionamiento de la facción” 
(Feltrán, 2018). 

Metodología
Ciertamente, al tener esta investigación como objeto de estudio a un grupo 

secreto (Feltran, 2018), con el lucro como una de sus principales finalidades, 
a través de la comisión de delitos y crímenes (Christino & Tognolli, 2017), los 
desafíos metodológicos para el acceso a fuentes de información primarias se 
superaron gracias a los más de 15 años de trabajo ininterrumpido en el sistema 
penal y penitenciario paraguayo, con actividades de docencia, investigación y 
litigios estratégicos. 

 De este modo, para el acceso a la información se utilizaron estrategias 
etnográficas, principalmente la observación participante y las entrevistas, lo que 
permitió el empleo de los cinco sentidos para la descripción de las situaciones 
experimentadas por el investigador (Kawulich, 2005). La primera permitió acceder 
a las “prácticas o “el hacer” que los agentes sociales despliegan en los “escenarios 
naturales” en que acontecen, en las situaciones ordinarias en que no son objeto de 
atención o reflexión por parte de estos agentes”; en tanto que con las entrevistas se 
captaron “el decir” de los agentes sobre sus prácticas (Josiles, 2018: 126). 

Las observaciones y trabajos de campo se realizaron en distintos escenarios 
institucionales y sociales, en Concepción, Horqueta, Yby Ya’u, Santa Rosa 
del Aguaray, Lima, Pedro Juan Caballero, Ciudad del Este, Saltos del Guairá, 
Encarnación, San Pedro, Santaní y Asunción, tales como en penitenciarías, ómnibus, 
bares, calles, sedes fiscales y judiciales, zonas de cultivos y comercialización 
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de productos ilícitos, que implicaron el desarrollo de miradas activas, memorias 
cada vez mejores, entrevistas informales, notas de campo detallados, y sobre todo, 
paciencia (DeWalt & DeWalt, 2002).

A julio de 2019 fueron registradas 44 entrevistas a distintos actores de 
entre los cuales, 13 son presos o ex presos, algunos miembros o ex miembros del 
PCC; 5 directores de penitenciarías; 10 policías de inteligencia o investigación de 
delitos; 5 abogados; 5 periodistas; 6 fiscales y/o magistrados. Por criterio ético y 
de seguridad el cuaderno de campo solo registró a los entrevistados de manera 
genérica identificando su función y/o estatus, lugar en caso que no permita su 
individualización, y fecha de la entrevista, de acuerdo al siguiente patrón: Preso 
I, Concepción, 23 de febrero de 2019; Abogado II, Yby Ya’u, 14 de enero de 2019; 
Juez V, Pedro Juan Caballero, 1 de febrero de 2019. La publicación o difusión de 
cualquier información recogida se realiza seis meses después del registro. Un dato 
fue dado por cierto e incluido en la investigación tras la confirmación de dos fuentes 
inconexas. 

Al igual que otras investigaciones realizadas sobre grupos armados como el 
Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP), “se consideró inaplicable, en algunos casos, 
por los riesgos que conllevaría, el consentimiento informado, tal como exigen 
algunas recomendaciones éticas de la etnografía tradicional, aunque determinados 
informantes claves conocían detalladamente los alcances del trabajo” (Martens, 2017: 
46). Sin embargo, en todos los casos se guardaron los cuidados éticos necesarios 
para evitar posturas que podrían ser consideradas propias de un “etnógrafo asaltante 
o etnógrafo indiferente” (Restrepo, 2015).

La complejidad del tema de estudio de esta investigación, un grupo que tiene 
entre sus objetivos la comisión de delitos y crímenes, algunos de los cuales incluyen 
la utilización de la violencia expresiva, a la vez que determina las estrategias 
metodológicas aptas para el acceso y registro de los datos primarios, la distancia 
de determinadas cuestiones de la etnografía tradicional, y exige por parte de los 
investigadores la construcción de saberes y técnicas metodológicas apropiadas para 
garantizar seguridad a los involucrados en el procesos de investigación, en el que 
están  presentes “profundos dilemas, tanto morales como éticos”, en cuya resolución 
primaron lo situacional (Rodgers, 2004).   

Las experiencias de otros etnógrafos, que desarrollaron sus trabajos en 
contextos y temáticas similares contribuyeron a resolver estas cuestiones, tal 
como el desarrollado por Espinosa (2009), en Colombia, en un territorio ocupado 
por varios grupos armados, en donde explica que durante sus visitas de campo y 
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recorridos no compartió con todos los actores su investigación, ni su condición de 
tal, explicando que “las condiciones de mi trabajo implican el desarrollo de este bajo 
un escenario de guerra, por lo tanto máxima prudencia ha de observarse. Suficiente 
con presentarme ante el ejército y la guerrilla como alguien que visita a amigos. 
Eso sí, algunas personas y familias, sabían de mis propósitos en La Macarena” 
(Espinosa, 2009). 

En similar sentido, en muchas de las visitas de campo realizadas en esta 
pesquisa, sólo escasas personas conocían la finalidad investigativa, y para las 
demás, si fuese necesario, se explicaba la presencia como visita a amigos, a colegas 
o con fines académicos, sin entrar en mayores detalles, aunque ciertamente siempre 
existía la conciencia que la visita de un extraño llama la atención, y que los canales 
de comunicación existentes entre los distintos actores locales pueden exponer 
la actividad indagadora. Por eso, se dejaba claro, y se repetía a cada uno de los 
entrevistados, las diferencias y alcances de una investigación académica, que está 
interesado en las dinámicas delictivas, las percepciones sobre ellas, sus narrativas, 
y no en las responsabilidades personales, así como la carencia de un juicio de valor 
sobre las distintas actividades.

Hallazgos y discusión 
Es probable que el Primer Comando de la Capital (PCC) sea el mayor grupo 

armado ilegal o criminal que opera en Paraguay, por la cantidad de personas, 
infraestructura, capital y armas que moviliza, y así como el volumen de dinero 
que genera las actividades en las que está involucrado. El PCC es una compleja 
estructura criminal paulista, nacida a principios de los años 90, en una penitenciaría 
estatal del interior del estado, diseminado actualmente en presidios de los 27 estados 
del Brasil, algunas bajo su control, imponiendo sus reglas tanto fuera como dentro 
de los muros, que tiene como uno de sus principales objetivos “el progreso material 
de sus miembros, a través del crimen” (Feltrán, 2018, p. 81), bajo el lema de paz, 
justicia, libertad, igualdad y unión, entre los criminales, porque la guerra es contra 
el sistema estatal (Biondi, 2018; Dias y Paes, 2018; Feltrán, 2018). 

Sin embargo, “no se puede afirmar con precisión la fecha y las circunstancias 
de surgimiento del PCC”, ya que “recogí diferentes versiones sobre su fundación: 
que habría ocurrido en 1989, en Araraquara; que se originó de otros grupos de 
presos llamados Serpiente Negra o Guerreros de David; o que su origen se dio en 
un partido de fútbol” (Biondi, 2018, p. 85). De todos modos, el establecimiento de 
su fecha de fundación, el 31 de agosto de 1993, durante un juego de fútbol entre el 
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Comando Caipira (Campesino) y el Primer Comando de la Capital, en el Anexo de 
la Casa de Custodia y Tratamiento Taubaté, se habría difundido tras la publicación, 
en 2004, del libro Cobras y Lagartos de Jozino (Biondi, 2018).

Según estimaciones del Ministerio Público brasileño, en 2018, el PCC tendría 
más de 30 mil integrantes bautizados en todos los estados de la Federación; y al 
menos otros dos millones de hombres, mujeres, adolescentes, bautizados o no, 
son funcionarios de bajo escalón de los mercados ilegales en el Brasil y están 
involucrados con el Comando en los barrios populares, calles y favelas de todo 
el país (Feltrán, 2018, p. 17; 91), aunque sea difícil confirmar estos datos porque 
pueden existir presos citados en las acusaciones que no sean hermanos, y otros que 
no aparecen (Feltrán, 2018, p. 91). 

Nació y se fortaleció en los presidios con un discurso de reivindicación 
de derechos de los presos por las malas condiciones de cumplimiento; pronto 
extendió sus dominios en los barrios de donde provienen o habitan sus miembros, 
las quebradas, y en los países de producción de la principal materia prima de su 
negocio: la cocaína y la marihuana, principalmente, Paraguay y Bolivia. 

A pesar de las constantes detenciones de miembros y líderes del PCC, aislamientos, 
traslados, e incomunicación de los que ya están en prisión, desbaratamientos de sus 
planes criminales, intersección de llamadas y cargas, el Partido del Crimen crece en 
influencia y miembros. A 25 años de nacimiento tiene al menos 30 mil bautizados, y 
moviliza a otras dos millones de personas (Feltran, 2018).

Cuando en 2001, las autoridades paulistas habían manifestado que acabaron 
con la banda, traslado y aislado a sus principales líderes, realizaron el mayor motín 
de la historia brasilera, movilizando a unos 18 mil presos, y manteniendo de rehén a 
más de 10 mil personas, sin que ninguna sufra lesiones. Ese día fue la fecha en que 
el PCC se presentó a la sociedad brasileña, “con un mega motín en 29 presidios, en 
19 ciudades del Estado de San Pablo, siendo la mayor rebelión de la historia del país. 
Conectados por una red de teléfonos celulares, precisaron solo treinta minutos para 
asumir el control de la situación” (Jelin, 2016).

Una de las claves de este crecimiento y poder es su forma descentralizada de 
organización, donde no existe un liderazgo vertical imponiendo reglas, ni dictando 
órdenes, sino que las decisiones son tomadas de manera consensuada, debatida en 
las distintas sintonías o células. La sintonía es la forma de organización de la facción, 
donde cada una de ellas actúan de manera interdependiente, pero autónoma, en 
relación unas con otras, y roles bien específicos. Las responsabilizadas se ejercen 
en ellas por reconocimiento de los hermanos, y para estar al servicio del Comando. 
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Precisamente, para Feltrán (2018) uno de los motivos del fracaso de la lucha contra 
el PCC es verlo como una organización jerárquica, de tipo militar, cuando es de tipo 
fraternal, igualitaria, y de sociedad secreta (Biondi, 2018; Feltrán, 2018). 

Entre las distintas sintonías que existen, la Sintonía General Final es la de 
mayor responsabilidad, que cuida de los asuntos vedados a la de los Estados y Países. 
Existe una Sintonía de los Estados y Países, que se encarga de los asuntos fuera de 
San Pablo y Brasil. En el Estado de San Pablo existen sintonías por zonas, como las 
del Este, Centro, Sur, y Norte. Otras sintonías son: del Sistema, encargada de los 
asuntos de las cárceles; del Progreso, que maneja los asuntos financieros, recauda 
dinero, y organiza actividades para tal efecto; de las Corbatas, que provee asistencia 
jurídica a las hermanos; Restricta, encargado de la inteligencia para el PCC; de la 
Calle, que administra los territorios donde está presente el PCC; de Catastro, que 
lleva el registro de los bautizados, excluidos; del comercio de marihuana, del 100% 
(cocaína), de las bocas de fumo (lugares de distribución), entre otras (Dias y Paes, 
2018; Feltrán, 2018)

Debido a esta complejidad, Feltrán (2018) sostiene que no vale la pena intentar 
determinar cuál es el organigrama más preciso de la facción, ya que no se trata de 
una estructura de mando, como los organigramas suponen. Tal como ocurre en 
las sociedades secretas tradicionales, como la mazonería, un hermano del PCC, 
recién bautizado, sólo tendrá acceso a informaciones necesarias para su posición y 
responsabilidad (Feltrán, 2018).  

El PCC en Paraguay
Al menos desde 2008, el PCC tenía la intención de fortalecer su presencia en 

Paraguay para disminuir los costos de las drogas que venden en Brasil, eliminando 
la ganancia de los intermediarios. Pero no fue sino hasta 2010, que a través de un 
salve de fortalecimiento1 , anunció a sus miembros el Proyecto Paraguay, que tiene 
como objetivo ampliar su presencia en el país (Dias & Paes, 2018, p. 46). Seis años 
después, “el PCC es el nuevo rey de la frontera” (Christino & Tognolli, 2017, p. 236). 
Ciertamente, conforme a los hallazgos de esta investigación, el PCC controla gran 
parte de los negocios en los territorios que estaban bajo dominio de Rafaat, desde 
dentro y fuera de la prisión. 

1 Las salves son comunicaciones oficiales en las que se imparten órdenes o recomendaciones, provenientes de los líderes, que 
todo miembro está obligado a cumplir o contribuir a su logro.	
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El salve tenía como propósito “concientizar a todos para la conquista de la 
paz, justicia, libertad e igualdad, pues todos están en territorio hostil, y precisan 
de bastante seriedad, responsabilidad y dedicación en la lucha contra las injusticias 
y las opresiones, que el objetivo no es ser dueño de la frontera y de las demás 
regiones del país, ni tampoco el poder absoluto, es, sin embargo, dentro lo que es 
cierto, correcto y justo, conquistar, y espera que el derramamiento de sangre se 
acabe” (Dias & Paes, 2018, p. 46).

De esta manera, el PCC pasaría a tener presencia institucional en el país, ya 
que una de las particularidades de la organización es que sus miembros pueden 
actuar por cuenta propia, pero también como órganos o representantes del Partido 
del Crimen o de la Familia, otras denominaciones que recibe el PCC. 

La decisión se adoptó tras una auditoría a la gestión de Capilo, Antonio Carlos 
Caballero, que por lo menos desde 2008 actuaba como proveedor de armas, cocaína y 
marihuana del PCC. Si bien fue bautizado y durante mucho tiempo se presentó como 
embajador del PCC en Paraguay, no tenía la confianza de la cúpula, ya que existía 
sospecha que utilizada al Partido para lucrar, más allá de lo permitido. Finalmente 
se comprobaron estas dudas, fue juzgado y expulsado de la organización, en 2011 
(Dias & Paes, 2018).

Es así que, entre 2014 y 2015, el PCC intensificó su presencia en territorio 
paraguayo, sobre todo en las ciudades próximas a la frontera con Brasil, aunque su 
sede principal es Pedro Juan Caballero. Para el efecto, la misma Sintonía General 
Final comisionó a importantes hombres del mundo del crimen paulista para 
fortalecer su presencia en Paraguay.

 La presencia de estos representantes es conocida en Pedro Juan Caballero, 
tanto por autoridades del sistema judicial, policial, como por comunicadores. Sin 
embargo, no se habla públicamente de los mismos. Aún en las entrevistas, bajaban 
la voz cuando se referían a algunas de estas personas, siempre refiriéndose a las 
mismas por sus apodos o expresiones eufemísticas como −esa gente−, como si 
el pronunciar sus nombres les pondría en peligro. Otro de los recursos utilizado 
por los entrevistados era sostener que todo el mundo los conoce, que ni hace falta 
nombrarlos. 

En 2018, el PCC ya estaba operando desde Asunción. Varios testimonios 
recogidos para esta investigación confirman que cumplió con su objetivo inicial 
de eliminar a los intermediarios en la producción de la marihuana, tratando 
directamente con los productores, o financiando cultivos en Canindeyú, y Amambay, 
principalmente, y la franja del Departamento de San Pedro que linda con estos, 
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especialmente, los distritos de General Resquín, San Vicente, y Nueva Germania.  
Una persona que trabajó para ellos, y era tratado como primo por sus 

integrantes manifestó:  
A ellos no les gusta la vida del campo… no les gusta estar en la zona de 

producción. Entonces tienen a un letradito con ellos, es alguien que conoce la zona, 
que conoce a los policías, que tiene contacto en la zona, y con ese coordinan todo… 
Ese letradito trabaja para ellos. Ellos se instalan en los centros urbanos más cercanos 
a la zona de producción... 

Con relación a la reducción de los costos de producción, otro testimonio indica 
lo siguiente: 

Es mucho lo que se ahorra cuando ya se financia desde la producción. El 
esquema es el siguiente. El patrón te dice, necesito 10 mil kilos para esta temporada. 
Entonces ya te vas junto al productor, organizás el cultivo y le financiás todo durante 
ese tiempo. Le tenés que mantener al productor. Cuando está la cosecha, retirás tu 
parte y le pagas a 50 mil guaraníes el kilo (unos 9 USD), por decirte. Sin embargo, 
si vas a comprar en la frontera ya te sale a 150 o a 200 mil guaraníes (entre 25 y 35 
USD). Es mucha la diferencia.

Están ya en todas las cárceles
El origen del PCC está en el sistema penitenciario (Amorim, 2018; Biondi, 

2018; Feltran, 2018; Dias & Paes, 2018) y es actualmente uno de los principales 
escenarios de la gestión de sus negocios, por lo que el control de determinados 
espacios dentro de las cárceles, sino de toda la unidad, y/o la ascendencia sobre otros 
internos, funcionarios y autoridades es central para la realización de sus propósitos. 

Las malas condiciones penitenciarias, tanto al tiempo de su surgimiento en 
el contexto brasileño, como actualmente en las cárceles paraguayas, donde van 
adquiriendo cada vez más poder, es fundamental para dar sustento y contenido a 
sus discursos para la adhesión de nuevos miembros, ya que reivindican derechos 
fundamentales de los internos. 

De este modo, los abusos físicos y psicológicos por parte de los funcionarios 
de prisiones; las carencias en infraestructura, formación y cantidad de recursos 
humanos; la violencia entre internos; la corrupción institucionalizada y 
normalizada; la falta de alimentos de calidad, medicamentos, artículos de limpieza, 
colchones, ropas de cama, y otras deficiencias institucionales son aprovechadas 
por el “Comando, Crime, Partido, Quince o Familia” (Biondi, 2018, p. 30) para ir 
adquiriendo poder con la suma de nuevos simpatizantes o miembros. 



71

Presencia y actuación del Primer Comando de la Capital (PCC) - Implicancias políticas y sociales
Juan Alberto Martens Molas -  pág. 59-75 

En este momento están en todas las cárceles. Sólo en Esperanza lo que no están. 
No son muchos. Sabemos casi todo quienes son. Los asalta cajeros ya están 
todo bautizados. Ellos buscan a gente que hace tiempo ya está en el sistema 
penitenciario, los reincidentes. Los que están por robo agravado; por tráfico… y 
les bautiza” . “Yo no soy bandido, por eso no me bauticé… muchos anduvieron 
detrás de mí, pero no quise. Vos sabés que si entrás ya no podés salir. 
Tal como afirma el director de una penitenciaría, utilizado como título de este 

apartado y transcripto en el párrafo anterior, actualmente, el PCC está presente en 
prácticamente todas las penitenciarías masculinas del país e incorporó en estos años 
a varios paraguayos. Un registro de la Policía Nacional al que se tuvo acceso cifra 
en poco más de 250 el número de bautizados en el sistema penitenciario nacional. 
También existen algunas mujeres, pero no serían más de 20, distribuidas en al 
menos cinco penitenciarías.  

En algunas penitenciarías, el PCC participa del cogobierno de distintas 
maneras. El relato de un director da cuenta de una de las formas: 

Cuando tengo problemas con algunos de sus miembros, yo hablo directamente 
con el padrino y él se encarga de poner orden. Muchas veces, los paraguayos intentan 
abusar de que son PCC y arman quilombo… en esos casos hablo directamente con 
el jefe y se tranquiliza todo…

También se registró la contribución de miembros del PCC a economía 
Penitenciaría a través de la compra de víveres para los demás internos.  

Producción, transporte y distribución 
La presencia efectiva del PCC, tanto como persona jurídica, como a través 

de la actuación individual de sus miembros, en las principales zonas de producción 
de la marihuana como Amambay, San Pedro y Canindeyú, y la utilización del 
territorio paraguayo para la coordinación del ingreso de armas; así como para el 
de la cocaína proveniente de la zona andina y Colombia, y su posterior ingreso al 
Brasil, da cuenta que opera activamente en toda la cadena de producción y venta.  

De esta manera logró disminuir el costo de su producto en los centros de 

 1que aprueba la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional.
  2Que aprueba el protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas especialmente mujeres y niños que 
complementa la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional.
  3Que aprueba el protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, 
que complementa la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional.
  4Que aprueba el protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la convención de las 
naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional
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consumo brasileros, y genera más renta en las ventas a los mercados extra americanos, 
obteniendo ventajas con relación a los demás distribuidores y vendedores, ya que, 
entre otras cosas, debido al tamaño del mercado brasileño, no monopolizan la venta 
de drogas. 

Si bien existen quienes sostienen que tienen el monopolio de la venta de drogas 
en San Pablo, Feltran (2018) no comparte esta hipótesis, ya que documentó que el 
tráfico dirigido a las clases medias y élites no están reguladas por la facción. En las 
periferias existen puntos de ventas que no están operados por hermanos bautizados. 
El mercado es grande, transnacional, y muy diversificado y difícil de monopolizar. 
Una cosa es la hegemonía política y otro el monopolio económico, razona.  

Si bien participa de todo este proceso de producción de la marihuana, el PCC 
está lejos de monopolizar el negocio del narcotráfico. 

“Al contrario de lo que la mayoría de los reportajes e investigaciones han 
manifestado en los últimos años, el PCC no monopoliza económicamente el 
comercio de las drogas, ni el mercado de los autos robados, autopiezas, robos y 
asaltos especializados en San Pablo, y menos aún en Brasil” (Feltrán, 2018, p. 83). 

Similar situación se repite en el caso paraguayo, en donde si bien son uno 
de los actores principales en el negocio de las drogas, no tienen el control de la 
actividad. Junto con el PCC siguen operando clanes familiares y otros patrones y 
emprendedores paraguayos que producen tanto para el marcado brasileño, como 
argentino, chileno y boliviano. 

Cocaína andina y armas 
Paraguay es la ruta que siguen la cocaína y la pasta base andinas que ingresan 

al Brasil. La inexistencia de un radar para el control del espacio aéreo es un facilitador 
de esta modalidad delictiva. Así mismo, armas importadas legalmente en Paraguay, 
y otras compradas en Argentina, Bolivia o Colombia, pasan por territorio local 
antes de parar en manos de las facciones brasileñas.

 El PCC es uno de los principales operadores de esta ruta para estos productos, 
tanto por vía terrestre como aérea, llevándolo al interior de San Pablo o hasta el 
nordeste, en estados como Fortaleza; y desde sus puertos, a Europa, Oriente medio, 
Rusia, entre otros destinos transcontinentales. 

Los departamentos de Concepción, San Pedro y Amambay son los principales 
lugares de llegada de la cocaína andina y desde allí ingresan por Saltos del Guairá, 
Pedro Juan Caballero y Capitán Bado al mercado brasileño. En los últimos años 
se está explorando la ruta Asunción-Saltos del Guairá, con aterrizajes en el 
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Departamento Central, y luego, por las rutas 3 y 10, respectivamente, a Saltos del 
Guairá. 

Algunos empresarios usan la ruta Amambay-Saltos del Guairá, con aterrizajes 
en Amambay, pero salidas por Saltos, usando las rutas 5, 3, y 10 para su ingreso al 
Brasil. 

Se registró que un  transportador desde Asunción a Saltos del Guairá recibe 
aproximadamente dos mil dólares para la puesta en frontera de la mercadería, 
corriendo él mismo con los riesgos y gastos, en caso que tenga que pagar a efectivos 
policiales a lo largo del trayecto, así como en los casos de detención policial o fiscal. 

Yo voy y contrato en Asunción. Como todo en el negocio es de palabras. Pero 
sabe lo que le va a pasar si no hace llegar la mercadería”, relató un intermediario 
que trabaja para el PCC. 

En similar sentido actúan los que operan las otras rutas, que en ocasiones 
cuenta con cobertura policial. 

Reflexiones finales
Este artículo es un análisis de la presencia y actuación del PCC en Paraguay a 

partir de datos primarios y observaciones de campo realizadas en Concepción, San 
Pedro, Amambay y Canindeyú, y sus impactos políticos y sociales. Los hallazgos 
indican que existe una presencia cada vez más fuerte del Primer Comando de la Capital 
(PCC), en territorio paraguayo, operando distintos negocios y rutas de marihuana, 
cocaína y armas con destino al mercado brasileño, e impactando en el sistema de 
justicia, especialmente el carcelario, y en el cotidiano de pobladores de varias ciudades 
y comunidades, particularmente en el noroeste de la Región Oriental del país. 

La fragilidad institucional, la corrupción, la cultura de irrespeto a la ley, la 
naturalización de las actividades ilegales, principalmente en algunas ciudades y 
pueblos de la zona fronteriza; la permeabilidad de la frontera, así como la inexistencia 
de radares de monitoreo del espacio aéreo son algunos facilitadores de la presencia 
del crimen organizado en el país. 

 En el caso del PCC, el aumento de su existencia y operaciones en Paraguay, 
se debe, entre otros factores, a la intención de desplazar a la intermediación en la 
compra de la marihuana, con la finalidad de disminuir el precio en destino final, 
para lo cual buscan controlar toda la cadena comercial, es decir, cultivo, traslado y 
venta en minorista en los barrios y comunidades paulistas, en particular, y brasileño, 
en general. 
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La muerte de Rafaat, en junio de 2015, implicó el quiebre de su monopolio 
comercial fronterizo y el inicio de una disputa cada vez más fuerte por el vacío de 
poder generado, en el que el PCC es el que está consolidándose como regulador de 
los negocios ilícitos con destino al Brasil, provocando muertes en otras facciones o 
grupos que podrían poner en disputa su liderazgo. Entre finales de 2018 y mediados 
de 2019, los que estuvieron vinculados a Jarvis, más conocido en el ambiente, −
como gente de Pavâo− son los que están sufriendo la mayor cantidad de bajas. A 
septiembre de 2019, la muerte por sicariato en Amambay superó los cien asesinatos. 

Mientras, las institucionalidad de la república se ve resentida, ya que actúan 
como si el poder estatal no existiese o utilizando la colaboración de agentes 
deshonestos para lograr impunidad o impedir el éxito de los operativos, cada vez 
más centralizados desde Asunción para evitar filtraciones, generando igualmente, 
temor y desconfianza entre los operadores de justicia, y de la población hacia las 
autoridades legítimamente constituidas. 

Finalmente, la persecución penal que ha venido incrementándose es 
deslegitimado socialmente ante la ausencia de intervención de otros órganos 
estatales que deberían fortalecer mecanismos de inclusión social y generación de 
rentas de manera lícita, ya que la sola presencia penal genera pérdidas económicas 
y paraliza el movimiento comercial de varias ciudades, muy dependientes de los 
negocios ilícitos. 
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Artículo original 
Trata de personas para explotación sexual de paraguayas en España
Trafficking in persons for sexual exploitation of Paraguayan in Spain

Kuña paraguái jegueraha España-pe ñembotavypýpe hete 
jehepyme’ẽrã

Inés González Salinas* 
Ministerio Público. Asunción, Paraguay

Resumen
La trata de personas con fines de explotación sexual es un fenómeno que atenta 

contra los derechos humanos. Cada vez son más los países en los que se practica esta 
actividad y las vías de explotación de personas se ha diversificado, siendo Paraguay 
y España testigos de esta forma de esclavitud moderna. A pesar de las herramientas 
internacionales con las que se cuentan para combatirla, el creciente aumento de esta 
actividad entre ambos países lleva a analizar los elementos que se disponen para 
caracterizar y afrontar este fenómeno desde una perspectiva victimológica. La trata 
de personas tomó mayor importancia tras conocer las cifras alarmantes de mujeres 
paraguayas víctimas que caen en la trampa de las redes que se dedican al tráfico de 
personas y ubica a España como segundo país de destino de la trata de personas con 
fines de explotación sexual de las paraguayas, conforme a los datos expuestos en el 
presente artículo.

Palabras clave: trata de personas, explotación sexual, víctima, abordaje 
victimológico 
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Abstract
	 Trafficking in persons for sexual exploitation is a major problem that infringe 

upon human rights. There is a growing number of countries with this problem. The 
ways to exploit have been diversified. In this context, Paraguay and Spain witness 
this form of modern slavery. In spite of the existing international legal tools to 
fight against human trafficking, the growth of this illegal activity between both 
countries leads to the analysis of the available elements that characterize and deal 
with this problem from a victimology’s perspective. The trafficking in persons 
gained importance after the alarming numbers of Paraguayan women victims of this 
trap, and place Spain in the second position of country of destination of trafficked 
Paraguayan women for sexual exploitation, according to the information provided 
in this article. 

Key words: trafficking in persons, sexual exploitation, victim, victimological 
approach.

Ñemombyky
Persona ñembotavy ojeguaraha hag̃ua tete jehepyeme’ẽrã ningo ndojekupytýi 

yvypórakuéra deréchore. Ko’ẽko’ẽre heta hetave tetã ojejapohápe ko mba’e ha 
hetaite hendáicha ojejapo pe tapicha rekove jehepyme’ẽ, ha péva Paraguái ha 
España oikuaa porã hína mba’éichapa oñeme’ẽ hína ko tembiguái reko ko’ãga 
rupi.  Ojeguerekovéramo jepe ko’ãrupi pojoaju ha tembiporu oñehenonde’a 
hag̃ua ko mba’e, okaakuaave ohóvo mokõive tetãme ha pévare tekotevẽ porã 
mba’emba’épa ojeguereko ojekuaa porã hag̃ua ha ojehapejoko hag̃ua ko mba’evai 
ete, oporojopy hasýva. Kakuaa oporomondýi ojekuaa rire añetehápe hetaiteha oĩ 
ohepyme’ẽva hapicha yvypóra rekoveha heta iterei kuña paraguái ho’a ko ñuhã 
vaípe ojeguerahávo ichupe, Tetã España, oĩma voi mokõihápe oikoveha upe tapicha 
yvypóra jeguererojápe kuñáme rete jehepyme’erã, umi dato oñemombe’úva ko 
kuatiañe’ẽme. 

Ñe’ẽ tee: mávare jehepyme’ẽ, tete jehepyme’ẽrã, ohasa’asýva, ohasa’asýva rehegua.

Introducción
Paraguay es un país con un índice de pobreza muy alto, educación precaria, 

donde el desempleo y la falta de oportunidades afectan especialmente a las mujeres, 
a veces madres, o responsables del cuidado de familias enteras. Esta situación 
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conlleva a la migración en busca de mejores ofertas laborales, con el objetivo de 
progresar económicamente y brindar nuevas oportunidades a sus hijos. 

La lucha para eliminar a la trata de personas comprende además de la 
persecución penal, la protección y la reparación integral de la víctima.

Así, de acuerdo con lo señalado por Villacampa (2011) frente al tratamiento 
criminocéntrico, punitivista o fundamentalmente represor que dio al fenómeno, 
es considerado  insuficiente para la erradicación de la trata de personas, en los 
últimos años se le dio un abordaje distinto. A saber, el que la relaciona directamente 
con una lesión de los derechos humanos, y de esta manera, le otorga un enfoque 
victimocéntrico.

Recientemente España atravesó por diversas reformas legales, dentro de las 
cuales se encuentra la aprobación del Estatuto de la víctima del delito a través de la 
Ley n.° 4/2015, de 27 de abril. Este marco legal nace bajo la necesidad de reunir en 
un solo cuerpo las diferentes normas con el fin de reforzar los derechos procesales 
y extraprocesales de todas las víctimas de delitos cometidos en España, dándolas 
una especial atención a las necesitadas de especial protección y extranjeras, entre 
las cuales se encuentran las víctimas de trata de personas.

En este contexto, el propósito de este trabajo es caracterizar  la trata de personas 
con fines de explotación sexual en España, atendiendo al perfil de las víctimas 
paraguayas. A estos efectos, se atiende al proceso de trata de estas víctimas, desde la 
captación, traslado y explotación. Para ello, se parte de datos cuantitativos obtenidos 
desde una investigación bibliográfica. Esto se explica también de la inexistencia de 
datos empíricos fiables que permitan hacer otro tipo de valoración metodológica, 
pese a haber recurrido testimonios de personas implicadas en asociaciones de 
atención a este tipo de víctimas e instituciones encargadas de luchar contra esta 
actividad en ambos países.

Es importante destacar, que los informes obtenidos no son números fiables 
como para lograr conclusiones exactas, pero sí para transmitir una realidad humana 
y caracterizar a estas víctimas.

En ese sentido, para cumplir con el objetivo principal de este trabajo es 
necesario conocer  la legislación española, para su posterior enfoque victimológico 
en el sentido de analizar las respuestas del sistema judicial español en cuanto a los 
derechos extraprocesales que se otorgan a las víctimas de este cruel delito.

Así mismo, el presente trabajo consta de tres partes, en la primera se habla 
de los antecedentes conceptuales del fenómeno de la trata de personas y su vínculo 
con otros fenómenos. En la segunda parte se caracteriza las víctimas paraguayas 



80

Rev. jurid.	 Investigación en ciencias jurídicas y sociales 2019; 9  

con fines de explotación sexual a partir de los datos recopilados en la investigación 
y en la tercera parte, los derechos extraprocesales de las víctimas y su consideración 
de acuerdo al nuevo abordaje victimológico por parte del sistema judicial español.

¿De qué se habla al referirse a la trata de personas?
La trata de personas con fines de explotación es un fenómeno muy antiguo, 

tiene su  antecedente en la esclavitud y fue abolida en Europa a finales del siglo XIX. 
De acuerdo con Sánchez (2012) en la actualidad el tráfico de personas con 

fines de explotación –también conocido como trafficking– supone un gran problema, 
tanto a nivel policial como judicial. Manifestaciones clásicas de este delito son la 
trata de mujeres para su explotación sexual, o de trabajadores para empleos ilegales 
o forzados.

La primera definición internacional de la esclavitud ofrece la Convención de 
la Esclavitud de Ginebra firmada en el año 19261 .

En ese sentido fue la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 que declaró la prohibición de 
la esclavitud y la trata de esclavos en cualquiera de sus formas2. 

Fue en el siglo XX que la trata de personas comienza a incrementarse con 
la globalización, el avance de las tecnologías y la desigualdad entre países ricos y 
pobres, lo que convierte a este fenómeno en uno de los negocios más lucrativos del 
mundo, después del tráfico de drogas y de armas (Requejo, 2015).

Fue así que comenzaron a surgir varios instrumentos internacionales, entre 
los cuales cabe señalar en primer lugar la Convención de las Naciones Unidas contra 
la delincuencia organizada Transnacional (2000), y su “Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niñas”. Según 
éste, por trata de personas se entenderá: 

	
1Así según su art. 1.2 se establece que entiende por esclavitud “Todo acto de captura, adquisición o cesión de un individuo 
para venderlo o cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio de un esclavo, adquirido para venderlo o cambiarlo, y en 
general todo acto de comercio o de transporte de esclavos” y complementaba a esta definición el artículo 1.1 con la definición 
de esclavitud “el estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercitan los atributos del derecho de propiedad o alguno 
de ellos”.  
2La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 prohíbe la esclavitud  “art. 4. Nadie estará sometido a esclavitud 
ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas”. Igualmente lo prohíbe el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos “art. 8.1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos 
estarán prohibidas en todas sus formas.2. Nadie estará sometido a servidumbre.3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un 
trabajo forzoso u obligatorio…”
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La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de 
personas, recurriendo  a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación 
de vulnerabilidad, o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para 
obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con 
fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación 
de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o 
servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos; b. El consentimiento dado por la 
víctima de la Trata de Personas a toda forma de explotación que se tenga 
la intención de realizar descrita en el apartado a) del presente Artículo no 
se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios 
enunciados en dicho apartado; c. La captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de un niño con fines de explotación se considerará 
“Trata de Personas”, incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios 
enunciados en el apartado a) del presente Artículo; d. Por “niño” se entenderá 
toda persona menor de 18 años.
Esta definición es la adoptada por la comunidad internacional, sirviendo de 

base para observar y analizar este crimen.
La esclavitud moderna del siglo XXI según las Naciones Unidas, es la trata 

de personas con fines de explotación ya sea sexual o laboral. 
Actualmente, tecnología es una de las herramientas más poderosas hoy en día 

para atraer al público a caer en esta trampa, como también para encontrar el servicio 
que se busca. En este sentido, cabe mencionar que un ejemplo de este supuesto fue 
una Campaña contra la trata de personas que se lanzó en el año 2012 en Paraguay 
llamada “Las falsas promesas existen, la trata de personas también”3 .

Según la definición de las Naciones Unidas, la trata de personas consta de tres 
elementos: la captación, el traslado y la acogida para la posterior explotación. La 
captación consiste en el momento en que se convence a la víctima sobre el trabajo a 

3 En Julio de 2012 se lanzó la Campaña “Las falsas promesas existen, la trata de personas también” en un formato novedoso 
que replicaba los avisos publicitarios de contratación de empleadas domésticas y niñeras para el exterior del país con sueldos 
altos, en impresos que incluían números telefónicos a los cuales recurrir para concretar la contratación. El objetivo de la 
Campaña fue dar visibilidad a una de las principales formas de captación de mujeres para la trata de personas con fines de 
explotación sexual. Los números telefónicos incluidos fueron monitoreados por personal especializado que explicaba a las 
mujeres que llamaban cómo funcionan las cadenas de captación y los riesgos de aceptar contratos de este tipo. Se realizó en la 
Ciudad Capital y en seis Departamentos del interior del país, especialmente en la triple frontera (Paraguay, Argentina, Brasil). 

Fueron atendidas 1.877 llamadas en un lapso de 15 días. Ministerio de la Mujer (2012).	
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ser realizado; el traslado es el momento en que se provee a la víctima de todos los 
elementos o medios necesarios para que ésta viaje o se traslade ya sea vía terrestre, 
fluvial o aérea al lugar de destino; y, finalmente, la acogida o recepción es el 
momento de llegada de la víctima al lugar de destino donde ocurrirá la explotación 
sexual, trabajo forzado, servidumbre o tráfico de órganos.

Una definición complementaria a la Convención de Palermo es la del Consejo 
de Europa mediante el Convenio adoptado en Varsovia en el año 2005 según el cual 
la expresión trata de seres humanos es la que:

Designa la contratación, el transporte, el traslado, el alojamiento o la acogida 
de personas mediante amenazas de recurrir a la fuerza, recurso a la fuerza 
o cualquier otra forma de obligación, mediante rapto, fraude, engaño, abuso 
de autoridad o de una situación de vulnerabilidad o mediante la oferta o la 
aceptación de pagos o ventajas para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra con fines de explotación. La explotación 
incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena o bien otras 
formas de explotación sexual, el trabajo o los servicios forzados, la esclavitud 
o prácticas similares a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de 
órganos; b El consentimiento de una víctima de la «trata de seres humanos» 
ante una posible explotación, tal y como se define en el párrafo (a) del 
presente artículo, se considerará irrelevante cuando se utilice uno cualquiera 
de los medios enunciados en el párrafo (a); c la contratación, el transporte, 
el traslado, el alojamiento o la acogida de un niño con fines de explotación 
tendrán la consideración de «trata de seres humanos» , aunque no apelen a 
ninguno de los medios enunciados en el párrafo (a) del presente artículo; d el 
término «niño» designa a toda persona de menos de dieciocho años de edad; 
e el término «víctima» designa a toda persona física sometida a la trata de 
seres humanos tal y como se define en el presente artículo.
De acuerdo a Villacampa (2011), tampoco hay grandes divergencias en cuanto 

a ambos conceptos, más allá de ello, de referirse a la contratación en lugar de en 
lugar de la captación y a la acogida en lugar de recepción y de incluir nuevamente 
a la extracción de órganos entre las finalidades de explotación. Además, extiende 
su ámbito de aplicación a la trata doméstica o interna y postula la tipificación de la 
utilización de los servicios de la víctima (Sánchez, 2016). 

Tras haber delimitado los elementos característicos de la trata de personas, 
como se ha mencionado anteriormente el objetivo de este trabajo es atender a este 
fenómeno desde la perspectiva de la protección que se ofrece a las víctimas, y por 
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ello, es importante mencionar el marco legal en el ámbito regional de la Unión 
Europea, que viene determinado por la Directiva n.° 2011/36/UE del 05 de abril 
de 2011, relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la 
protección de las víctimas y la Directiva n.° 2012/29/UE del 25 de octubre de 2012 
por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección 
a las víctimas de delitos (Alcácer, 2015:188).

La primera de ellas,  da énfasis en el ámbito de protección en función a 
la evaluación individual, llevada a cabo mediante los procedimientos internos 
españoles, contra cualquier forma de represalia o intimidación y con el fin de evitar 
el riesgo de que vuelvan a ser víctimas de la trata de personas. La segunda, por 
su parte, pone de relieve el riesgo de victimización secundaria, intimidación o 
represalias por el infractor  o como resultado de la participación en un proceso 
penal, enfatizando, además, que las víctimas de trata de seres humanos tienden 
a sufrir una elevada tasa de victimización secundaria, intimidación o represalias 
(Alcácer, 2015).

Vínculo de la Trata de personas con la Prostitución
Es importante distinguir la trata de personas con fines de explotación sexual 

de la prostitución. 
La Convención de las Naciones Unidas de 1949 para la supresión del tráfico de 

personas y la explotación de la prostitución ajena, considera que cualquier persona 
que ejerce la prostitución es privada de sus derechos humanos, y es considerada 
víctima a pesar de haber prestado el consentimiento4. 

Desde el punto de vista del tratamiento jurídico de estos dos fenómenos 
se pueden diferenciar claramente por los elementos que distinguen un delito del 
otro, pero lo importante aquí es poner de manifiesto que desde el punto de vista 
fáctico, existe una estrecha vinculación entre los supuestos de trata de personas y 
los supuestos de prostitución5.

4 Así en su artículo 1. La Convención señala: Las Partes en el presente Convenio se comprometen a castigar a toda persona 
que, para satisfacer las pasiones de otra: 1) Concertare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal 
persona; 2) Explotare la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de tal persona
5 Así de acuerdo al Código Penal español el delito de prostitución coactiva se encuentra tipificado en el art. 187 y castiga al que 
empleando violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o vulnerabilidad 
de la víctima, determine a una persona mayor de edad a ejercer o a mantenerse en la prostitución. Además, a quien se lucre 
explotando la prostitución de otra persona, aun con el consentimiento de la misma y se entenderá que hay explotación 
cuando  la víctima se encuentre en una situación de vulnerabilidad personal o económica y se le impongan para su ejercicio 
condiciones gravosas, desproporcionadas o abusivas.
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Es así que a partir de la perspectiva de las víctimas, la trata con fines de 
explotación sexual se encuentra vinculada con organizaciones dedicadas a la 
prostitución, por ser algo propio de este tipo de actividades6.

En primer lugar, es necesario diferenciar la prostitución voluntaria que no 
constituye un delito en España y la prostitución forzada; y solo en este último caso, 
estaríamos ante situaciones que podrían enmarcarse en la clave de “explotación”, tal 
y como recoge la definición de trata del Protocolo de Palermo (Rivas, 2010).

La prostitución forzada es definida en el Manual sobre la Investigación del 
delito de trata de personas de Naciones Unidas (2009) como “la situación en la 
cual la víctima es manipulada u obligada a ejecutar actos de contenido sexual que 
involucran su cuerpo, para satisfacer deseos sexuales de otras personas, con o sin 
remuneración por ello”.

Sin embargo, una dificultad es saber cuándo se encuentra frente a un caso 
de prostitución forzada. De acuerdo a Martínez (2015) la mayor parte de mujeres 
que se dedican a la prostitución son inmigrantes en situación irregular, y, en la 
mayoría de los casos en donde hubo procedimientos de inspecciones en clubes de 
alterne o pisos donde se ejerce la prostitución, las mujeres son detenidas, de las 
cuales en muy pocos casos la policía las identifica como víctimas, por lo cual son 
enviadas al Centro de Internamiento de Extranjeros y expulsadas a consecuencia de 
ésa situación. Es importante señalar como ejemplo de esta situación lo manifestado 
por el informe del Defensor del pueblo en “La trata de seres humanos en España: 
víctimas invisibles” 7.

Así mismo, desde la perspectiva de las víctimas, se puede observar por 
lo señalado cómo se mezclan desde la práctica estas realidades que no deberían 
confundirse a pesar de su vinculación, lo que tiene como consecuencia una 
inadecuada intervención.

6 A modo de ejemplo se puede constatar  en la Sentencia A.P. Madrid n.° 677/2012 fue una de las primeras Sentencias en 
España que aplican el delito de trata de seres humanos del Código Penal, en la cual se condena a un grupo organizado que se 
encargó de la captación de dos mujeres en Paraguay y de su traslado bajo engaño a Madrid, donde las forzaron a ejercer la 
prostitución. Así también, fueron condenados por prostitución coactiva y el delito contra los ciudadanos extranjeros.

 7El Defensor del Pueblo en su informe “La trata de seres humanos en España: víctimas invisibles” (2012) señaló que tras 
haber solicitado informaciones a la policía sobre la desarticulación de una red que se dedicaba a explotar sexualmente a 
mujeres en el año 2008 en la que se habrían detenido 599 víctimas, claramente identificadas como víctimas de trata, de 
las cuales solo 18 denunciaron haber sido víctimas. Sin embargo, a las que se encontró en situación irregular  se les abrió 
un expediente de expulsión lo que mostró que habían priorizado la condición de inmigrantes en situación irregular de las 
víctimas, lo que podría haber dificultado su colaboración y la correcta identificación como víctimas de trata. 
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De acuerdo con lo mencionado precedentemente, “la prostitución forzada 
por medio de coerción, amenazas y violencia supone una grave violación de los 
derechos humanos, enmarcada en un contexto de trata, y por ello, requiere una 
intervención específica” (Rivas, 2010). 

Vínculo de la Trata con la Inmigración Irregular
En un principio, parece muy sencillo distinguir al tráfico de inmigrantes con 

la trata de personas. Sin embargo, son fenómenos que se confunden y se los vincula 
porque ambos implican un traslado transfronterizo e implican un mercado ilegal 
llevado a cabo por organizaciones criminales. Además, las desigualdades sociales y 
económicas que existen entre diferentes países son factores que llevan al inmigrante 
ilegal o a la víctima de trata a optar por trasladarse a otro país donde existan más 
oportunidades laborales con el fin de progresar económicamente. 

Cabe señalar, que en la inmigración ilegal la persona ingresa al país 
ilícitamente. En cambio, en la trata de personas puede ocurrir que la persona 
ingrese de manera regular y luego de transcurrir tres meses devenga irregular. Esto 
es lo que, precisamente, ocurre con los ciudadanos paraguayos porque no necesitan 
visa de turista para ingresar al territorio español. Estas son las razones por la cual 
fácilmente las víctimas de trata de personas que se encuentran en situación irregular 
son consideradas como inmigrantes ilegales y, por ende, tratadas como tales. 

UNODC, 2007:
A veces, en la urgencia de cumplir otros objetivos, como la actuación contra los  
traficantes, los Estados centran su interés en las víctimas por la información 
que pueden  proporcionar o por su utilidad para el sistema de justicia penal. 
Existe el peligro de que los Estados traten a las víctimas como simples peones 
en su lucha contra los traficantes y no como seres humanos que necesitan 
protección y asistencia y merecen respeto (:106).
Por otro lado (Rivas 2010):
El elemento del engaño y el sometimiento a realizar un trabajo en condiciones 
de explotación que sufre la persona víctima de la trata, una vez llega a su 
destino, no es el que sufre el inmigrante ilegal. En contra de lo que ocurre 
en el caso de la trata de personas, en el caso de las redes de inmigración 
ilegal, éstas se limitan a introducir extranjeros de forma ilegal en un país para, 
aprovechándose de su situación de necesidad, 	exigir a cambio del transporte, 
el cobro de sumas elevadas de dinero. Una vez traspasada la frontera, el 
extranjero busca trabajo por su cuenta. Para la víctima de la trata es justo el 
momento en el que llega a su destino cuando comienza su explotación.
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Es así que se deben destacar las principales diferencias: a) el consentimiento 
de la víctima es distinto en ambos fenómenos, en la trata no hay consentimiento, o 
si lo hicieron, pierde su valor por la coacción, el engaño o el abuso de los traficantes; 
b) la existencia de explotación a la víctima, sexual, laboral o servidumbre, que sólo 
se produce en la trata; c)la condición de víctima de la persona objeto de trata, que, 
en el caso de inmigrantes constituyen clientes que contratan conscientemente los 
servicios de una organización criminal; d) la situación laboral de la víctima en el 
país de destino que suele ser abocada a la explotación, en el fenómeno de la trata; y, 
por último; d) la transnacionalidad que caracteriza al tráfico de inmigrantes, que no 
siempre se exige en el caso de la trata que puede darse también en el mismo país o 
región (Giménez, 2016). 

Por lo señalado, es fundamental que se distinga al tráfico ilegal de inmigrantes 
de la trata de personas, porque al ser confundido puede que la víctima de trata no 
esté contando con los mecanismos de asistencia y protección necesarios para su 
recuperación y además se impide una correcta investigación de este delito.

Aproximación a los datos cuantitativos de la trata de personas
Desde el punto de vista internacional, de acuerdo a la Oficina de las Naciones 

Unidas para la lucha contra la droga y el crimen en adelante, UNODC la trata 
de personas es un fenómeno que ha ido creciendo en los últimos diez años, en el  
2009 79 %, 2012 un 58% y en el 2014 un 53%, la trata con fines de explotación 
sexual predomina a nivel internacional (2014). Sin embargo, los datos que se pueden 
manejar a nivel de España y de Paraguay, son sobre los cuales se centralizará.

Así mismo, según los informes de la UNODC se han detectado en el año 2009, 
un total de 209 víctimas paraguayas de trata de personas, la mayoría de explotación 
sexual, en el año 2012, se detectaron 158 víctimas en España (pág. 70) y en el año 
2014 fueron detectadas 84 víctimas, siendo mujeres la mayor parte de víctimas 
detectadas (UNODC, 2009, 2010, 2014).
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Figura 1
Informes globales de la UNOCD

Fuente: Elaboración propia, a partir de los informes recopilados. 

En España
Los datos que se pudieron obtener sobre la trata de personas, fueron a partir 

de la Fiscalía General española (2013, 2014, 2015) mediante los informes anuales de 
la Fiscalía de Extranjería  de Estado en adelante FEE y las organizaciones civiles 
que operan con el Gobierno.

En primer lugar, según las memorias anuales de la FEE, a partir del año 
2012 se ha consolidado el sistema de comunicación y seguimiento de atestados, 
denuncias, investigaciones y operaciones policiales relativas a los delitos de trata 
de seres humanos con fines de explotación sexual. Con ello, se ha podido constatar 
que dentro de los mayores números de víctimas de la explotación sexual en España 
hasta el año 2014, se encuentran las paraguayas. 

El seguimiento de las operaciones relacionadas con este delito, se realizan 
mediante Notas Informativas y Diligencias de Seguimiento8  incluidas como anexo 
en las Memorias Anuales de Extranjería, y a su vez, en la memoria anual de la 
Fiscalía General del Estado en adelante  un año posterior. 

En ese sentido, el análisis de estos datos acredita que las actuaciones llevadas 
a cabo en España contra las redes de tratantes de mujeres paraguayas han dado 
buenos resultados habiendo decrecido el número de víctimas en relación con los 

79% 58% 53%

209 158 84

2009 2012 2014

Informes Globales de la UNODC

Trata sexual a nivel mundial Trata sexual de víctimas paraguayas en España

 

8En la Memoria Anual de Extranjería (2014) se encuentran como anexo las Notas Informativas sobre los atestados abiertos 
donde se investigan delitos de trata de personas, se relatan las características y perfiles de las diferentes víctimas según sus 
nacionalidades, los medios de captación, traslado y recepción, los medios comisivos y las técnicas de sumisión utilizados por 
los tratantes, el lugar donde son explotadas, el tipo de investigación llevada a cabo (reactiva, proactiva o de desarticulación). 
Las Diligencias de seguimiento se refieren a los que la Unidad de Extranjería tras la correspondiente criba técnica consideró 
que se recogían suficientes elementos indiciarios del delito de trata de seres humanos a los que se le dio un seguimiento 
especial.
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años precedentes: el número de víctimas paraguayas ha descendido un 52.23% 
(Notas Informativas y Diligencias de Seguimiento8 de la Fiscalía de Extranjería 
(2014) p. 2). 

La FDE además ha señalado que las víctimas han sido captadas mediante 
engaño (falsas promesas de trabajo), trasladadas a España por vía aérea siguiendo 
varias rutas europeas y una vez en el destino han sido amenazadas, agredidas y 
violentadas, privadas de libertad de movimientos o vigiladas constantemente (p. 9).

En segundo lugar, de acuerdo con el informe de la Asociación para la 
Prevención, Reinserción y Atención a la Mujer Prostituida, en adelante APRAMP 
entre el periodo de 2010 al 2015 ha aumentado considerablemente la cantidad de 
víctimas paraguayas atendidas: 2010: 97, 2011: 156,  2012: 277,  2013: 283, 2014: 297 
y 2015: 320, todas mujeres. 

En relación a las rutas, señala el informe que se atraviesan diversos países y 
la mayoría tiene como destino final Madrid. La edad oscila entre los 18 y 30 años. 
Esta asociación es la que acoge el mayor número de víctimas paraguayas en España.

En esa línea, se pudo recopilar de las memorias anuales de Proyecto Esperanza, 
que la cantidad de mujeres paraguayas atendidas no ha variado considerablemente 
entre el año 2011 hasta el 2014, siendo la cantidad muy inferior en comparación con 
la Asociación APRAMP.

Figura 2
La Trata de Personas en el periodo 2013 a 2015

Fuente: Elaboración propia, a partir de los informes de la UNOCD
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Figura 3
Paraguayas asistidas en España por Organizaciones de lucha contra la Trata de 
Personas

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos por las Organizaciones APRAMP y Proyecto Esperanza

Contextualización en Paraguay
Actualmente  cuenta con una Mesa Interinstitucional para la Prevención y 

Combate a la Trata de Personas, está constituida por instituciones gubernamentales 
del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, la Sociedad Civil  y con el apoyo de 
Organismos Internacionales trabaja para prevenir y luchar contra la trata de 
personas.

Se intentó acceder a los datos cuantitativos oficiales para conocer el índice de 
víctimas paraguayas en España, pero sólo fue posible recopilar información sobre 
el delito de trata de personas con fines de explotación sexual, a través de la Fiscalía 
Especializada en la Lucha contra la Trata de Personas con fines de explotación 
sexual y la Dirección de Asuntos Internacionales y Asistencia Jurídica Externa, 
dependientes de la Fiscalía General del Estado de Paraguay.

Dicha situación obedece a que Paraguay no cuenta con una base de datos 
unificada, y, los datos oficiales discriminados por víctimas tampoco se encuentran 
disponibles. Sin embargo, se pudo acceder a una aproximación de estos datos, los 
cuales fueron suficientes para reflejar una realidad: España es el segundo destino de 
las víctimas paraguayas.

De acuerdo con a la consulta realizada a Fiscalía Especializada, no se cuenta 
actualmente con una base de datos que segrega a las víctimas de trata con fines de 
explotación sexual por país de destino.

Sin embargo, los casos judicializados en Paraguay con España son pocos. 
En el 2013, 4 causas, en el 2014 7 causas y en el 2015 alrededor de 15 causas. 
Actualmente se abrió una investigación en relación con la desarticulación de una 
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red que explotaba mujeres paraguayas, que funcionó durante 10 años, y, se ha 
corroborado que al menos 150 paraguayas fueron explotadas por esa organización. 

Ahora bien, aunque sean pocas las causas judiciales, eso no significa que las 
víctimas sean pocas. Así, por ejemplo, sólo en uno de los casos fueron detectadas un 
total de 17 paraguayas. Igualmente se ha destacado que estos números no reflejan la 
realidad de víctimas que existen, ya que muchos de los procedimientos realizados 
en clubes de alterne de España donde se encuentran paraguayas, no llegan a 
conocimiento de las autoridades paraguayas, porque son tramitadas en el territorio 
español y no necesariamente piden cooperación internacional.

Así mismo, el informe obtenido por la Dirección de Asuntos Internacionales 
del Ministerio Público del Paraguay, indicó que desde el año 2010 a 2016, se 
han realizado 25 pedidos de cooperación internacional, sobre trata con fines de 
explotación sexual (2016, anexo 2). No obstante, aunque los pedidos de cooperación 
internacional sean escasos, estos números ubican nuevamente a España en el 
segundo lugar de destino de las víctimas paraguayas.

El perfil de la víctima de trata paraguaya
Las víctimas paraguayas de la trata con fines de explotación sexual son en gran 

parte mujeres jóvenes y también adolescentes, provenientes en su gran mayoría de 
zonas rurales, en condición económica de pobreza y con escasa instrucción escolar. 
El engaño es el principal mecanismo utilizado para la captación. Los delincuentes 
utilizan promesas de trabajos bien remunerados, que mejorarían la situación económica. 
De este modo, la oferta del tratante se presenta como la “solución” a problemas de 
diversas naturalezas, muchas veces financieros y familiares, e igualmente como una 
promesa de mejoramiento de la calidad de vida (OIM, 2014: 34).

De acuerdo con el II Plan Integral de Lucha contra la Trata de Mujeres y Niñas 
con fines de explotación sexual (2015) creado por el gobierno español, la trata de 
personas con fines de explotación sexual se produce como consecuencia de la mayor 
vulnerabilidad que tienen las mujeres. Esta se explica, por los siguientes factores: 
El sistema de organización social que perpetúa los modelos de desigualdad por 
razón de género y permite la devaluación de mujeres y niñas con carácter general y, 
en particular en situaciones de conflictos armados, desplazamiento de poblaciones, 
pertenencia a minorías étnicas, etc., la feminización de la pobreza, la desigualdad 
en la educación, la formación o el ámbito laboral y la explotación del deseo de 
emigrar para mejorar sus condiciones de vida y las de su entorno.

Generalmente, son captadas por personas con las que tienen un vínculo, de 
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amistad, o familiar con el que tiene la suficiente confianza como para convencerse 
de que viajar a otro país es la salida a sus problemas económicos. Al respecto, como 
manifiesta/manifestó el Fiscal de Extranjería español, en la entrevista realizada por 
Jordi Fábrega en el programa −Hoy por Hoy− programa líder de la radio española 
(2015) “La prostitución es violencia e indica que la captación de las mujeres tiene 
formas diferentes en función de la nacionalidad y “se están trayendo mujeres 
paraguayas que no saben español porque son guaraníes”. La barrera idiomática es 
también un factor de vulnerabilidad.

En un país bilingüe que, si bien tiene como idioma oficial el español, también 
lo es el guaraní y las víctimas, según el Diagnóstico desde la Perspectiva de la 
Investigación Penal de La Trata de Mujeres y Niñas con fines de explotación sexual 
en Paraguay 2010 – 2013 captadas en zonas urbanas en su mayoría, tienen origen 
rural, siendo su lenguaje materno el guaraní y poco o nada de habla español. Así 
mismo, un porcentaje elevado de las víctimas son analfabetas y la mayoría no ha 
concluido con los estudios primarios (2014. pág. 31 ss).

En ese sentido, el perfil medio de una víctima entre veintiún y veintisiete 
años y medio, de familia pobre, con escasa o nula formación académica, procedente 
fundamentalmente del Departamento de Caaguazú, con residencia en España sin la 
autorización administrativa. Su especial vulnerabilidad se ve acrecentada por tres 
factores: la deuda contraída, tener que vivir en el piso donde es obligada a ejercer la 
prostitución y no dominar en plenitud el castellano, a pesar de que es idioma oficial 
en Paraguay, dado que su lengua materna es el guaraní (FGE, 2013).

Los tratantes también facilitan a las víctimas los medios necesarios para el 
traslado al lugar de destino, los cuales constituyen parte de la estrategia de enganche 
utilizada por los delincuentes, principalmente considerando que, en la expectativa 
de mejorar sus condiciones de vida, muchas veces tienen proyectos de viaje que no 
pueden realizar por falta de medios económicos para adquirir el pasaje y gestionar 
la documentación necesaria. Así mismo, “les cubren alimentación y otros gastos, 
por lo que en varios casos los tratantes exigieron a las víctimas la firma de pagarés 
o la hipoteca del inmueble de los padres u otro familiar, con los que luego son 
chantajeadas para ser retenidas durante la explotación” (OIM, 2014:35).

Así también, eligen como destino a España por ser “un país de habla hispana 
en Europa, donde el aspecto físico es similar al de las paraguayas y donde se gana 
dinero en euros, algo muy atractivo en un país donde el salario base apenas llega a 
los 286 euros” (Lucas, 2015).
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Persecución Penal en España
En el año 2010 con la reforma, el delito de trata de personas queda tipificado 

en el Código penal Español en adelante, CP en el art. 177bis y de esta manera 
esclarece con su definición la diferencia entre trata de personas y tráfico ilícito de 
inmigrantes. En este sentido, “con esta precisión no hay lugar a dudas respecto de 
la aplicabilidad de delito de trata tanto si los hechos revisten carácter nacional como 
transnacional, así como que la nacionalidad de la víctima es indiferente a la hora de 
entender cometido el delito” (Requejo, 2015:40).

España ha ratificado la Convención de Palermo, el Convenio de Varsovia, y 
en el 2008  el Gobierno creó el primer Plan de Acción de Lucha contra la Trata de 
Personas con fines de Explotación Sexual con el fundamento principal la erradicar la 
trata con fines de explotación sexual y para su eficacia requiere una acción conjunta 
de una multiplicidad de actores en torno a la víctima y luego se continuó con el 
segundo Plan de acción en el año 2015-2018.

Pero así como señala Sánchez (2016) la exigencia de una buena definición típica 
del delito y su aceptación uniforme por todos los Estados miembros de la comunidad 
Internacional es un presupuesto básico para lograr la eficacia en la lucha contra la 
trata de seres humanos, pero no es suficiente porque la normativa internacional exige 
en mayor o menor grado de imperatividad la adopción de acciones dirigidas a la 
prevención, persecución del delito y protección integral de la víctima.

Para la detección del delito de trata de personas de víctimas extranjeras, 
España cuenta con legislación conformada por la Ley de Extranjería (Ley n.° 
4/2000, de 11 de enero) sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y 
su integración social. 

Así mismo, es importante señalar la reforma legal de esta ley en el año 2015, 
y su avance en cuanto a la protección de las víctimas de este delito, que consistió en 
la ampliación del periodo de restablecimiento y reflexión de una víctima extranjera 
en situación irregular de trata de personas de treinta a noventa días de duración, 
con el fin de que la misma pueda decidir si desea cooperar con las autoridades en la 
investigación del delito o participar en el proceso penal9 . 
9art. 59 de la Ley de Extranjería “Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para la identificación de las 
víctimas de la trata de personas conforme a lo previsto en el artículo 10 del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la 
trata de seres humanos, de 16 de mayo de 2005. 2. Los órganos administrativos competentes, cuando estimen que existen motivos 
razonables para creer que una persona extranjera en situación irregular ha sido víctima de trata de seres humanos, informarán 
a la persona interesada sobre las previsiones del presente artículo y elevarán a la autoridad competente para su resolución la 
oportuna propuesta sobre la concesión de un período de restablecimiento y reflexión, de acuerdo con el procedimiento previsto 
reglamentariamente. Dicho período de restablecimiento y reflexión tendrá una duración de, al menos, noventa días, y deberá ser 
suficiente para que la víctima pueda decidir si desea cooperar con las autoridades en la investigación del delito y, en su caso, en el 
procedimiento penal…”
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El art. 177 bis del CP, en la última parte, exime de responsabilidad penal a 
toda víctima que haya sido obligada a ser explotada y la conducta de la víctima que 
haya estado involucrada en la actividad delictiva sea proporcional. 

Tal como señala Villacampa (2011), la última parte del art. 177 bis del CP, 
constituye una de las manifestaciones de la actual aproximación de carácter más 
centrado en la víctima, más integral y más acorde con los derechos humanos, en 
el sentido de que la víctima no tiene que preocuparse acerca de su responsabilidad 
penal al haber estado involucrada en hechos delictivos durante el proceso de la trata.

Sin embargo, las investigaciones criminológicas informan de que es 
relativamente frecuente que mujeres que fueron víctimas de trata de personas se 
conviertan con el transcurso del tiempo en captadoras de mujeres. En principio, 
esta cláusula no les eximiría de responsabilidad penal por esos hechos, porque, 
para entonces ya no se encuentran sometidas a ninguna situación que justifique la 
impunidad (Caffarena, 2012).

A pesar de que la trata de personas se encuentre tipificada, el proxenetismo10  

no está tipificado en todos los supuestos, y es una figura que tiene una relación 
importante con este delito y por esta razón, muchas veces deja impune a estas 
personas que se sirven del lucro a costa de la explotación de mujeres vulnerables 
que, en su mayoría son inmigrantes11 . 

El Estatuto de la Víctima del Delito
En el año 2015 se aprobó el Estatuto de las víctimas en el Derecho español (en 

adelante LEVID), dando “respuesta a la necesidad de incorporar los contenidos de 
la Directiva de octubre de 2012 al derecho interno, que en varios aspectos requería 
la correspondiente adaptación normativa” (Tamarit, 2015). 

  10El proxenetismo es el favorecimiento o promoción de la prostitución por parte de terceros, y es delictiva sólo cuando la persona 
prostituida es un menor o incapaz, o cuando se determine empleando violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación 
de superioridad o de necesidad o vulnerabilidad de la víctima mayor de edad  a ejercer la prostitución o mantenerse en ella (art. 187 
del Código Penal Español).

  11En tal sentido las interpretaciones por el Tribunal Supremo en las STS 445/2008 de 3 de abril “la fijación de tales límites ha de 
tomar en consideración la idea de que no toda ganancia proveniente de la prostitución, por sí sola, convierte a quien la percibe en 
autor de un delito castigado con penas de dos a cuatro años de prisión”, y la STS 211/2014 del 23 de enero  “En el presente caso 
se trata de mujeres que venían a España con cabal conocimiento de que iban a ejercer la prostitución, y que con las ganancias 
obtenidas le iban a reembolsar a la recurrente de los gastos por ella anticipados para el viaje, y por el importe de la manutención. 
Este planteamiento excluye todos los elementos típicos del delito. Se trata de una decisión adoptada de forma voluntaria. No hay 
explotación, ni intimidación ni, en definitiva, lo que pudiera calificarse como prostitución acuartelada". 
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En tal sentido, fue aprobado bajo la necesidad de reunir en un solo cuerpo 
legal, los derechos extraprocesales y procesales de todas las víctimas. Por un lado, 
la legislación europea, y, por otro, la demanda de la sociedad española, que a pesar 
de contar con diferentes leyes internas que garantizan los derechos de las víctimas 
de delitos específicos, existía una ausencia de regulación interna específica para 
ciertos colectivos12 .

Los principales fundamentos del Estatuto Jurídico de las víctimas del delito 
fueron los incrementos de protección a la víctima, tanto en el ámbito de asistencia 
y protección, derecho a la información, a ser parte en el proceso penal y en la 
reparación del daño sufrido a causa del delito sufrido, fomentando así  la justicia 
restaurativa. 

Así mismo, además de ser un avance en la legislación interna española, al 
referirse a todas las víctimas de delitos cometidos en España o que puedan ser 
perseguidos en España, también brinda protección a las que se encuentran con 
residencia ilegal. Esto es fundamental para las mujeres paraguayas que, en gran 
número, conforme a las Nota informativas de la Memoria Anual de Extranjería 
(2013) de 80 paraguayas detectadas, 48 se encontraron en situación irregular y en el 
2014 de 35 mujeres, 18 fueron encontradas en situación irregular.

Las víctimas de trata de personas en esta ley son clasificadas como víctimas 
de necesidades especiales de protección, teniendo como primer paso en su 
identificación el principio de la individualización de la víctima, el cual consiste en 
una evaluación individual para determinar cuáles son las necesidades de protección 
para las mismas.

En cuanto a la estructura y contenido de la LEVID, ésta dispone de un Título 
preliminar donde se establece la definición de víctima: “toda persona física que 
haya sufrido un daño o perjuicio sobre su propia persona...” (art. 2) y los derechos 
fundamentales de todas las víctimas, en el título I, los derechos básicos de las 
víctimas extraprocesales, en el título II los derechos de participación en el proceso 
penal de las víctimas y la regulación de su intervención en la ejecución de la 
pena, así como el acceso a la justicia restaurativa, en el título III, las medidas de 

  12Tal como se encuentra en el preámbulo de la ley, el antecedente más remoto de la Ley n.° 4/2015 de 27 de abril es la Decisión 
Marco 2001/220/JAI del Consejo, de 15 de marzo de 2001, relativa al estatuto de la víctima en el proceso penal, el mismo fue 
sustituido por la Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen 
normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos y además, la Directiva 2011/36/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 abril de 2011, relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la 
protección de las víctimas. En el ámbito interno, se cuenta con leyes especiales para ciertos colectivos de víctimas.
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protección, en el título IV, las disposiciones relativas a la regulación de las Oficinas 
de atención a víctimas y por último las disposiciones finales, que modifican la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal.

Al respecto, en este apartado se explicarán atención al objetivo de este trabajo, 
los derechos de las víctimas de trata de personas desde una perspectiva pre-procesal, 
procesal y post-procesal.

Derechos  de las víctimas de trata de personas desde una perspectiva pre-
procesal

Una de las dificultades que se presentan en España es en relación al respeto 
de los derechos de las víctimas por las autoridades de seguridad. Esto surge como 
consecuencia de una masiva inmigración en las últimas décadas que si bien con 
la crisis económica ha disminuido, España sigue siendo uno de los principales 
destinos para los países en situación de pobreza extrema, con escaso nivel social 
cultural y en donde la falta de oportunidades laborales para principalmente mujeres 
de este nivel son precarias o nulas. El efecto que produjo esto fue la estigmatización 
y la falta de sensibilización por parte de las autoridades y como consecuencia, la 
desatención de los delitos y en lo que respecta a trata de personas, muchas veces, 
como ya se ha señalado anteriormente, las víctimas no son tratadas como tales, sino 
como inmigrantes irregulares.

En esta línea, en el estudio de campo realizado por Martínez (2013) señala que 
muchas mujeres que ejercen la prostitución, son detenidas por no tener el permiso de 
residencia, de las cuales muy pocas terminan siendo identificadas como víctimas de 
trata y muchas de ellas acabarían siendo internadas en el Centro de Internamiento 
de Extranjeros y expulsadas a consecuencia de su situación administrativa irregular. 
La inevitable política migratoria impone sus razones y estas mujeres terminan 
metidas otra vez en un avión que las arrojará de nuevo a la desesperación y bolsillos 
de sus tratantes (2015. págs.176 y 178). 

“El hecho de que estas personas se vean obligadas no pocas veces a vivir en 
condiciones de ilegalidad, sin el respaldo que otorgan los derechos de ciudadanía, 
unido a una mirada etnocéntrica que minusvalora las culturas foráneas a las que 
se atribuye de forma grosera un déficit educativo generalizado, ha dado lugar a 
que el colectivo de inmigrantes se identifique como un grupo social vulnerable. 
De esta manera, se da la paradoja de que la sociedad de destino no percibe a este 
colectivo como auténticas víctimas de una situación injusta, sino más bien como un 
problema” (Laurenzo, 2013). 
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Al respecto, Martínez (2015) critica que la aproximación a las víctimas por  
parte de las autoridades competentes principalmente miembros de la fuerza de 
seguridad de estado no suele ser la adecuada, lo que implica que se detecten muy 
pocos casos de trata debido a las entrevistas realizadas en condiciones inadecuadas, 
al no garantizar la intimidad y seguridad de las mismas.

Por todo lo señalado, lo más importante para saber las necesidades de 
protección de una víctima de trata, es la atención inmediata y adecuada frente al 
daño ocasionado por el delito. La LEVID establece que a través de una evaluación 
individual, llevada a cabo por un profesional se podrá determinar el tipo de víctima 
y las medidas de protección y asistencia que serán otorgadas.

El principio de individualización que tiene su antecedente en la Directiva 
europea de 2012 y parte de un fundamento centrado en la víctima, ya que se basa 
en las vivencias por la que ésta ha experimentado. 

Este principio reconoce que existen víctimas con necesidades especiales de 
protección pero,  no se atribuye automáticamente dicha condición por el tipo de 
delito padecido o por sus características intrínsecas, sino en función del resultado 
que haya arrojado la evaluación individual a la que deben someterse todas las 
víctimas, y por el cual se determinarán las medidas de protección previstas que 
haya que aplicar (Villacampa, 2015:246).

En el caso de trata de personas con fines de explotación sexual el impacto 
emocional dependerá de si la actividad culminó en la captación o llegó a la fase de 
explotación, el tiempo y la intensidad del abuso. 

La situación de aislamiento, la relación de competencia que los dueños 
generan entre las mujeres y los abusos sistemáticos del dueño y de los clientes son 
causas del daño emocional que sufren las víctimas, obligadas a practicar sexo sin 
protección, contraen enfermedades, abortos y la adición a alcohol y drogas, dejando 
muy dañada su salud según la APRAMP (2011).

 Así también, el recurso de protección abarca el derecho a la intimidad de las 
víctimas (art. 22 LEVID), en el sentido de que las autoridades puedan proteger su 
identidad y evitar la difusión de cualquier información que pueda facilitarla. Del 
mismo modo, recibir las declaraciones de las víctimas cuando fueren necesarias 
para la investigación penal, evitando las que fueren injustificadas ya que pueden 
influir o afectar emocionalmente a las mismas. 

En el preámbulo de la LEVID se resalta como novedad, el hecho de que las 
víctimas puedan estar acompañadas por una persona a su elección durante las 
diligencias, con el fin de que se sienta “arropada” desde el punto de vista personal. 
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Además, la ley prevé para las víctimas que hayan sido objeto de explotación sexual, 
que la declaración sea tomada por una persona del mismo sexo si ésta lo solicita 
(art. 25 LEVID). 

Por otro lado, en cuanto al ámbito del derecho a la información, en lo que 
se refiere a entender y ser entendida (art. 4 y 5 Ley n.° 4/2015), el Estatuto da una 
especial atención a las víctimas extranjeras, dando la posibilidad de que puedan 
ejercer sus derechos procesales aunque residan fuera de España13. 

Ahora bien, uno de los problemas que se presenta en este ámbito es la barrera 
idiomática que existe lo que dificulta la comunicación entre las víctimas extranjeras 
y autoridades, lo que las hace sentir desprotegidas y desatendidas. Sin embargo, la 
LEVID prevé el derecho a traducción e interpretación en el artículo 9 el cual establece 
no sólo el derecho a ser asistida gratuitamente por un intérprete, sino además a la 
traducción gratuita de las resoluciones, información esencial y a ser informada en la 
lengua que comprenda la fecha, lugar y hora de la celebración del juicio. 

De acuerdo con lo señalado por Antón (2014), el derecho de las víctimas del 
delito que tienen barrera idiomática a la asistencia de un intérprete se ha reconocido 
por primera vez de forma explícita en la Directiva europea de 2012 y su inclusión 
en la legislación nacional garantiza la tutela judicial efectiva. 

Como ya se señaló anteriormente, es importante destacar que las mujeres 
paraguayas víctimas de trata en España se caracterizan por el habla guaraní, 
especialmente las que provienen de zonas rurales, lo cual supone una dificultad al 
momento de darse a entender y ser entendidas.

Según Tamarit (2015), sin duda es muy exigente para la Administración dar 
cumplimiento a estos derechos, debido a la globalización y aumento de población 
extranjera con lenguas maternas muy diversas en España. Sin embargo, la práctica 
de apoyo a las víctimas ya ha llevado a superar la mentalidad limitadora de derechos 
propia de la lengua oficial, es decir, las actuaciones se realizan en interés de la 
víctima y en reparar el daño sufrido por el delito y, además, se tiene en cuenta lo 
que puede costar a las mismas contactar con el sistema de justicia.

Anteriormente, de acuerdo a la APRAMP (2011), los recursos de protección 
y asistencia eran gestionados por organizaciones no gubernamentales no existiendo 
ningún recurso público especializado.

  13Al respecto del ámbito de aplicación “Las disposiciones de esta Ley serán aplicables, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 17, a 
las víctimas de delitos cometidos en España o que puedan ser perseguidos en España, con independencia de su nacionalidad, de si 
son mayores o menores de edad o de si disfrutan o no de residencia legal” (art. 1 de la Ley n.° 4/2015). El art. 5.1 inciso h. establece 
que las víctimas puedan ejercer sus derechos de información del procedimiento aunque residan fuera de España.
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Hoy día, a través del Real Decreto n.° 1109/2015, las Oficinas de Atención a 
Víctimas se encuentran reguladas y se constituyen como unidades dependientes del 
Ministerio de Justicia o, en su caso, de las comunidades autónomas con competencias 
asumidas sobre la materia.

La gran ventaja de esta organización específica, es que gracias a ello, la 
víctima puede recibir, además de información jurídica, un apoyo individualizado 
que le ayude a resolver problemas psicológicos, sociales y económicos derivados del 
hecho delictivo que ha sufrido (Gómez, 2015:331).

Derechos procesales de las víctimas de trata de personas
Uno de los aportes innovadores del Estatuto (Ley n.° 4/2015) es el derecho 

de participación de la víctima en el proceso penal como parte. Así como señala 
Gómez (2015), en España a diferencia de otros sistemas jurídicos, la víctima puede 
participar en el proceso penal como parte plena, esto es, de pleno derecho con todas 
sus consecuencias y efectos jurídicos (constitución como acusación particular o 
actor civil, posibilidad de interesar diligencias, notificación de todas las resoluciones 
judiciales que se dicten, asistir al juicio, calificar los hechos y recurrir la sentencia).

Derechos de las víctimas de trata desde la perspectiva post-procesal
Desde esta perspectiva, es muy importante la actuación de los servicios 

de justicia restaurativa que va orientada a la reparación moral y económica de la 
víctima de trata de personas (art.15 LEVID).

Es importante entender, como señala Tamarit (2015), que “la idea de justicia 
comprende diversas manifestaciones, el desarrollo de la justicia procedimental y 
la justicia terapéutica, ambas ideas dentro del contexto de justicia restaurativa”. La 
primera tiene como objetivo establecer garantías jurídicas y buenas prácticas en el seno 
del proceso penal que permitan a las víctimas sentir que son tratadas de modo justo 
y que el sistema de justicia les asegure que pueden estar informadas, ser escuchadas 
y participar, lo cual evita el sentimiento de desamparo y pérdida de control sobre un 
asunto que les afecta personalmente, y, la segunda, mejorar el grado de bienestar 
psíquico, reduciendo el impacto emocional provocado por el delito y evitando que el 
contacto con el sistema de justicia reproduzca o incremente el daño. 

En ese sentido, por lo señalado, los derechos de las víctimas de trata desde la 
perspectiva post procesal dentro de la “justicia terapéutica” (Tamarit, 2015) son, por un 
lado, la correcta protección para la recuperación integral de éstas, y,  la posibilidad de 
reclamar indemnizaciones  por el daño sufrido a causa del delito de la trata en este caso.
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Atención a Víctimas
Otra novedad es la Regulación de las Oficinas de Atención a las Víctimas, que 

si bien fueron creadas por la Ley n.° 35/1995 de ayudas y asistencia a las víctimas de 
delitos violentos y contra la libertad sexual, no se encontraban reguladas.

Estas Oficinas, así como señala el Real Decreto n.° 1109/2015 que las regula, se 
encargan de realizar la evaluación individual, analizan las necesidades asistenciales 
y de protección de las víctimas, y estarán integradas por personal al servicio de 
la Administración de Justicia, psicólogos o cualquier técnico que se considere 
necesario para la prestación del servicio. Con ello se fija un marco asistencial 
mínimo para la prestación de un servicio público en condiciones de igualdad en 
todo el Estado, y para la garantía y protección de los derechos de las víctimas, sin 
perjuicio de las especialidades organizativas de las Oficinas según la normativa 
estatal o autonómica que les resulte de aplicación.

De acuerdo con Villacampa (2015), las circunstancias particulares que deben 
valorarse en la evaluación individual de la víctima, son a efectos de determinar qué 
medidas de protección de las previstas en el art. 25 del Estatuto se aplicarán14 . La 
evaluación debe atender a tres parámetros: a) las características personales de la 
víctima b) La naturaleza del delito y c) las circunstancias del delito.

Además, es la autoridad de asistencia en los casos de indemnizaciones de las 
víctimas de delitos en situaciones transfronterizas, en los casos en que el delito se 
cometa en un Estado miembro de la Unión Europea distinto a España y la víctima 
tenga su residencia habitual en España.

En ese sentido, tienen como funciones principal, informar a las víctimas 
sobre sus derechos, así como prestar servicios especializados a las mismas, apoyo 
emocional y psicológico, asesoramiento en el ámbito económico y judicial y 
sobretodo la accesibilidad gratuita. Además, debe coordinar con otras instituciones 
para la prestación de los servicios a las víctimas y con la finalidad de prevenir la 
revictimización, tiene funciones de apoyo a actuaciones de justicia restaurativa y 
procedimientos extraprocesales. 

Es importante destacar, que los funcionarios que se encuentren en estas 
oficinas deberán estar con suficiente formación general y específica a la protección 
de las víctimas en el proceso penal, para llevar una efectiva atención especialmente 

  14 Al respecto del ámbito de aplicación “Las disposiciones de esta Ley serán aplicables, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 17, a 
las víctimas de delitos cometidos en España o que puedan ser perseguidos en España, con independencia de su nacionalidad, de si 
son mayores o menores de edad o de si disfrutan o no de residencia legal” (art. 1 de la Ley n.° 4/2015). El art. 5.1 inciso h. establece 
que las víctimas puedan ejercer sus derechos de información del procedimiento aunque residan fuera de España.
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a las víctimas necesitadas de especial protección, como ya se mencionó antes, las 
víctimas de trata de seres humanos están dentro de este grupo. Es bastante obvio 
que el correcto funcionamiento de una Institución depende de la profesionalización 
de los funcionarios que estén a cargo para que así puedan cumplirse efectivamente 
y con seguridad los servicios en interés de las víctimas. 

De esta forma, la LEVID (art. 30 y 31) señala que las autoridades del gobierno, 
se encargarán del realizar cursos de formación para los funcionarios, prestando 
especial atención a las víctimas necesitadas de especial protección, así como también 
se encargarán de la aprobación de protocolos de actuación para la protección de las 
víctimas.

Se promoverán las buenas prácticas también, aunque cuando hace referencia 
a la sensibilización (art. 34) se puede observar su enfoque en los medios de 
comunicación antes que en los funcionarios. De acuerdo con lo señalado por Tamarit 
(2015), “tiene un innegable sentido victimológico  dar satisfacción a las necesidades 
de las víctimas y es una cuestión que reclama una atención a los múltiples detalles 
y pequeñas decisiones y actitudes en el funcionamiento rutinario de justicia, en el 
sentido de manifestaciones del trato respetuoso que exigen los mandatos legales".  

Respecto a esto, García (2015) considera que la sensibilización y especialización 
de todos los operadores que desarrollan sus funciones dentro del sistema de justicia 
penal es una pieza clave e imprescindible y aunque de su capacitación sea más 
especializada por su contacto directo con las categorías de víctimas más vulnerables, 
esta formación debería comprender: conocimiento de los efectos negativos del delito 
sobre las víctimas, técnicas y conocimientos para ofrecerles ayuda, conciencia 
acerca del riesgo de poder causarles una victimización secundaria y técnicas para 
prevenirla o evitarla; así como disponibilidad de todos los servicios existentes que 
puedan facilitarle información y apoyo.

Conclusión
De la información obtenida a través de una investigación bibliográfica se 

puede concluir que se está haciendo un esfuerzo en luchar contra esta actividad 
delictiva al visualizar la disminución de víctimas paraguayas afectadas por la trata 
de personas con fines de explotación sexual.

Sin embargo, se encontró con la dificultad de que no existe una base de datos 
unificada en ninguno de los dos países utilizados para la investigación. En España, 
por su parte, cada institución tiene su base de datos y eso puede tener consecuencias 
como la duplicidad de números, convirtiendo a esos datos en no fiables. Por otro 
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lado, Paraguay no dispone de una base de datos y muchas víctimas detectadas en 
España no llegan a conocimiento de las autoridades paraguayas, lo que dificulta aún 
más hablar de números exactos reales, lo cual es fundamental para luchar contra 
este crimen eficazmente.

Otra dificultad que se encontró en la investigación, es el riesgo que corren las 
víctimas de ser tratadas como inmigrantes irregulares, al no ser detectadas como 
víctimas de trata, sino como prostitutas en situación administrativa irregular, y por 
ello, ser detenidas y enviadas al centro de internamiento de extranjeros, a pesar de 
los derechos que la ley les reconoce, muchas son expulsadas al lugar donde ocurrió 
la captación.

Se puede afirmar que se ha logrado conocer el perfil de la víctima paraguaya, 
con todas sus características, desde los tres elementos del fenómeno; la captación, 
el transporte y la explotación, lo que permite proporcionar el acceso a una mejor 
asistencia y protección a la víctima. 

En cuanto a la respuesta por parte del Estado español, las recientes reformas 
en la legislación, como la aprobación del Estatuto de la víctima del delito, ha sido 
un gran avance al reconocimiento de los derechos de las víctimas, y da una especial 
atención a las más vulnerables necesitadas de especial protección, dentro de las 
cuales se encuentran las víctimas de trata de personas, la mayoría extranjeras, 
independientemente si cuentan o no con residencia legal, se les otorga acceso a 
indemnizaciones, interpretación y traducción, y una adecuada protección, la cual se 
podrá determinar mediante una evaluación individual, evitando así, la victimización 
secundaria durante la investigación y el juicio.

En ese sentido, aunque la aprobación de la LEVID es muy reciente y no se 
cuenta con investigaciones empíricas aún, se considera que los resultados serán 
bastante positivos.

No obstante, para que el funcionamiento del Estatuto sea eficaz es necesaria 
la sensibilización respecto a la realidad de este fenómeno de las autoridades, 
principalmente las de seguridad, así como su constante formación y profesionalización 
en el proceso de detección de la trata con fines de explotación sexual, ya que según 
la investigación realizada, son las que realizan las inspecciones en los pisos y clubes 
de alterne donde se ejerce la prostitución.
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Artículo original
Análisis de la responsabilidad penal del consumidor de drogas en la Ley n.° 1340/88

Analysis of drug users’ penal liability under act 1340/88
Droga’uha responsabilidad penal rehegua oĩva Léi n.° 1340/88-pe ñehesa’ỹijo.

Silvio Corbeta* 

Ministerio Público. Asunción, Paraguay

Resumen
La responsabilidad penal del consumidor de drogas como acto preparatorio 

al consumo personal desde el punto de vista de la normativa nacional, establece un 
sistema de tasación de tipos de drogas y de cantidades permitidas para la portación, 
lo que ocasiona inconvenientes a los operadores de justicia debido a que existe 
un apego excesivo a lo normado o expresamente establecido, ya que se ven en la 
obligación de someter a procesos penales incluso a los dependientes hallados con 
cantidades mínimas de drogas, por el solo hecho de sobrepasar la mínima admitida, lo 
que dificulta aplicar políticas orientadas a la flexibilización de un problema médico-
sanitario, al momento de tratar a los justiciables dependientes a las drogas. En ese 
sentido, surge la interrogante si la reprochabilidad del drogodependiente, quien 
presenta trastornos conductuales ocasionados por el uso compulsivo de drogas y 
dependencia, pueda  llegar a tener entidad suficiente para atenuar la reprochabilidad 
del autor a la luz del art. 30 de la Ley n.° 1340/88 o verse disminuida.

Palabras clave: Responsabilidad penal, posesión de drogas, consumo personal, 
drogodependencia, criminalización del drogodependiente, reprochabilidad.

Abstract
	 The drug users’ penal liability as a preparatory event to personal use from a 

national normative perspective, sets an assessment system and quantities permitted 

Recibido: 21.07.19             Aceptado: 09.09.19
*Asistente Fiscal de la Unidad Especializada de Delitos Económicos y Anticorrupción UDEA. Ministerio Público. Asunción, 
Paraguay. Email: scorbeta@gmail.com
Abogado y Escribano Público por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Asunción. 
Especialista en Ciencias Penales por la Universidad Nacional de Asunción. Magister en Ciencias Penales por la Universidad 
Nacional de Asunción. Egresado de la Escuela Judicial del Paraguay. Docente Universitario. 

 Artículo de acceso abierto. Licencia Creative Commons 4.0.



106

Rev. jurid.	 Investigación en ciencias jurídicas y sociales 2019; 9  

for possession, what causes problems to justice workers due to the excessive adherence 
to what is regulated or explicitly set, which force them to charges even against users/
addicts who are found with minimum amounts of drugs, that hardly exceed the 
quantity permitted, which makes it difficult to implement policies oriented to the 
softening of a medical-health issue, at the time of treating addicts in conflict with the 
law. This approach questions the addicts’ penal liability, for they present behavioral 
disorder caused by compulsive drug use, which may come to have sufficient merit to 
attenuate the penal liability in the light of the article 30 of Act 1340/88.

Key word: penal liability, drug possession, personal use, drug addiction, addicts’ 
criminalization, guilt.

Ñemombyky
Maymave droga’uha rehegua responsabilidad penal ojejapo va’erãháicha 

léikuéra ñane retãygua mba’évape, upépe omombe’u mboy pevénte ikatu ojeporu 
ha mba’eichagua drógapa pevépa ikatu ojeguereko, kóva heta jey omoapañuái 
maymava tapicha  tekojojárãre omba’apóvape, ojekoiterei rupi upe léipe he’ívare, 
ojejopýrupi ichupekuéra ojapóvo pe proceso penal-pe he’iháicha, oporomoinge 
katuete  pe proceso penal-pe taha’épa jepe ra’e umi michĩmínte ho’úva droga 
oiporu rasa’imi haguére, upe michĩmi ohasa haguére  pe oñekotevẽvagui, kóva 
rupi ijetu’u oñembohape haguã peteĩ política ivevýi ha ipya’éva pe apañuái ha’érõ 
médico-sanitario, ojejapótarõ léipe he’iháicha droga ho’úvape guarã. Upéva 
rupi oñeñeporandu ikatúpa ojeitypaite mba’evai apo peteĩ droga ho’úva ári, upe 
tapicha rekove oñembyai jepéma rupi ho’u eterei rupi dróga opaichagua, ikatúpa 
añetehápe upe haguére oñembovevyive ichupe upe mba’evai apo ojeitýva hi’ári 
ohechaukaháicha art. 30 Léi 1340/88 terãpa oñembovevyi kuaave ichupe. 

Ñe’ẽ tee: Responsabilidad penal, droga oguerekóva, ho’áva droga je’úpe, drógape 
oñepohãnóva, ho’áva droga je’úpe tembiapo vai tee.

Introducción
La Ley n.° 1340/88 que modifica y actualiza la Ley n.° 357/72, que reprime el 

tráfico ilícito de estupefacientes y drogas peligrosas y otros delitos afines y establece 
medidas de prevención y recuperación de farmacodependientes y su modificatoria 
por la Ley n.° 1881/02, Modifica artículo de la Ley que reprime el tráfico ilícito 
de estupefacientes y drogas peligrosas y otros delitos afines, fueron creadas para 
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combatir al narcotráfico y promover la recuperación de los farmacodependientes. 
Mediante su demarcación y tipificación, sirven como política nacional de combate 
frontal al tráfico de drogas.

Algunos consideran que la utilización de mecanismos represivos como forma 
de combatir el tráfico y consumo ilícito de drogas originó efectos diferentes a 
los que se planteaba. Es por ello que se considera  la responsabilidad penal del 
drogodependiente como materia central pues, se debe entender que el fenómeno de 
las drogas abarca a toda la sociedad, sus efectos inciden en el mismo desarrollo, en 
razón a que afecta al sistema de salud, judicial, económico y financiero.

El artículo 30 de la Ley n.º 1340/88 establece un sistema de tasación de 
tipos de drogas y de cantidades permitidas para la portación por parte de un 
drogodependiente. Es decir, realiza una ponderación específica sobre las cantidades 
y tipos de drogas permitidas, como presunción de que dicha tenencia se da a los 
efectos del consumo personal, en el caso de la marihuana señala que no debe exceder  
los 10 gramos, y de 2 gramos en el caso de la cocaína, y otros opiáceos.

Esta delimitación genera inconvenientes a los operadores de justicia, ya que 
se ven en la obligación de someter a un proceso penal  a los dependientes hallados 
con cantidades  de drogas, por el solo hecho de sobrepasar la mínima permitida. 

El problema que se genera es que al mencionar cantidades y tipos de drogas, 
se complica  al momento de aplicar la legislación penal y se vuelve más difícil 
disponer políticas orientadas a la flexibilización de un problema médico y sanitario, 
para el tratamiento de los justiciables dependientes del consumo. 

Es de conocimiento que en el sistema jurídico paraguayo, existe un apego –casi 
excesivo   a lo normado, solo aquel hecho que está tipificado en la norma de modo 
expreso es el que se tiene en cuenta al momento de establecer la responsabilidad, con 
ello, una persona hallada en posesión de una cantidad mínima de estupefacientes 
que supere la preestablecida, a pesar de ser un farmacodependiente, su conducta 
es tipificada en tipos penales más gravosos con penas carcelarias más elevadas, 
hecho que provoca una suerte de criminalización del consumidor por una excesiva 
adhesión a la redacción legal.

Análisis de la responsabilidad penal del consumidor de drogas en la Ley 
n.° 1340/88

La posesión de drogas para la Ley n.° 1340/88
En general podría sostenerse que la tenencia implica el “ejercicio de un poder 

de hecho sobre la cosa”; este es el concepto de tenencia utilizado por el legislador 
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alemán en la ley de armas 52 y 53 (Falcone, 2007). Dicho en otros términos, sería 
la facultad de detentar del poseedor respecto al objeto, que no se limita únicamente 
a la tenencia física o material del objeto sino a la facultad y dominio sobre el objeto 
en cuestión.

Se entiende además que no se precisa un contacto material constante y 
permanente con la cosa poseída, sino que basta con que quede sujeta a la acción de la 
voluntad del poseedor, manteniendo éste en la posesión en tanto no abandone o ceda 
la cosa a otro, la destruya o adquiera un tercero la posesión sobre ella. Es indiferente 
la lejanía física y transitoria de la cosa e incluso la ignorancia de donde se encuentra. 
A partir de aquí pueden vislumbrarse dos tendencias, una representada por quienes se 
contentan con una disponibilidad hipotética o ficticia y quienes consideran necesaria 
una disponibilidad real y actual.  (Zaffaroni E., Alagia A., Slokar A., 2005)

En este último sentido, Hernández Hernández citado por Joshi Jubert  (1999) 
señala:

Otra solución dejaría fuera del campo penal a cuantos manejan el destino de 
la droga en los múltiples medios que permiten las comunicaciones modernas, 
sin que  jamás hayan tenido la posesión material de la droga...la posesión es 
un concepto esencialmente jurídico y, naturalmente, consiste en la tenencia 
de una cosa o el disfrute de un derecho por una persona, pudiendo ejercerse 
dicha posesión por la misma persona que tiene la cosa o disfruta del derecho 
o por otra en su nombre y que se adquiere por la ocupación material de la 
cosa o derecho poseído, o, por el hecho de quedar estos sujetos a la acción de 
nuestra voluntad.
El tribunal Supremo español, Sala Penal, concluye sobre la tenencia en 

sentencia del 12 de enero de 1996, que:
La detentación de la droga puede revestir distintas posibilidades. Puede 
ser directa o inmediata, actual, material, física y de presente. Pero también 
mediata, indirecta, incluso a distancia sin necesidad de contacto físico. Lo 
decisivo en cualquier forma de tenencia, es que el objeto poseído esté sujeto 
de alguna forma a la voluntad del agente. No siendo necesaria la detentación 
física y material del producto, sí concurre en cambio lo que ha sido igualmente 
definido como dominio funcional de la cosa, es decir, opción y posibilidad de 
disposición sobre la droga.
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Sin perjuicio de lo dicho oportunamente, Joshi Jubert (1999) indica que puede 
afirmarse la posesión de la droga cuando: 

1) Se aprehenda materialmente la droga en poder del autor; 2) Cuando a pesar de no 
tener la posesión material, existe disponibilidad real sobre la sustancia, por ejemplo, por 
conocerse donde se encuentra y tener acceso a ella, o en definitiva, por estar en situación 
de poder decidir su destino; y 3) Por ser coautor, junto con el que posee materialmente 
la droga, aunque carezca momentáneamente de disponibilidad efectiva sobre la misma, 
siempre que la ejecución del plan se mantenga dentro de lo acordado.

De lo expuesto se concluye que la acepción de posesión y tenencia de drogas 
adoptada por la legislación nacional es aquella que no se circunscribe únicamente a la 
posesión material del objeto, sino a la facultad o derecho de su disposición, o en otros 
términos,  bajo la esfera de custodia del individuo y determinada a su voluntad. 

La misma abarca ambas consideraciones sobre la posesión, la primera refiere 
a la tenencia materia del objeto y la segunda en un sentido mucho más  amplio, a 
la capacidad o facultad de disponer, y la posibilidad de ejercer sobre él un dominio 
físico en todo momento.

Presupuestos del tipo penal previsto en el art. 27 de la ley n.° 1340/88
Análisis del art. 27

El tipo penal de tenencia sin autorización de drogas peligrosas, conforme a su 
redacción es un delito que no requiere de la consumación o producción del resultado 
lesivo, de esta manera se lo considera como un delito de peligro abstracto.

Por lo tanto, se tiene que la mera tenencia como se encuentra redactado en 
el art. 27 de la Ley n.° 1340/88: “...El que tuviere en su poder, sin autorización, 
sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las contengan, será 
castigado con cinco a quince años de penitenciaría...”, supone ya la consumación 
del delito, es decir, se castiga la simple posesión o la mera tenencia de drogas y 
de sustancias controladas a las que se refiere esta ley especial, previstas en las 
convenciones internacionales sobre tráfico de estupefacientes. 

La conducta prohibida es tener/poseer sustancias estupefacientes y drogas 
prohibidas. El verbo utilizado en la presente disposición penal es tener.

En ese contexto se observa principalmente la utilización del verbo “tener” 
contenida en el art. 27 de la Ley n.° 1340/88 y en la mayoría de los tipos penales 
previstos en esta  normativa especial, como la tenencia para el consumo y con fines 
de tráfico, entre otros, realizando la distinción de acuerdo a la finalidad pretendida 
por el autor o el poseedor.
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El tipo penal no requiere una cualidad especial en el autor, pudiendo ser 
cualquier persona o sujeto pasible de sanción penal.

En cuanto al elemento subjetivo, es un delito doloso. En este caso el dolo 
requiere que la droga se encuentre bajo su disponibilidad, y que como tal, de acuerdo  
a la técnica legislativa seleccionada, en él no se castiga la finalidad o la intención 
de empleo de la droga, sino la simple posesión de la sustancia, ya que con ello el 
legislador considera que se atenta y se pone en riesgo al bien jurídico protegido 
colectivo, en este caso, a la salud pública. Esta forma de legislar es cuestionada por 
muchos juristas, como señalan los detractores cuando se castiga al poseedor de un 
objeto con prescindencia de la finalidad que preside dicha posesión, en puridad se le 
está imponiendo una pena por la mera sospecha de su empleo contra un bien jurídico. 

Análisis del art. 30
En efecto, el tipo penal de tenencia con fines de uso y consumo personal se 

encuadra dentro de la tendencia legislativa conocida como el “derecho penal de la 
puesta en peligro o de peligro abstracto”, al igual que el tipo penal previamente 
analizado.

La conducta prohibida es tener sustancias estupefacientes para uso y 
consumo personal. Es el mismo verbo a que la Ley n.°1340/88 y su modificatoria 
hace referencia en la mayoría de los tipos penales, principalmente en el art. 27 que 
se distinguen en el plano subjetivo. 

La norma define la droga para el uso personal del farmacodependiente como 
“la tenencia en su poder  de sustancias suficientes para su uso diario cantidad que 
debe ser determinada en cada caso”.

La tenencia fue definida ampliamente con anterioridad, sin embargo, se 
resume como el ejercicio del poder de disposición sobre la cosa o el objeto, que no 
se limita a su aprehensión física, es decir, no requiere contacto material, sino que la 
misma esté sujeta a la voluntad y acción del poseedor. Por lo tanto, es un delito de 
carácter permanente porque la conducta se consuma continuamente siempre que el 
autor decida mantenerse en la posesión del objeto prohibido.

En cuanto al elemento subjetivo, es un delito doloso. En este caso el dolo 
requiere que la droga se encuentre bajo su ámbito de disponibilidad.

El tipo subjetivo contiene un elemento adicional, del uso y consumo 
personal. Es decir, conforme a la redacción del tipo penal, no se requiere que 
el sujeto quien detenta la droga prohibida ejecute la conducta prevista en la 
normativa, es decir, consuma efectivamente la droga, siendo suficiente que se 
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configure la exigencia subjetiva consistente en que el autor tenga esas sustancias 
para su consumo personal. Al tratarse de un elemento interno, en teoría no es 
necesario que se lleve a cabo el acto. 

Se establece una pena privativa de libertad de dos a cuatro años así como el 
comiso de las sustancias: “...Pero si la cantidad fuere mayor que la recetada o que 
la necesaria para su uso personal, se le castigará con penitenciaría de dos a cuatro 
años y comiso...”

Sin embargo, en la última parte se limita el ius puniendi estatal, exonerando 
de pena en los casos que la marihuana no supere los diez gramos y dos gramos en 
el caso de la cocaína y otros opiáceos. 

Por ende, se podría decir que existe una condición objetiva de punibilidad en 
el caso  particular, cuando se supera el mínimo previsto por la ley, para que el hecho 
sea considerado punible. 

 Del análisis se desprende que a pesar de darse los presupuestos de la punibilidad: 
tipicidad, antijuridicidad y reprochabilidad para la aplicación de una sanción penal, 
se exonera al autor, siempre que se reúna tal cantidad mínima y se compruebe la 
finalidad, su utilización y consumo personal: “...El que tuviere en su poder sustancias 
a las que se refiere esta Ley, que el médico le hubiere recetado, o aquél que las tuviere 
para su exclusivo uso personal, estará exento de pena...” (art. 30). 

En el art. 27, tal como en muchas legislaciones extranjeras, se observa que el 
legislador en la técnica prescinde de la finalidad del autor. Algunos autores cuestionan 
sobre dicha forma de legislar, señalando si ello es correcto en un Estado de Derecho 
respetuoso de las garantías haciendo hincapié en las siguientes cuestiones:

Eberhard Struensee en coautoría con Jakobs señala que al tiempo de calificar 
los delitos de tenencia como un traspié legislativo, la expresión tener no describe 
conducta alguna. (Struensee E., Jakobs G., 1998)

El problema detectado es que estos tipos penales, como la posesión de drogas, 
la posesión de armas, entre otros que castigan solamente la simple tenencia del 
objeto incriminado, sin que resulte necesario verificar la intención de un empleo 
adicional del objeto detentado (Falcone, 2007). 

Nestler (1999), señala:
La posesión de un objeto no representa peligro alguno. Dicha posesión sólo 
resulta peligrosa para los bienes jurídicos en la medida en que la posesión 
abre la posibilidad de que una persona  lleve a cabo una acción que pueda 
conllevar un riesgo por el empleo de ese  objeto. Vgr. ni la posesión de 
gasolina, ni la tenencia de un cuchillo, como tampoco la de una metralleta o 
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de un coche afectan por sí mismo, a los bienes jurídicos, sino, a lo sumo, el 
uso que de estos objetos se haga. Así, la utilización  de automóviles se torna 
peligrosa cuando se la acompaña de la embriaguez del conductor, al igual que 
la gasolina cuando se la emplea como medio para un incendio.
Al respecto Falcone (2007), menciona:
No debiera discutirse que la peligrosidad atribuida a esos objetos (armas, 
estupefacientes) dependerá del empleo que se haga de ellos. Por ejemplo si 
el poseedor mismo concibe la posesión como preparación de una actuación 
delictiva, lo que significa que tan sólo la fijación de un fin potencial por parte 
del poseedor puede fundamentar la prohibición de la tenencia; en tal sentido, 
no puede cuestionarse la punición del delito previsto en el artículo 5to. inc. c) 
de la ley n.° 23.737 “tenencia ilegítima de sustancia estupefaciente con fines 
de comercialización”
Cuando se castiga al poseedor de un objeto con prescindencia de la finalidad 

que preside dicha posesión, en puridad se le está imponiendo una pena por la mera 
sospecha de su empleo contra un bien jurídico (Falcone, 2007). 

Jakobs (1997) alude: 
Los  delitos de peligro abstracto del último género expuesto invaden, pues el 
ámbito interno, no respetan por tanto el principio del hecho y no son correctos 
en un Estado de derecho, desde el momento en que para fundamentar o 
agravar la pena se recurre a lo planeado o no por el autor.
La misma preocupación manifiesta Sancinetti cuando señala que “la cuestión 

se restringe en estos casos, exclusivamente, a la discusión constitucional de la 
legitimidad de la norma” (Sancinetti, 1987).

Es que aún en los ejemplos dados una conducta peligrosa con carácter general, 
puede resultar inocua en el caso concreto, por ej. el arma de guerra está deteriorada, 
o la cantidad de droga detentada es tan escasa que resulta improbable la afectación 
de la salud pública (Falcone, 2007). 

Cita Falcone (2007) que si ello no puede contestarse en un Estado de Derecho 
democrático, la posesión de drogas pondrá en peligro a la salud pública cuando 
se abra la posibilidad de una transmisión no controlada a terceras personas; por 
el contrario cuando la adquisición y la posesión desde la representación del autor, 
resulte un acto preparatorio de su propio consumo, en tanto no afecta la salud 
de otros consumidores resultará atípica. Y esto se observa claramente cuando se 
detentan pequeñas cantidades de estupefacientes para ser consumidas en un ámbito 
privado. 
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Según Nestler, es posible aún establecer una diferencia sustancial entre la 
tenencia de armas de fuego y la tenencia de drogas: 

En el caso del arma de fuego basta con que se emplee el arma para que 
terceros se vean puestos en peligro, mientras que en el caso de los estupefacientes, 
aún después de abandonar la esfera del poseedor, sólo presentan riesgo si el tercero 
decide ponerse a sí mismo en peligro a través del consumo (Nestler, 1999). 

Esta manera de castigar la tenencia de estupefacientes para consumo 
personal desconoce la existencia de un derecho fundamental a la autopuesta en 
peligro voluntaria y debe recurrir ilegítimamente a la puesta en peligro abstracta 
ajena doblemente mediata para justificar la amenaza penal. Así Kreuzer en contra 
Nestler quien afirma que “la participación en el consumo de drogas de un tercero 
se trata siempre de la participación en una autopuesta en peligro, mientras no pueda 
excluirse la propia responsabilidad del consumidor".  (Falcone, 2007)

En el mismo sentido expone  Jürgen Wolter (2000): 
La conducta del consumidor ocasional queda excluida ya de principio del 

ámbito del merecimiento de pena y, consiguientemente, del de posibilidad de 
punición. Y es que dicha conducta no resulta jurídico-penalmente desaprobada, no 
es socialmente dañosa. No se da el tipo objetivo del injusto y, consiguientemente, 
tampoco la tipicidad en su conjunto. El autor ni siquiera entra en el primer nivel de 
la estructura del delito.

Igualmente desde la consideración del derecho penal como última ratio 
cabe entender dicha conducta como socialmente adecuada, al crear un riesgo 
jurídicamente permitido con mínima relevancia para el bien jurídico, máximo si 
como en el supuesto bajo tratamiento –tenencia para consumo– la realización de 
dicha conducta importa el ejercicio de una libertad fundamental. Cierto es que aquí 
se filtran criterios valorativos desde el bien jurídico, los que resultan necesarios para 
delimitar el alcance de la prohibición  (Falcone, 2007).

Admitido que el concepto de bien jurídico implica una relación dialéctica entre 
realidad y valoración funcional, urge entonces una redefinición del concepto de daño. 
En esta medida disvalor de injusto y lesividad deben medirse con criterios normativos 
sobre la mayor o menor relevancia jurídico penal del comportamiento (disvalor de 
acción) y de la mayor o menor gravedad de la afectación del bien jurídico (disvalor de 
resultado-lesividad); valores que dependerán del bien jurídico-penal puesto en peligro 
y afectado como de la modalidad del comportamiento (Falcone, 2007).

Esto indudablemente es posible de ser valorado en el ámbito de los bienes 
colectivos. En el caso concreto del bien jurídico Salud Pública y de los tipos 
previstos en la Ley n.° 23.737; no presentan idéntico disvalor de injusto ni tampoco 
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análoga lesividad la tenencia simple conforme al (art. 14), la tenencia con fines de 
comercialización según el art. 5 inc. “c” y el comercio de sustancias estupefacientes, 
establecido en el art. 5.  (Falcone, 2007)

Jurisprudencia nacional sobre el rigorismo en la aplicación del art. 30 de 
la Ley n.°  1340/88

Como parte del problema de investigación que se identifica con el excesivo 
rigorismo legal o apego que existe de parte de los operadores de justicia respecto a 
la tasación legal de cantidades máximas permitidas dispuesta por el art. 30 de la ley 
antidrogas, se puede dar como un ejemplo palpable el caso: “G. G., A. A. S/Tenencia 
de estupefaciente s/ autorización y  resistencia”. Los jueces penales de Sentencia, 
Juan Carlos Zárate Pastor (Presidente),  Gustavo Santander Dans y María Esther 
Fleitas Noguera Miembros Titulares, por  S. D. n.° 175 de fecha 31 de mayo de 2016,  
condenaron a  A.A.G.G. a la pena carcelaria de cinco años, incursando su conducta 
en lo previsto en el art. 27 de la Ley n.° 1340/88. Según los hechos debidamente 
probados en juicio el justiciable A.A.G.G. fue hallado en posesión de 11 gramos de 
marihuana en fecha 22 de noviembre del 2010, en la ciudad de Asunción,  fueron 
registrados como parte del caudal probatorio estudios psiquiátricos, médicos y una 
constancia expedida por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, en la 
que se certifica la asistencia del condenado a consultas psicológicas y psiquiátricas 
además de certificarse su condición de adicto a sustancias estupefacientes.

Finalmente el Tribunal de Apelaciones en lo Penal, dispone que la conducta 
de  A.A.G.G. sea tipificada en el art. 30 de la Ley n.° 1340/88 y reduce la condena 
a la pena de dos años privativa de libertad, argumentando que la pena impuesta 
era excesiva considerando que la cantidad permitida es la de 10 gramos, por lo 
que la cantidad que poseía el condenado era solamente superior en un gramo a 
la cantidad permitida, además, de constar en autos la condición de adicto del 
procesado, teniendo presente estas consideraciones invoca los art. 20 de la CN 
“Del objeto de las penas: Las penas privativas de libertad tendrán por objeto la 
readaptación de los condenados y la protección de la sociedad...” así como el art. 3 
del CP, reza: “...Principio de prevención... Las sanciones penales tendrán por objeto 
la readaptación de los condenados y la protección de la sociedad...”, también es 
importante traer a colación el art. 2 inc. 2º que establece: “...la gravedad de la pena 
no podrá exceder los límites de la gravedad del reproche penal...”. (G.G., A. A. S/ 
Tenencia de estupefaciente y resistencia, 2016)
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Figura 1  
Porcentaje de causas entre los años 2010-2014 

Fuente: Fiscalía Adjunta del Área de Narcotráfico

Figura 2   
Porcentaje de causas año 2015

Fuente: Fiscalía Adjunta del Área de Narcotráfico

Figura 3
Porcentaje de causas año 2016

Fuente: Fiscalía Adjunta del Área de Narcotráfico
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Figura 4
Usuarios de drogas en el sistema de salud pública de los últimos cinco años

Fuente: Centro Nacional de Prevención y Tratamiento de Adicciones. Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social

Análisis de la reprochabilidad penal del usuario de drogas
Se identifica como preocupación la relación que se hace sobre la 

drogodependencia, como trastorno mental, y la responsabilidad penal en el acto 
de consumo previsto en el artículo 30 de la Ley n.°  1340/88, ante la posibilidad 
de subsistencia de un conflicto. Al respecto surgió la siguiente interrogante: 
¿El sujeto que sufra de un trastorno ocasionado por el consumo de sustancias 
estupefacientes, es capaz de autodeterminarse sobre la base del citado artículo 
de la ley?, esta interrogante se hace atendiendo a que las drogas  esclavizan al 
consumidor, considerando que puede ser factible una considerable disminución de 
la reprochabilidad del autor como consecuencia del padecimiento de un trastorno 
mental generado por la dependencia y el abuso de dichas sustancias.

Al respecto, el art. 23 del Código Penal en adelante CP  Trastorno mental que reza:
 “...1º No es reprochable el que en el momento de la acción u omisión, por causa 
de trastorno mental, de desarrollo psíquico incompleto o retardado, o de grave 
perturbación de la conciencia, fuera incapaz de conocer la antijuridicidad 
del hecho o de determinarse conforme a ese conocimiento.  2º Cuando por 
las razones señaladas en el inciso anterior el autor haya obrado con una 
considerable disminución de su capacidad de conocer la antijuridicidad del 
hecho o de determinarse conforme a este conocimiento, la pena será atenuada 
con arreglo al artículo 67...”. 
El CP establece soluciones cuando surge la ausencia total de reproche, 

convirtiendo al sujeto en un individuo inimputable o incapaz de ser responsable 
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penalmente por sus actos, previendo en este caso la aplicación de medidas -art. 72 
CP-, y, cuando dicho reproche no se encuentre del todo ausente, situación que prevé 
en este último caso, la atenuación de la pena conforme al art. 67 del C.P.

Para el Dr. Manuel Fresco, Director del Centro Nacional de Prevención y 
Tratamiento de Adicciones dependiente del MSPyBS, la dependencia no impide el 
discernimiento de la persona respecto a la ilicitud de su conducta.  Es el nivel de 
intoxicación lo que presupone que en algún momento le puede llegar a eximir a la 
persona que cometió algún hecho delictivo. 

Solo algunos trastornos mentales hacen que el sujeto sea irreprochable, por 
ejemplo la demencia, la esquizofrenia, el trastorno bipolar, es decir, solo un grupo de 
trastornos eximen  de la responsabilidad a la persona  que cometió algún hecho punible.

En otras palabras, la adicción por sí sola no tiene la entidad suficiente para 
declararle irreprochable al sujeto, porque puede ser un consumidor ocasional o 
primario, sin embargo lo que se tiene en cuenta es el estado de intoxicación del 
individuo para  evaluar la capacidad de autodeterminación y de discernimiento.

Por lo tanto, se considera reprochable al drogodependiente ex ante de la 
comisión del delito,  en la decisión de consumir drogas, es decir, hay un conocimiento 
previo, por lo tanto, si el sujeto decide consumir alcohol por ejemplo tiene que tomar 
simultáneamente la decisión de no conducir un vehículo en ese estado. Esa misma 
lógica se aplica al drogodependiente sobre todo si el sujeto, es consciente que posee 
un trastorno relacionado al consumo y que tiene lugares gratuitos donde rehabilitarse 
a su disposición, sin embargo, en caso de no acepta el tratamiento y que no sigue las 
indicaciones, existirá una cuota de responsabilidad en el usuario. El dependiente es 
consciente de su enfermedad y decide si tratarse o no, y ahí es la decisión que si se 
niega a tratarse debe asumir la responsabilidad o las consecuencias de su enfermedad 
no tratada, la única excepción sería en los casos de psicosis o de esquizofrenia.

Método
El enfoque de investigación utilizado es el enfoque mixto debido a que existe 

una combinación de datos cuantitativos y cualitativos en la misma investigación 
para responder a los planteamientos formulados. Por una parte, de forma cualitativa 
se examinó la responsabilidad penal del consumidor de drogas desde el punto de 
vista de la doctrina, de la normativa nacional y se evaluó la necesidad de establecer 
unos cambios que regulen de modo preciso estas situaciones, y dar luz a los 
administradores de justicia en esta cuestión.
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	 Se realizó un análisis exhaustivo de fuentes documentales (Libros, Manuales, 
Tesis, Revistas nacionales como extranjeras), normativas, regulaciones nacionales e 
internacionales y otros registros existentes con el fin de analizar el escenario desde 
la perspectiva doctrinaria y legislativa en cuanto a la responsabilidad penal del 
consumidor de drogas.

	 En ese contexto, se realizaron también validaciones de la información 
existente en los registros, mediante entrevistas a actores involucrados de forma 
directa e indirecta con la situación del drogodependiente en Paraguay.

	 El método cuantitativo permitió utilizar la recolección y el análisis de datos 
para contestar interrogantes de investigación al confiar en la medición numérica, el 
conteo y la estadística para establecer con exactitud patrones de comportamiento en 
una población, en especial la compuesta por el farmacodependiente y la del operador de 
justicia.

Análisis de los resultados
Ahora bien, mediante los informes descriptivos recolectados sobre los números 

de usuarios de drogas en el sistema penal y número de usuarios en el sistema de 
salud, se pudo determinar que a pesar de la vigencia de la Ley n.° 1340/88, se notó 
un leve crecimiento de causas imputables por el art. 30, especialmente en el 2016 
respecto al 2015, y el número de pacientes que consultaron en el Centro Nacional 
de Prevención y Tratamiento de Adicciones del M.S.P. y B.S., único centro médico 
estatal dedicado a la recuperación y rehabilitación de farmacodependientes. Así 
mismo, entre los años 2014 al 2018, se registró un promedio casi invariable de 
20.502 pacientes por año, por lo tanto, se puede concluir que la ley antidrogas no es 
suficiente para disuadir el consumo de drogas, y que se requieren políticas públicas 
mucho más profundas orientadas a la reducción de la oferta y la demanda de drogas, 
y  que no estén únicamente basadas en cantidades incautadas como único enfoque.

Conclusión
El sistema paraguayo en materia de lucha contra las drogas es de carácter 

represivo, caracterizado por la aplicación de elevadas penas privativas de libertad, 
en consonancia con los delineamientos de los convenios internacionales suscritos y 
ratificados por el Paraguay. En ese contexto, la única disposición que se configura 
como una excepción es la prevista en el art. 30, que despenaliza la posesión siempre 
y cuando se den las circunstancias previstas, como que la tenencia se dé dentro del 
margen previsto en la norma y la acreditación de la condición de dependiente. 



119

Análisis de la responsabilidad penal del consumidor de drogas en la Ley n.° 1340/88
Silvio Corbeta-  pág. 105-122

La citada normativa estipula un margen de tolerancia para la tenencia, mediante 
la adopción de un sistema tasado de cantidades y de tipos de drogas, en el caso de la 
marihuana señala que no sobrepasará los 10 gramos y de 2 gramos en el caso de la 
cocaína y otros opiáceos. Los que del análisis se considera constituyen condiciones de 
punibilidad, es decir, para la aplicación de la sanción prevista, de 2 a 4 años de pena 
privativa de libertad, la normativa considera que la cantidad debe ser superior a la 
estipulada a más de la demostración judicial de la condición de farmacodependiente.

La problemática identificada gira en parte en torno a los inconvenientes que 
se generan a raíz de la aplicación de dicha disposición penal con la estipulación 
de cantidades mínimas y tipos de drogas, debido a que provoca limitaciones al 
operador de justicia, a los jueces y los agentes fiscales. Lo cual quedó demostrado 
con la ejemplificación mediante la exposición de un precedente jurisprudencial. 

En ese contexto, tratándose la drogodependencia claramente de un problema de 
salud pública, se convierte además en un problema del sistema judicial al contribuir 
en el exceso de carga laboral de los Juzgados de Garantías y de Unidades Fiscales, en 
el abuso de la prisión preventiva y del consecuente congestionamiento de las cárceles 
ante la carencia de suficiente infraestructura física para internar o tratar a todos los 
adictos del país y la falta de descentralización del Centro Nacional de Prevención y 
Tratamiento de Adicciones del M.S.P. y B.S.,  único centro a nivel país.

Entonces, como operadores de justicia considerando que la dependencia se 
constituye como un padecimiento de orden público, social y sobre todo de índole 
sanitario, habría que preguntarse la utilidad de imponer fuertes penas carcelarias a 
personas que sufren de una dependencia a las drogas, o más bien, de un síndrome 
y trastorno de la conducta tipificado como tal por la Organización Mundial de la 
Salud, en adelante OMS, que podría afectar la proporcionalidad que debe guardar 
la pena respecto a la gravedad del hecho, al considerar la posesión como un acto 
preparatorio de consumo personal y de índole privado. 

Se debería de ponderar −en cada caso− como lo refiere la misma normativa, 
si la posesión de drogas resultó peligrosa para los bienes jurídicos protegidos o puso 
en peligro a la salud pública, en la medida que se abrió o no la posibilidad de una 
transmisión no controlada o distribución a terceras personas, o en realidad constituyó 
más bien un acto de autolesión del mismo individuo que responde a criterios médicos, 
a factores físicos y psicológicos como el deseo incontrolable de consumir.
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Recomendaciones
Si bien el artículo posee un enfoque penal porque se basa en el análisis de la 

norma de fondo que sanciona la posesión de drogas como acto preparatorio al consumo 
personal –art.30 Ley n.° 1340/88  es necesario integrar con el aspecto procesal para 
suavizar a corto plazo el tratamiento sobre el justiciable farmacodependiente en un 
proceso penal.

En consideración a la forma actual en la cual está redactado el art. 30, se 
propone como medida urgente y a corto plazo para mejorar la situación del 
drogodependiente en el proceso penal sin necesidad de modificar la normativa, la 
implementación de un instructivo, protocolos de trabajo o de actuación fiscal desde 
la Fiscalía General del Estado, en el cual se trace una política criminal dirigida a un 
tratamiento más favorable del farmacodependiente.

En dicho protocolo de acción, se debería considerar varias cuestiones 
procedimentales como: la obligación de hacer un análisis caso por caso, incluso de 
reducir el plazo de investigación, fomentar las pesquisas investigativas y recolección 
de elementos probatorios dirigidos a la demostración de la tenencia como un acto 
preparatorio al consumo o referentes a la comprobación del estado de dependencia 
sin formular necesariamente una imputación fiscal para evitar en lo posible la 
exposición del justiciable a la posibilidad de aplicación de medidas cautelares 
restrictivas de libertad sobre el mismo, y así en pleno uso de su libertad, colabore 
con la investigación, y en caso de su renuencia o negativa utilizar las herramientas 
procesales previstas, como la imputación fiscal, la rebeldía o su captura, suspensión 
del plazo máximo de duración del procedimiento, etc. En resumen la imputación 
fiscal y las medidas cautelares serían en principio de última ratio, como un recurso 
para que al procesado se someta compulsivamente a las resultas del juicio.

Al ser estas medidas de última ratio, se debe promover la utilización de las salidas 
procesales como primer requerimiento para evitar la aplicación de medidas cautelares 
sobre el justiciable con la imputación fiscal que permanecerían vigentes durante 
toda la etapa investigativa y la etapa intermedia, como: el criterio de oportunidad, 
suspensión condicional del procedimiento e incluso la figura de la desestimación en 
razón de no constituir un hecho punible, siempre y cuando no se den las condiciones 
objetivas de punibilidad previstas por el art. 30 de la Ley n.° 1340/88, es decir, exista 
una cantidad menor a la tasada por la norma y se compruebe la drogodependencia.

Sería prudente que el agente fiscal cuente con un equipo multidisciplinario 
integrado por psicólogos y psiquiatras, capaces de hacer las entrevistas y determinar 
en una forma mucho más rápida y pueda brindar respuesta casi inmediata a los 
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trastornos de conductas generados por el consumo y diagnosticar la drogodependencia. 
También por trabajadores sociales que realicen estudios socioambientales al autor, para 
obtener datos significativos sobre el ambiente en el que se desenvuelve el investigado, 
su vivienda, su nivel socioeconómico, su ambiente familiar, si está en situación de 
calle, entre otras informaciones, es decir, un trabajo integral que sea conducente a 
determinar motivo del uso de drogas y la dependencia.

Con estas medidas, sin necesidad de modificar la ley facilitaría en mayor 
medida la labor de los agentes fiscales, quienes en muchos casos al inicio de una 
investigación no cuentan con suficientes indicios o elementos de sospecha que le 
permitan afirmar preliminarmente que las sustancias estaban destinadas al consumo 
personal del justiciable,  atendiendo a que son los que reciben la noticia criminis 
y posteriormente resuelven o ponderan la existencia de méritos suficientes para 
formular una imputación fiscal.

Este protocolo de actuación fiscal se sustentaría en que con medidas de 
respuesta rápida al servicio del órgano investigador, contribuiría a mitigar las 
consecuencias y a la vez podría dar un trato acorde al problema real suscitado en 
torno a este fenómeno, que responde principalmente a un problema de salud pública, 
es decir, a un padecimiento de orden físico o psicológico, como se explicó.

Ahora bien, en cuanto a las medidas a mediano y largo plazo, se sugeriría al 
Poder Legislativo, la modificación del art. 30 de la Ley n.° 1340/88, quedando de la 
siguiente manera:

“El que tuviere en su poder sustancias estupefacientes cuando, por su escasa 
cantidad y demás circunstancias, surgiere inequívocamente que la tenencia es para 
uso personal, estará exento de pena”.

Asimismo, se propone la modificación del art. 27 de esta ley especial 
considerando que el tipo base del art. 30, posesión de drogas, se encuentra prevista 
en dicha normativa, ajustándolo de la siguiente manera: “El que tuviere en su poder 
sin autorización, sustancias estupefacientes, drogas peligrosas o productos que las 
contengan, será castigado con pena privativa de libertad de dos años a cuatro años”.

Con la reducción de la pena máxima hasta cuatro años, se apreciaría una 
medición más precisa en cuanto al daño probable al bien jurídico que se pretende 
precautelar -salud pública-, debido a que la posesión de drogas, según la redacción 
vigente, tiene la misma pena que la comercialización de drogas –de 5 a 15 años   lo 
que parece desmedido considerando que en esta última se abre la posibilidad de 
transmisión a terceras personas, es decir, existe un mayor potencial de lesionar y de 
afectar al bien jurídico tutelado, por ende a la salud pública general.
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Por lo tanto, no presentan un idéntico disvalor de injusto ni tampoco análoga 
lesividad la tenencia simple (art. 27), y el comercio de sustancias estupefacientes 
(art. 44), motivo por lo cual se sugiere la modificación de dicha normativa, quedando 
el art. 44 con la pena actual, de 5 a 15 años.
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 violencia contra la mujer como factor criminógeno
Análisis de los casos registrados en el Paraguay durante 

los meses de marzo y junio de 2017
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in adolescents prosecuted for murder.
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Resumen
Esta investigación busca indagar la relación entre adolescentes sindicadas por 

el hecho punible de homicidio y que en algún momento de su vida resultaran víctimas 
de actos de violencia contra la mujer. Los objetivos planteados hacen alusión a la 
detección de casos de violencia sufridas por las victimarias y a la consecución de 
procesos que desembocan en la conducta homicida. Se presenta una investigación 
cualitativa, enmarcada en un estudio de casos, de tipo exploratorio-descriptivo. 
Se realizó entrevistas en el que se aplicó preguntas semi - abiertas como técnica 
de recolección de datos. La población investigada es la totalidad de adolescentes 
sindicadas por homicidio en Paraguay, que al momento se encontraban recluidas 
en el Centro Educativo “Virgen de Fátima”, durante los meses de marzo y junio 
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del 2017. El marco referencial se ajusta a los tres tipos de factores criminológicos 
según función predisponentes, preparantes y desencadenantes. Se toma como 
punto de partida los casos de homicidio y se realiza un análisis retrospectivo con 
la observación de las respuestas que obran en las guías de entrevistas aplicadas. 
El estudio de los resultados se da por casos, se transcriben algunas frases de las 
entrevistadas, las cuales se reconocen con los parámetros de análisis. Se identifica 
la función que cumplieron los actos de violencia como factores que influyeron 
en la ejecución de esta conducta criminal. En las muestras se denota signos de 
victimización, con lo que se puede concluir que los actos de violencia permitieron 
la predisposición de estas adolescentes para la ejecución del homicidio.

Palabras clave: violencia contra la mujer, factores criminológicos, mujeres 
adolescentes, homicidio.

Abstract
	 This investigation intends to examine the relationship between adolescents 

prosecuted for homicide, and the fact that they were, at some point of their lifes, 
victims of violence based on gender. The objective is the detection of cases of 
violence lived by the female agressors and the consequent process that leads to 
killer behaviour. The present paper delivers a quantitative research, framed in case 
studies, of descriptive-exploratory nature. For collection of data, several interviews 
with open-ended questions were conducted. The studied population is the total of 
adolescents convicted for murder in Paraguay, who are imprisoned at the Centro 
Educativo “Virgen de Fátima”, during the months of march and june 2017. The 
referential framework corresponds to the three types of criminological factors, 
according to their function: predisposing, preparing and triggering. The cases of 
murder are taken as starting point. The study includes a retrospective analysis 
with comments on the answers of the interview questionnaire. The study of the 
results is on a case by case basis, the paper also transcribes some phrases of the 
respondents. The study identifies the function of the violence episodes as factors 
that influence in the completion of the criminal behaviour. The samples indicate 
signs of victimization, it can therefore be concluded that, the violence episodes 
enabled the predisposition for the completion of homicide.

Key words: violence against women, criminological factors, adolescent women, 
homicide.
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Ñemombyky
Ko investigación oñeha’ã oikuaa mba’éichapa ojogueraha oñondive:  

mitãkuñáre oñembojárõ oporojukaha ha ojeheka ko mitãkuñápa imitãme 
ndojejahéiri mba’e hese raka’e, kuña haguére. Ko’ápe ojeheka ojekuaávo kásokuéra 
rupive umi ojejahéi vaipava’ekue hesépepa mba’e ojehu ichupe upe rire ha’e oiko 
haguã ichugui mba’evai apoha, ha oporojukase. Kóva peteĩ investigación omombe’u 
ha omyesakãva ojesarekopa porã rire umi kásokuéra, ojeporeka ha omombe’upáva 
oikóva. Upevarã ojejapókuri ñemongeta oñeporanduhápe heta hendáicha, upéicha 
rupive oguenohẽ datokuéra oikotevẽva. Oñeporandupaite mitãkuña oñecondenáva 
guivépe jejukakuére ko Paraguáipe, oikóva Centro Educativo “Virgen de Fátima”-
pe, jasyapy ha jasypoteĩ mbytépe 2017-pe. Oñembojovake mba’ekuaáre umi 
mbohapy hendaichagua jeporojuka rehegua función hérava: predisponentes, 
preparantes y desencadenantes. Oñeñepyrũ umi káso jejukakuégui ha oñehesa’ỹijo 
mba’éichapa oñepyrũ ypy raka’e oñeguahẽ haguã jejukápe upevarã ombohovái 
poradu ryru oñeñomongetahápe hendivekuéra. Umi estudiokuéra ojejapo peteĩteĩ 
umi kásogui, ojehai oje’e haguéichaite pe ñemongetahápe ha upéva ojehechauka pe 
ñehesa’ỹijorã. Ojehechakuaa mba’échapa  oñekumpli umi función oikórõ jejahéivai, 
mba’épa ojehu pe tapicha rekovépe ojapo haguã upe tembiapovai. Umi muestra-pe 
ojehekuaa upe tapicha oñandu hague jejahéi hekovépe ha upévare ikatu mbykyhápe 
oje’e opaite jejahéi vai ojejapóva tapicháre omoinge ipype mba’e amogotyove ha’e 
ikatuha  oporojukarei guasu.

Ñe’ẽ tee: kuñáre jejahéi, factores criminológicos, mitãkuña, jeporojuka.

Introducción a la problemática
La sociología criminal según el autor Tieghi (1989), consiste en: 
La ciencia que estudia el delito como fenómeno social, es decir, la criminalidad 
en toda su complejidad y la pena en cuanto reacción social, en sus orígenes, 
evolución y significación y en sus relaciones con los demás fenómenos sociales 
relacionados con una y otra (p. 388). 
Sin embargo, y de manera más específica, el criminólogo mexicano Luis 

Rodríguez Manzanera expresa que: “la criminología es la ciencia sintética, causal 
explicativa, natural y cultural de las conductas antisociales” (1981, p. 3).

Por su lado, la Oficina de Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito en 
adelante UNODC, indica que el homicidio constituye uno de los indicadores más 
completos, comparables y precisos para medir la violencia dentro de una región. 
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Sostiene que aproximadamente 400 mil personas anualmente pierden la vida a 
causa de homicidios dolosos a nivel mundial (2013). 

Cada una de las vidas es única e irrepetible. 
Rodríguez Manzanera resalta: “el privar de la vida a un semejante lesiona el 

bien común; es una conducta indeseable, daña no sólo a la víctima, sino a la familia 
y a la sociedad; destruye el valor supremo: la vida” (1981, p. 23). 

Lo presentado por el criminólogo engloba, no solo la consecuencia directa del 
acto de matar, sino también, el impacto que tiene ese hecho sobre la sociedad. En 
ese ímpetu, cobra importancia la descripción de la secuencia de los hechos sociales 
que llevaron hasta la comisión del homicidio por parte de los victimarios.

Diferenciándose de la indagación penal, interesa a la investigación identificar 
los móviles sociales que llevaron a las personas a cometer homicidio. Para esto, 
se realizó el estudio a personas que estén guardando reclusión en el sistema 
penitenciario nacional específicamente entre los meses de marzo y junio de 2017. 

Planteamiento del problema
Un informe de la Organización Mundial de la Salud, en adelante OMS, sobre 

la violencia interpersonal en el mundo, muestra que algunos países de América 
Latina y el Caribe tienen las tasas de homicidio más altas (2014) y en la región 
sudamericana, dicha tasa se da entre 16 a 23 homicidios por cada 100.000 habitantes 
(UNODC, 2013). 

En lo que respecta al Paraguay, según el Observatorio Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana, en adelante ONSCC, del Ministerio del Interior, la cantidad 
de víctimas de homicidio doloso en el 2016, ascendió a 669 personas, configurando 
una tasa nacional de 9,76 personas por cada 100.000 habitantes (MI, 2017). 

El sistema penitenciario paraguayo está dividido en cuatro grandes categorías: 
por un lado, centros de reclusión para adultos, y por el otro, centros para adolescentes; 
los que a su vez están divididos en centros para varones adultos y centros para 
mujeres adultas, así como en centros para adolescentes varones y en centros para 
adolescentes mujeres (Ministerio de Justicia de Paraguay).

Asimismo, se trae a colación lo puntualizado por la doctora Renata Wiese 
(2008) quien analiza la causalidad de los comportamientos antisociales de los 
adolescentes. Menciona que hay estudios que mostraron que sus motivaciones no 
pueden ser interpretadas de manera similar a la de un adulto. En esa línea, se analiza 
el grupo etario adolescente con el propósito de explorar sus entornos de desarrollo, 
en atención a la temprana edad en que se cometió el acto criminal.



127

Adolescentes sindicadas de cometer homicidio: violencia contra la mujer como factor criminógeno
Jesús Antonio Sánchez-  pág. 123- 137

Ante el panorama de la ley de protección integral a las mujeres, como medida 
de protección por los constantes casos de denuncias en materia de violencia contra 
la mujer (Ministerio Público, 2018), la intención del investigador es poder identificar 
si la comisión del homicidio tiene alguna relación con la violencia ejercida a la 
mujer por la condición de su género. 

En contexto, la Ley n. º 5.777/16, enfatiza: se entiende por violencia contra 
la mujer como: “la conducta que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, 
psicológico, patrimonial o económico a la mujer, basada en su condición de tal, en 
cualquier ámbito, que sea ejercida en el marco de relaciones desiguales de poder y 
discriminatorias” (art. 5º, inciso a).

Sobre la base de estas acepciones, esta investigación plantea un análisis de los 
casos de mujeres adolescentes que cometieron homicidio, de manera a conocer si 
en algún momento de la vida sufrieron dichos actos y establecer la relación como 
factor predisponente en su conducta. 

Delimitación conceptual 
Se entiende por adolescente la persona entre los 10 y 19 años de edad1 , que 

sufre cambios en las funciones sexuales y reproductivas, así como dando énfasis en 
el status social, dándose una agudización en las contradicciones sobre la dinámica 
de las relaciones internas (Rosabal et al. 2015).

La Ley n. º 5777/16, define la violencia contra la mujer es “la conducta que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, patrimonial o económico a 
la mujer, basada en su condición de tal, en cualquier ámbito que sea ejercida en el 
marco de relaciones desiguales de poder y discriminatorias” (art. 5. inc. a).

El homicidio conforma el tipo legal que consiste en “matar a otro…”, contemplado 
en el Código Penal Paraguayo (Ley n. º 1160/97) en los arts. 105, 106 y 107. 

1Conforme el plexo normativo legal vigente en la República del Paraguay, la adolescencia comprende entre las edades de 
14 a 17 años con 364 días de vida. Ley n.° 2169/03, que establece la mayoría de edad: Modificase el Artículo 1° de la Ley 
n. ° 1702/01, el cual queda redactado de la siguiente manera: ―art. 1°.- A los efectos de la interpretación y aplicación de 
la normas relativas a la niñez y a la adolescencia, establécese el alcance de los siguientes términos: a) Niño: toda persona 
humana desde la concepción hasta los trece años de edad; b) Adolescente: toda persona humana desde los catorce años hasta 
los diecisiete años de edad; y, c) Mayor de edad: toda persona humana desde los dieciocho años de edad.
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Marco legal
En esta investigación se utiliza base en el artículo 105º CPP, homicidio doloso, 

pues se analiza que el hecho se realizó con la intención de lograr ese fin:
1º El que matara a otro será castigado con pena privativa de libertad de cinco 

a quince años. 
2º La pena podrá ser aumentada hasta veinticinco años cuando el autor: 
1. matara a su padre o madre, a su hijo, a su cónyuge o concubino, o a su hermano; 
2. con su acción pusiera en peligro inmediato la vida de terceros; 
3. al realizar el hecho sometiera a la víctima a graves e innecesarios dolores 

físicos o síquicos, para aumentar su sufrimiento; 
4. actuara en forma alevosa, aprovechando intencionalmente la indefensión 

de la víctima; 
5. actuara con ánimo de lucro; 
6. actuara para facilitar un hecho punible o, en base a una decisión anterior a 

su realización, para ocultarlo o procurar la impunidad para sí o para otro; 
7. por el mero motivo de no haber logrado el fin propuesto al intentar otro 

delito; o 
8. actuara intencionalmente y por el mero placer de matar.
En este punto cabe señalar que, en el caso de los adolescentes, el artículo 

207º de la Ley n.º 1.680/01, Código de la Niñez y la Adolescencia hace la salvedad 
que la medida privativa de libertad tendrá una duración mínima de seis meses y 
máxima de cuatro años; y en el caso que los adolescentes hayan cometido un hecho 
calificado como crimen por el derecho penal común, la duración máxima de la 
medida será de ocho años.

Marco criminológico
En el estudio del fenómeno criminal se puede distinguir varias líneas 

explicativas, sin embargo, de dónde nace la criminalidad es un tema principal en 
la criminología.

Según Enrico Ferri (1959): “las acciones humanas, honestas o deshonestas, 
sociales o antisociales, son siempre el producto de su organismo fisio-psíquico, y de 
la atmósfera física y social que lo envuelve…” (p. 150). 

El estudio del origen o principio de la conducta criminal, el conjunto de 
factores y causas que dan por resultado la conducta antisocial, se entiende por 
criminogénesis (Rodríguez  Manzanera, 1981). De este modo, Rodríguez Manzanera 
considera un factor criminógeno a “todo aquello que favorece la comisión de una 
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conducta antisocial” (1981, p. 474). 
Rodríguez Manzanera (1981) afirma que: “una forma de explicar los factores 

criminógenos: Es dividirlos de acuerdo a su función en factores predisponentes, 
preparantes y desencadenantes… es muy necesario su estudio en cuanto nos 
descifran el iter criminis (camino del crimen), y nos dan la dinámica criminal de 
cada caso (p. 469).

Figura 1
Factores criminológicos según Rodríguez Manzanera

El gráfico precedente explica que a mayor predisposición a la criminalidad, 
los factores preparantes o desencadenantes pueden ser pequeños o pocos, pero 
suficientes, para que el autor cometa algún delito; contrario sensu, si una persona 
no tiene una alta predisposición a la criminalidad, el factor desencadenante 
necesariamente deberá ser notablemente mayor (intenso, fuerte) para la persona, 
que lo lleve a cometer el acto (Rodríguez Manzanera, 1981). 

En ese sentido se trascribe lo expresado por este autor explicando cada uno 
de los factores:
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Factor predisponente 
Del latín praedisponere, predisponer significa en español disponer 

anticipadamente algunas cosas o el ánimo de las personas para un fin determinado.
En Criminología,  de acuerdo con el maestro Di Tullio, en que la predisposición 
a la criminalidad es la expresión de aquel complejo de condiciones orgánicas y 
psíquicas, hereditarias, congénitas o adquiridas, que, acentuando las fuerzas 
naturales, instintivas egoístas y agresivas, y debilitando las inhibitorias, hacen 
particularmente proclive al individuo a llegar a ser un criminal, también bajo la 
influencia de estímulos que quedan debajo de la línea operante sobre la masa de los 
individuos. Los factores predisponentes son de naturaleza endógena, y pueden ser 
biológicos o psicológicos (p. 470).

Factores Preparantes
Los factores preparantes son generalmente exógenos, vienen de afuera hacia 

adentro, pueden ser sociales, como la provocación en una riña, pueden ser de 
naturaleza mixta como el alcohol, todos los autores están de acuerdo en señalar que 
es el factor preparante por excelencia.

La influencia descomunal del alcoholismo en los delitos violentos (por lo 
menos en nuestro país), es indudable, el factor preparante realiza una doble función 
que es importante conocer: el factor preparante actúa doblemente en el esquema 
que vimos anteriormente, el factor preparante no solamente acentúa los activantes, 
sino que tiene la fundamental característica de aniquilar los inhibidores; ampliemos 
el ejemplo que hemos mencionado: el alcohol.

El alcohol tiene la característica de acentuar todos los factores que llevan 
hacia el crimen, es decir, tiene la característica de acrecentar los activadores: el 
sujeto que se ha tomado algunas copas se vuelve generalmente más alegre si tiene 
una predisposición a la alegría, se vuelve terriblemente más triste si tiene una 
predisposición a la tristeza, o sea que si es un sujeto depresivo entonces al cuarto o 
quinto alcohol ya estará llorando, si por el contrario es un sujeto agresivo, al cuarto 
alcohol ya estará deseando pelear…

Para los efectos de este apartado, estamos considerando el alcoholismo en 
esta primera etapa, en la que el sujeto acrecienta su natural agresividad, o siente 
acrecentada su natural instintividad sexual, a la segunda o tercera copa se siente 
mucho más excitado e incitado a todos los niveles. Al mismo tiempo tenemos la 
desaparición de los inhibidores, el sujeto con unas copas va a ser capaz de hacer 
cosas que jamás haría sobrio y en público: en un momento dado es capaz de hacer 
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un "striptease", o de declarársele a una muchacha, o de manejar a 120 kilómetros 
por hora, o provocar a alguien que indudablemente le va a partir la cara, porque ya 
no hay freno, ha perdido sus inhibidores (pp. 470, 471). 

Factores desencadenantes
Factor desencadenante es el que precipita los hechos, es el punto final del 

drama, es el último eslabón de una cadena. El factor desencadenante, por decirlo 
así, es la gota que derrama el vaso, en ocasiones puede ser el más absurdo o el más 
desconcertante. Por desgracia en la realidad el factor desencadenante es el que más 
se toma en consideración, es el que la opinión pública más toma en cuenta, pero no 
solamente ella, en ocasiones los jueces lo toman principal y fundamentalmente para 
sus decisiones.

El factor desencadenante por sí solo es de escasa importancia en la mayoría de 
los casos, criminológicamente es más importante el predisponente, pero no podemos 
olvidar ninguno de los dos pues, a mayor predisposición mayor peligrosidad, a 
menor predisposición  menor peligrosidad, a mayor factor desencadenante menor 
peligrosidad, a menor factor desencadenante mayor peligrosidad.

En mucho el factor desencadenante está condicionado por el predisponente, 
pues lo que puede desencadenar en un sujeto puede no hacerlo en otro.

El factor desencadenante puede ser interno o externo, la agresión verbal o 
física, el "corto circuito" de un cerebro dañado, la muerte de un ser querido, el 
descuido de la víctima, la alucinación del psicótico, etc. (pp. 471, 472).

Método
La investigación tiene un enfoque cualitativo, de carácter exploratorio – 

descriptivo y se enmarca en un estudio de casos.
En cuanto al diseño, la matriz metodológica comprende los presupuestos de 

cada uno de los tres factores criminológicos según función, apostados de forma 
horizontal. El desarrollo a lo largo de la vida de las adolescentes, conciernen a 
los factores predisponentes; el contexto o ambiente inmediatamente anterior a la 
comisión del homicidio, atañen a los factores preparantes; y finalmente, los hechos 
que configuraron el acto criminal, corresponden a los factores desencadenantes.

Como técnica para la recolección de datos, se utilizó un cuestionario de 
preguntas preestablecidas basadas en la matriz para la aplicación de entrevistas 
individuales a cada adolescente lo que lleva a que la investigación se ciña 
estrictamente a lo que la persona entrevistada expone.
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Procesamiento de datos
Las respuestas fueron ubicadas en la matriz dentro de cada uno de los 

indicadores correspondientes.
Seguidamente, se analizó cada caso, de forma vertical, en orden retrospectivo, 

interrelacionando cada uno de los tres tipos de factores, y una vez identificados los 
actos delictuales, se verifican si se encuentran hechos de violencia contra la mujer 
que sirvieron como factor en la comisión del homicidio por el cual se encuentran 
privadas de su libertad. 

Muestra
En el periodo que comprende la investigación (marzo a junio de 2017) se 

encontraban privados de libertad un total de 45 adolescentes sindicados/sindicadas 
por la comisión de homicidio doloso, que constituye el universo de la población 
adolescente, de los cuales 42 son varones y 3 son mujeres, en todo el Paraguay.

Para la muestra se tomó la totalidad de adolescentes sindicadas de cometer 
homicidio doloso, recluidas en el Centro Educativo “Virgen de Fátima” de la ciudad 
de Asunción. 

Una vez gestionadas las diligencias necesarias para conseguir el acceso al 
Centro Educativo, se aplicó el instrumento para la entrevista a todas las adolescentes, 
que constituyen un total de 11, de manera a evitar posibles amenazas por situaciones 
de discriminación dentro de la investigación por aplicar solo a quienes estaban 
privadas de libertad por el hecho de homicidio.

Cabe resaltar que en todo momento se mostraron abiertas a responder las 
preguntas. 

Resultados
Caso 1
Esta adolescente expresa que a lo largo de su vida sufrió varios tipos de 

violencias. Sufrió abusos sexuales por parte del padrastro, abusos por parte del 
padre de su hijo, y hasta cierto punto, por parte de una nueva pareja suya. 

Respuesta textual de la entrevistada: “A mí muchísimo me jugó mi padrastro, 
lloraba yo, y no podía decirle nada a mi mamá”.

Menciona que la madre le daba un trato diferente dentro del seno familiar 
en comparación a su hermano. Que si bien ella es mayor, siente que dan mayor 
importancia a su hermano, así como ciertos privilegios, que ella por ser mujer no 
puede tener, hasta es recriminada por tener una hija.
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Respuesta textual de la entrevistada: “Mi mamá a mi hermano casi no le 
retaba…”

Manifiesta que dejó el colegio para ayudar económicamente. Se dedicaba a 
realizar tareas domésticas fuera de la casa, y a la vez, para no pasar mucho tiempo 
en ella, pues no se sentía del todo a gusto.

Acota además, que su hija menor sufría abusos por parte de su padrastro.
Respuesta textual de la entrevistada: “Yo le hice eso para que no pase lo mismo 

que mí… yo me siento mal, pero me siento bien también porque siento que le liberé…”

Caso 2
Hace alusión que, dentro de su seno familiar era bastante maltratada 

psicológicamente por la madre. 
El padre biológico estaba separado de la madre, pero de igual forma mantenía 

contacto con ella, sin embargo, no podía vivir dentro de su casa porque la madrastra 
maltrataba bastante, tanto psicológica como físicamente.

Respuesta textual de la entrevistada: “A mí ko esa señora me pegaba con 
cinto… ajukasé (traducido del guaraní: la quiero matar) cuando me acuerdo, no 
daba gusto ligar al pedo” 

Menciona también, que estando de pareja con un joven de casi 8 años mayor 
que ella, inicialmente tuvieron una buena relación, pero que conforme pasaba el 
tiempo, la madre del joven empezó a ensañarse con ella, al punto de golpearla en 
varias ocasiones.

Sostiene que se refugiaba en su grupo de amigos, donde a diario se daba el 
consumo de bebidas alcohólicas y estupefacientes (marihuana). Manifiesta ser líder 
en su grupo de amigos y que estos a la vez la protegían de otros grupos.

Respuesta textual de la entrevistada: “Yo vivía con mis amigos… ellos no 
me hacían nada, me protegían mucho. Siempre tomábamos o fumábamos, pero 
estábamos bien, roviví (traducido del guaraní: ¡Vivíamos!)

El homicidio tuvo lugar como medio de defensa, ante una tercera posibilidad 
de abuso por parte de un mismo sujeto. 

Respuesta textual de la entrevistada: “Él quiso abusar de mí en la fiesta… 
estábamos todos tomados… y usé ese mi cuchillo que dije que iba a usar por él 
porque yo ya le tenía entre la mira… descargué toda mi rabia”.
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Caso 3
Afirma que vivía en un seno familiar donde se encontraba protegida y querida. 
Una vez que tuvo su hijo, las relaciones familiares cambiaron, mas no a 

medida de desprotección, sino que ante su situación económica, la obligaron a 
buscar sustento económico. 

Menciona que tuvo que huir de su ciudad por sufrir acosos por parte del padre 
de su hijo, hasta recibió amenaza de muerte. El padre del menor, no estaba muy al 
tanto del niño, pero se presentaba de manera violenta a la casa cuando se encontraba 
en estado de ebriedad.

Respuesta textual de la entrevistada: “Yo vine a Asunción porque me corrí 
del papá de mi hijo, una vez se fue y me buscó con machete, agarré mi plata y vine”

Una vez instalada en la ciudad, realizó trabajos como limpiadora en casas 
particulares. 

Con respecto a la comisión de homicidio, la víctima por la cual se la síndica 
era un señor a quien cuidaba. Sostiene que es inocente, pues obtenía ingresos 
económicos trabajando para él. Asegura que se la inculpa por su carrera delictiva. 
Se dedicaba a cometer actos delictivos, con posesión de armas de fuego, pues dice 
ser adicta a estupefacientes, pero que no atentó contra la vida de esa persona. 

Respuesta textual de la entrevistada: “Yo soy motochorra”

Discusión
En los tres casos analizados, se identifican actos de violencia contra la mujer, 

cada una con particularidades diferentes.
En el primer caso, la violencia contra su persona se dio de manera sistemática 

por varios integrantes de su entorno familiar, sin embargo, ella no expresa en su 
relato ganas de venganza o algún tipo de ansias de desquite. 

En el segundo caso, en comparación con el primero, los malos tratos recibidos 
se dieron con menor frecuencia, de manera menos sistemática y constante, sin 
embargo, manifestó que sí guarda rencor contra las personas que la maltrataron.

El tercer caso, no manifiesta actos violentos de manera sistemática, no 
obstante, los pocos casos que sufrió fueron determinantes para tomar una decisión 
tajante: migrar en busca de protección.

En un primer momento se puede observar, que se da violencia contra la mujer 
en estas adolescentes dentro de algunos círculos de su desarrollo.

Ahora bien, al hacer cruce de datos entre lo manifestado por las adolescentes 
y las teorías criminológicas que se presentan, se puede deducir:
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Del caso 3 se concluye, que los actos de violencia contra la mujer no tuvieron 
alguna relación funcional directa con el homicidio por la que se la inculpa. Sin 
embargo, sí tuvo una incidencia importante al punto que el estilo de vida de la 
adolescente tuvo que cambiar, incluso llevándola a iniciar una trayectoria delictiva. 

En los otros casos sí se puede denotar los factores criminógenos entre el acto 
de homicidio cometido y la violencia de género que sufrió. 

El caso 2 muestra que los tratos que sufrió forjaron predisposición a la 
criminalidad. Ella expresó rabia contra quienes propiciaban los maltratos y 
manifestó ganas de desquitarse. 

Sumado a eso, se tiene el contexto propio del homicidio. El factor preparante 
para la comisión del acto delincuencial fue una situación reiterada en otras 
oportunidades, y se da en esta ocasión, que la adolescente se encontraba bajo efectos 
de estupefacientes. Por tercera ocasión habría sido víctima de un intento de abuso 
por parte de la víctima. En esta última oportunidad, manifiesta haber desquitado su 
rabia y “acabado con el problema”. 

Se deduce que la violencia sufrida funcionó como factor predisponente a la 
criminalidad, tanto con el resentimiento que manifiesta, así como con la trayectoria 
delictiva y el esparcimiento con grupo de pares al margen de la ley; como factor 
preparante, la rabia acumulada que la predispuso, sumado a estar bajo efectos de 
sustancias psicotónicas; y, como factor desencadenante, en atención a que ya había 
antecedentes, cometió el hecho, aún sin importarle el lugar público a fin de evitar 
ser de vuelta víctima de intento de abuso.

Con respecto al primer caso, con el análisis se puede presumir que la violencia 
sufrida sí predispuso a la criminalidad, con la salvedad que ella no desarrolló una 
trayectoria delictiva. 

Esta adolescente habiendo sido víctima, durante gran parte de su desarrollo 
de violencia discriminatoria, física y sexual, fue herida profundamente en lo que a 
su desarrollo psicológico se refiere. No se indaga en qué tipo de secuelas quedó por 
no ser objetivo de esta investigación, sí se recalca que relaciona directamente esa 
violencia con el acto cometido.

El factor desencadenante que se identifica es una fuerte tristeza devenida de 
todo lo que ella padeció en su vida. La adolescente estaba en conocimiento que 
su (futura) víctima estaba siendo igualmente víctima de abusos sexuales, lo que 
despertó en ella una desesperación, al punto de llevar a cabo el acto unos días 
después que tuvo conocimiento de lo que pasó. 

La violencia contra su persona la predispuso a cometer el hecho pues al tener a 
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su hija bajo su cuidado, y quien también sufría abusos, anuló los factores inhibidores 
de la conducta. El factor preparante podría tomarse el último abuso sexual que 
sufrió la víctima, lo que la llevó a, en un momento de total desesperación, según 
comenta, cometer el hecho para liberar a la pequeña de lo que ella padeció todo el 
tiempo.

Conclusión
En los casos analizados, los actos de violencia contra las adolescentes fueron 

perpetrados por personas de su círculo familiar, lo que las predispuso a acciones 
violentas y a la criminalidad.

En un caso, si bien entre los factores preparantes del hecho no se dio una acción 
abusiva de la víctima contra la victimaria, la conjunción de anteriores intentos de 
abuso por parte de la víctima, sumado a los maltratos sufridos por la adolescente 
en su círculo familiar, que la llevaron a tener una trayectoria delictiva, tuvo como 
consecuencia la comisión del homicidio.

En otro caso, la adolescente afirma no ser culpable del homicidio del cual 
se la sindica y guarda reclusión, por lo que no se analiza el caso en función a este 
hecho punible, en atención al enfoque cualitativo de la investigación. No obstante, 
se señala que a raíz de la violencia que sufrió, decidió migrar, lo que significó un 
cambio en su estilo de vida y desarrolló en el nuevo hábitat trayectoria delictiva.

Y en el último caso, la adolescente menciona que cometió el hecho para evitar 
que  su hija siga siendo abusada, pues conforme a su experiencia de la sistemática 
violencia que sufrió, y viendo que se repetía ese comportamiento para con su niña, ella 
no vislumbraba otro escenario que no sea de la violencia repetitiva, sintiendo que el acto 
que cometió liberó a la niña de continuar sufriendo lo que la adolescente padeció. 

Se tiene entonces que en los casos estudiados la comisión de los homicidios 
tuvo relación con la violencia sufrida por las adolescentes, pues fungieron de 
factores predisponentes en la medida en que dañaron su integridad tanto física, 
psíquica como psicológica y su desarrollo armónico socialmente esperado, según 
lo que denunciaron. 
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Articulo original

Identificación de arma de fuego a través de la técnica del moldeado forense
Identification of firearm through forensic molding method
Mboka jekuaa rehegua forense técnica moldeado rupive

Violeta Rodriguez 
Ministerio Público. Asunción, Paraguay

Resumen
	 La balística, como disciplina de la criminalística, constituye un medio de 

prueba en los hechos punibles donde se encuentran involucradas armas de fuego. 
Es fundamental en un juicio oral ya que, proporciona los procedimientos aplicados 
para la individualización de los elementos característicos, sean estos, balas, vainas 
o armas de fuego, de tal manera a individualizar al autor o autores del hecho 
investigado. El perito está obligado a desempeñar la labor pericial utilizando todos 
los recursos necesarios para colaborar con la justicia en la búsqueda de la verdad. En 
tal sentido, la presente investigación describe los procedimientos para determinar 
si una bala fue disparada por un arma de fuego en cuestión, cuando ésta presente 
algún desperfecto en su mecanismo de disparo. Asimismo, validar la técnica del 
moldeado a través de los ensayos para que en los casos de participar en juicio oral, 
el profesional cuente con fundamento para la defensa de su trabajo pericial.

	
Palabras clave: validación, bala, estrías, cotejo, mikrosil, moldeado flexible.

Abstract
	 Ballistics, as a forensic science’s discipline, constitutes means of evidence 

in criminal cases involving firearms. It is fundamental in trial, since it provides 
applied procedures for the identification of characteristic features, such as bullets, 
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or firearms, in order to identify the perpetrator or perpetrators of the ongoing criminal 
investigation. The court expert is obligated to perform its professional expertise by 
using all the necessary resources to collaborate with justice, in pursuit of the truth. In 
that sense, the present paper describes the procedures to determine if whether a bullet 
has been shot by a certain firearm, in case it presents malfunction while shooting. The 
expert’s work must also validate the molding method through the tests, so that in case 
they take part in a trial, the professional counts with basis to defend his work.

Key word: validation, bullet, stretch mark, comparison, mikrosil, versatile molding.

Ñemombyky
Pe balística ningo peteĩ mba’ekua’aty oĩva criminalística ryepýpe, kóva 

rupive ojekuaa porã mba’éichapa oikóra’e mba’evai ojeporuhápe mboka. Kóva 
mba’eguasu hína peteĩ juicio oral-pe, ha’e omombe’upa hekópe porã mba’eichaitépa 
oiko ha ojejapóra’e ojekuaa porã hag̃ua vála, valapirekue térã mboka rehegua 
ojekuaa porã hag̃ua pe térã umi mba’evai apoharépe. Upe Perito katuete ojapova’erã 
pericia ha upevarã oiporupa va’erã oĩva guive tembiporu oguahẽ hag̃ua pe 
añeteguápe ha péicha omoirũ oiko hag̃ua pe justicia.Upevarã, ko investigación 
omombe’upa mba’éichapa ojejapo va’erã ojekuaa hag̃ua añetehápe upe válapa 
osẽ ra’e mbokágui, oime rire oñembyai pe oñembokapuhápe. Upéichante avei 
omoañetese pe técnica del moldeado péicha ensayo rupive sapy’ánte oñeguahẽrõ 
juicio oralpe, pe profesional oguereko hag̃ua mba’ekuaa hekopeteguáva odefende 
porã hag̃ua hembiapo pericia rehegua.

Ñe’ẽ tee: ojevalida, vála, estríakuéra, cotejo, mikrosil, moldeado flexible.

Introducción
El Ministerio Público es el órgano jurisdiccional, debido a las características 

propias de los hechos delictivos investigados, motivo por el que necesita del auxilio 
de expertos que los asesore en cuestiones que exigen conocimientos especializados.

El avance científico, con la incorporación de técnicas específicas sobre los más 
variados campos, también en el área de la Criminalística y las Ciencias Forenses, 
permite contar con  métodos técnicos y objetivos de singular importancia para la 
determinación de aspectos de directa incidencia sobre el objeto procesal. De esta 
manera, el juez puede acceder a elementos  de convicción mediante el aporte de 
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expertos en el área para el asesoramiento o dictámenes de índole científico que por la 
experticia comprenda la denominada prueba pericial (Vázquez y Centurión, 2008).    

Los peritos intervinientes deben llevar a cabo los exámenes que correspondan, 
cuyo detalle deberá constar en el informe final; igualmente, en el habitual caso 
de ser varios, deliberarán en sesiones privadas de manera a buscar la objetividad, 
valorando las tareas realizadas y los resultados. Finalmente, plantearán sus 
conclusiones, fundamentándolas de acuerdo a las reglas de la ciencia, técnica o arte 
según el tema de que se trate.

El carácter técnico de este medio probatorio, exige que la tarea pericial sea 
rigurosa, objetiva y fundada. Por otra parte, esta exigencia puede comprenderse 
como una consecuencia estricta del principio de racionalidad, cuya generalidad 
adquiere en este terreno, especial importancia.

Vázquez y Centurión refieren: “El dictamen pericial no tiene carácter 
vinculante para el juzgador, quien, lo valorará conforme a los principios comunes. 
Pero es obvio que para apartarse de las conclusiones de los idóneos tendrá que 
aplicar y fundar los motivos del disenso”. (2008, p.447)

La valoración de un dictamen pericial se debe basar en métodos analíticos 
fiables que cumplan con las normativas nacionales e internacionales en todas las áreas 
de análisis. Por lo tanto, está admitido internacionalmente que el sitio −laboratorio− 
donde el perito desarrolla sus análisis, debe contar con las medidas pertinentes 
para producir datos con el nivel necesario de calidad. Dichas medidas comprenden: 
utilización de métodos de análisis validados, utilización de procedimientos internos 
de control de calidad participación en ensayos de aptitud; y obtención de la 
certificación según la norma internacional existente para en el área, habitualmente 
ISO/IEC 17025. Pues, la validación de métodos es un componente esencial de las 
medidas que un laboratorio debe implementar para producir datos analíticos fiables.

El sistema integrado de imagen balística, en adelante IBIS, permite almacenar 
las características de proyectiles disparados y vainas percutidas de armas de fuego, 
éstas pueden ser comparadas posteriormente con otras armas utilizadas en otros 
casos y se los vincule con ellos. En algunos casos, los peritos reciben peticiones 
para examinar armas de fuego que se encuentran oxidadas y/o corroídas. 

Para mejor comprensión, se entiende por corrosión la reacción química oxido   
reducción− en la que intervienen tres factores: la pieza manufacturada, el ambiente 
y el agua o por medio de una reacción electroquímica, que en los casos de AF, se 
deben a la humedad del lugar donde se guarda o a la falta de limpieza.
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 Las áreas de mayor interés para la pericia balística están afectados, en algunos 
casos, por esta oxidación/ corrosión en la base del culote, el percutor, la ventana 
de expulsión y la uña extractora, la recamara, la corredera, área del tambor, tubo 
cañón, etc.

Esta oxidación-corrosión hace que sea difícil para el examinador del 
IBIS realizar su tarea, pues, se precisa obtener muestras confiables de balas y 
casquillos para ingresar posteriormente a la respectiva base de datos y para ello, 
realizar pruebas de disparos, que estando el AF en esas condiciones impide ese 
procedimiento. Además, corre el riesgo de alterarse de manera permanente las 
estrías y microestrías que se denomina −firma del arma de fuego−  para una futura 
identificación mediante la comparación.

En consecuencia, las medidas tomadas para preparar el arma de fuego deben 
ser eficaces, de manera a conseguir ejemplares de calidad para el cotejo de imágenes 
como resultado en el IBIS. Se puede obtener una correlación de armas que fueron 
utilizadas en otro hecho punible.

Es importante resaltar que en caso de encontrarse ante personas que conocen 
del funcionamiento de las armas de fuego, pueden intentar eliminar los depósitos de 
óxido-corrosión,  con la utilización de materiales a través del tubo cañón, como un 
parche seco u otros materiales de tela, un nylon o incluso un cepillo metálico. Tales 
métodos aumentan el riesgo de cambios en la firma o ánima del cañón, a través de 
las mismas acciones abrasivas descritas previamente, cuando una prueba de disparo 
de bala pasa a través de un tubo cañón corroído no tratado. Sin intentar aflojar o 
solubilizar el óxido con un disolvente no abrasivo antes de pasar un cepillo de nylon 
o parche seco, a través del cañón del arma de fuego, el riesgo de cambiar de forma 
permanente la firma del arma de fuego es potencialmente mayor.

La criminalística
	 El Lic. J. Montiel Sosa, la define como: 
La ciencia penal auxiliar, que mediante la aplicación de sus conocimientos, 
metodología y tecnología, al estudio de las evidencias materiales, descubre 
un hecho presuntamente delictuoso, y al responsable o a los responsables 
aportando pruebas a los organismos que procuran y administran justicia.  
El doctor Moreno González, mexicano, define la siguiente manera: 
Criminalística es la disciplina que aplica fundamentalmente los conocimientos, 
métodos y técnicas de investigación de las ciencias naturales en el examen del 
material sensible significativo relacionado con un presunto hecho delictuoso 
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con el fin de determinar, en auxilio de los órganos encargados de administrar 
justicia, su existencia, o bien reconstruirlo, o bien señalar y precisar la 
intervención de uno o varios sujetos en el mismo.
Esta ciencia, puede suministrar información objetiva de otra manera 

inalcanzable para el investigador y para el sistema judicial, a través del examen de 
la evidencia física.

Sus objetivos son similares a las ciencias naturales, vale decir, que se dedica a 
la búsqueda de la verdad mediante la aplicación del método científico, a diferencia 
de la subjetividad del testimonio que está más abierto a la especulación.

La problemática actual vinculada a la inseguridad, ocupa un lugar 
preponderante en la comunidad, ya que exige soluciones eficaces e inmediatas sin 
embargo, en la práctica no se da de esa manera y la respuesta que otorgan los distintos 
operadores del sistema penal ante la comisión de un delito, muy especialmente en lo 
relativo a la impunidad que gozan muchos autores de acciones delictivas.

Es aquí donde tanto la investigación del hecho criminal como la identificación de 
los presuntos autores cobran vital importancia. Esta etapa del proceso penal requiere un 
abordaje de alta complejidad que precisa intervenciones técnico-científicas apropiadas.

El Lic. J. Montiel Sosa la define en estos términos: 
La Criminalística como ciencia, cuenta con objetivos perfectamente definidos, con 
principios científicamente establecidos y prácticamente comprobados, asimismo 
ha implementado metodología propia de acuerdo a sus actividades y utiliza el 
método científico para formular sus teorías, leyes o principios y para razonarlos 
deductivamente aplica las proposiciones del silogismo universal (2000, p.20).
De la definición también se deduce que el objeto de estudio u objetivo material 

de la criminalística general es el estudio de las evidencias materiales o indicios que 
se utilizan y que se producen en la comisión de hechos.

Ese estudio de las evidencias materiales en la investigación criminalística, 
tanto en el lugar de los hechos, como en el laboratorio, llevan a un objetivo general 
perfectamente definido que refiere a: “Investigar técnicamente y demostrar 
científicamente, la existencia de un hecho en particular probablemente delictuoso”.

Tanto en la verificación del hecho delictivo como en la individualización del 
presunto o de los presuntos autores, el conocimiento que aporta la criminalística 
se considera relevante. Su ámbito de estudio es el hecho delictuoso y responde 
a las siguientes preguntas: ¿qué sucedió?, ¿Cuándo?, ¿Cómo se desarrollaron los 
hechos? ¿Dónde? ¿Por qué ocurrieron los hechos? ¿Quiénes participaron? ¿Con que 
se efectuaron los hechos? (J. Montiel Sosa, 2003).
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Indicio
De acuerdo a lo mencionado por el Lic. J. Montiel Sosa, experto criminalista 

mexicano, la palabra indicio proviene del latín Indicium y significa signo aparente 
y probable de que existe alguna cosa y a su vez es sinónimo de seña, muestra 
o indicación. Es de primordial importancia aclarar, que la palabra −indicio− ha 
sido integrada desde tiempo atrás para el orden principalmente penal y el orden 
técnico de la investigación criminalística. Se la conoce como evidencia física, 
material o material sensible significativo. Para comprensión de todos, se usa aquí 
la terminología consagrada de −indicio− e indistintamente se mencionan las otras 
terminologías que también son permitidas en la investigación criminal.

Desde el punto de vista criminalístico, se entiende por material o indicio: 
“Todo objeto, instrumento, huella, marca, rastro, señal o vestigio que se usa y se 
produce respectivamente en la comisión de un hecho”.

Es decir, es toda evidencia física que tiene estrecha relación con la comisión 
de un hecho presuntamente delictuoso, cuyo examen o estudio da las bases 
científicas para encaminar con buenos principios toda investigación y lograr 
fundamentalmente:

a) la identificación del autor o los autores,
 b) las pruebas de la comisión del hecho y,
c) la reconstrucción del mecanismo del hecho.
Sobre la base en la experiencia y con la aplicación de los métodos inductivo 

y deductivo, así como las técnicas adecuadas, se podrá hacer hablar a los indicios.
El Principio de Intercambio de Locard es un concepto que fue desarrollado 

por el Dr. Edmond Locard (1877-1966). Locard especuló que cada vez que se hace 
contacto con otra persona, lugar o cosa, el resultado es un intercambio de materiales 
físicos.

“Toute action de l’homme, et a fortiori, l’action violente qu’est un crime, 
ne peut pas se dérouler sans laisser quelque marque”. La police et les méthodes 
scienifiques (1934). Traducido al Español significa “Cualquier acción de un 
individuo, y obviamente la acción violenta que constituye un crimen, no puede 
ocurrir sin dejar rastros”, así como su célebre frase y sentir la profundidad científica 
de su mensaje: al indicar: “Los indicios son testigos mudos que no mienten”.

Consideraciones de la investigación
La investigación realizada pretende dar una solución pericial, cuando se 

comete un hecho punible, principalmente aquellos que atentan contra la vida, en la 
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que se remitan armas de fuego y balas extraídas y/o levantadas del lugar del hecho. 
En el caso de las armas de fuego, pueden presentar un desperfecto en el mecanismo 
de disparo que no permita, al momento de la inspección física en el gabinete del 
laboratorio, realizar disparos de experiencia, a fin de, obtener elemento indubitado 
o testigo que permita realizar cotejo y/o comparación con el elemento dubitado, para 
determinar si la bala remitida fue disparada por el arma de fuego a ser analizada.

La tecnología aplicada en las Ciencias Forenses, ofrece un material de fundición 
denominada silicona flexible especialmente formulada para dar una excelente 
reproducción de pequeños detalles, el mayor contraste para las observaciones 
microscópicas, buena capacidad de liberación para el elenco y un corto tiempo de 
fraguado. Estas propiedades son importantes en los casos de marcas superficiales y 
aquellos con pequeños detalles que requieren gran ampliación.

Este material es propicio para la obtención de las huellas o estrías y micro 
estrías del tubo cañón de armas de fuego que sufrieron desperfectos, para ser 
disparados con el objeto de obtener un elemento testigo durante un proceso pericial.

El validar la técnica de empleo de este material en los métodos comparativos 
balístico se convierte en un componente esencial de las medidas que un laboratorio 
debe implementar para producir datos analíticos fiables.

Alcances y limitaciones de la investigación
Las armas de fuego cortas que presenten desperfecto en su mecanismo de 

disparo y  cuenten con balas disparadas presumiblemente con la misma, podrán ser 
cotejadas sin necesidad de realizar disparos para obtener elemento indubitado.

Durante una práctica pericial es común encontrar desperfectos o fallas en las 
armas de fuego, estas detecciones de fallas en las armas portátiles en los revólveres, 
donde se puede encontrar fallas similares a las pistolas y otras propias que se 
detallan a continuación, conforme a lo descripto por el autor Darío Raúl Chiviló en 
el “Manual Pericial de Balística y armamento” de manera clara y sencilla:

Primer caso. Problema: al efectuarse el disparo las vainas no se pueden extraer 
con facilidad, o quedan trabadas en la recamara o alveolos; la causa puede consistir 
en que presenten dilatación o suciedad; Solución: en este último supuesto, efectuar 
una limpieza profunda.  

Segundo caso. Problema: El tambor no gira cuando se monta el martillo o se 
oprime la cola de disparador; las causas pueden ser varias, por ejemplo: a) que la 
leva del impulsor del disparador, esté rota o gastada; b) que los dientes de impulsión 
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estén rotos o gastados; en ambos caso la solución consiste en cambiar las piezas 
afectadas.-  

Tercer caso. Problema: el tambor gira y no traba en el momento de efectuar el 
disparo, ya sea en simple o en doble acción; posibles causas: rotura o desgaste del 
retén de giro del tambor o del alojamiento donde se traba, de la leva de impulsión, o de 
los dientes de impulsores; Solución: cambiar las piezas correspondiente, si es factible.  

Cuarto caso. Problema: los alveolos ni la recamara no permanecen alineados 
con el cañón y poseen juego cuando se quiere efectuar el disparo; Causa determinante: 
desgaste del retén de giro del tambor o del alojamiento donde se traba. Solución: 
cambiar el retén del tambor.  

Quinto caso. Problema: el martillo cae normalmente, pero el disparo no se 
produce; las causalidades pueden ser las siguientes: a) la aguja percutora puede estar 
rota o gastada la solución consiste en cambiarla; b) muelle del martillo vencido, o 
con poca tensión; Solución: se lo debe reemplazar; c) cartucho defectuoso o con una 
capsula iniciadora de mayor dureza que la normal; solución basta con utilizar la 
munición aconsejada por el fabricante o una similar de buena calidad.   

Sexto caso. Problema: el martillo no queda montado; causa originaria: 
rotura del fiador o muelle del martillo; la solución consiste en cambiarlos por unas 
originales o por otros similares, de buena calidad.  

La limitación de la investigación es el costo del insumo, tener en stock a 
disposición del perito que lo necesite.

Balística comparativa. Los conceptos de identidad e identificación
Toda esta historia de la identificación balística, no hubiera sido posible sin 

dos conceptos que subyacen en todas las investigaciones forenses: la identidad y la 
identificación.

Así entonces, se encuentra que el diccionario de la RAE, define a identidad 
con varios conceptos, de los cuales se toman dos:

*Cualidad de Idéntico
*Conjunto de rasgos propios o un individuo o de una colectividad que los 

caracterizan frente a los demás.
Basados en ellos, puede concluirse que identidad es, “el conjunto de características 

que hacen de una persona o cosa igual a sí misma y distinta de las demás”.
Y nuevamente el diccionario de la RAE define la palabra identificación, al 

como: Acción y efecto de identificar o identificarse.
Ajustando la definición al tema que congrega, se puede decir que identificación 

balística es, “el conjunto de actos por los cuáles se realiza la verificación y 



147

Identificación de arma de fuego a través de la técnica del moldeado forense
Violeta Rodriguez-  pág. 138 -165

análisis comparativo de características objetivamente analizables admitidas como 
constantes, inconfundibles, y propias del objeto a analizar e identificar.

Identificación inmediata y mediata
Asumidos los conceptos de identidad e identificación, se entiende ahora que 

el primer paso para la identificación pericial balística es la identificación inmediata, 
dividiéndose ésta en dos conceptos:

•	Identificación inmediata jurídica o civil, en palabras de la Profesora Ma. 
Fernanda Ferreyro, es “documentación indicativa de su origen legal o como artículo 
de comercio y su vinculación con una persona jurídica o física ej. credencial de 
portación o tenencia de arma de fuego otorgada por el RENAR.

•	Identificación inmediata física: consistente en el examen directo del objeto 
de estudio, determinando características y/o particularidades físicas del mismo, que 
hacen a su identificación.

•	Cabe destacar, que la identificación inmediata, se realiza sin necesidad de 
objetos auxiliares; es una identificación de visu.

•	Respecto de la identificación mediata, la misma ya no es una identificación 
de visu, sino que necesariamente debe realizarse con objetos auxiliares, como por 
ejemplo, lupas, calibre, el microscopio óptico comparador, etc.

De esta identificación se obtienen tres tipos de características:
•	Genéricas: en vainas pueden ser; peso, morfología, medidas, tipo de fuego, 

estampado de culote, etc. En proyectiles pueden ser; peso, morfología, medidas, 
estructura, cantidad y sentido de giro de las estrías, etc. Características específicas: 
como por ejemplo, ancho de campo en un proyectil, ángulo y profundidad de las 
estrías, etc.

•	Individuales: Son las propias del elemento ofrecido conferidas por el arma 
tanto a la vaina como al proyectil.

La fundamentación técnico-científica de la identificación pericial balística, se 
basa en la identificación mediata, ya que puede afirmarse que cada arma de fuego 
tiene una personalidad definida, que permite distinguirla y diferenciarla de todas y 
cada una de las armas de la misma marca y calibre.

Esa personalidad del arma radica en las características que presenta el ánima 
del cañón, y las que imprimen, en general, el percutor o aguja percutora, y el 
espaldón. Esto significa que cada arma de fuego puede ser identificada a través 
de sus representaciones; las que durante los procesos de accionamiento, percusión 
y disparo, se imprimen en los diferentes elementos de la munición, ya sea en la 
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superficie del proyectil disparado, como en su vaina (cuerpo, culote, reborde, o 
cápsula iniciadora).

Se deduce entonces, la importancia en la transferencia de las características 
del arma para su posterior identificación, conformando su personalidad, por lo que 
es necesario conocer su fabricación. Además de los detalles derivados de dicho 
proceso, existen otros que aparecen posteriormente y que derivan del uso, mal uso 
y abuso del arma y, a raíz de ello, se le suman nuevas características identificativas.

Importancia de la investigación para la identificación de armas de fuego
El presente trabajo responde y aporta información a los peritos teniendo en 

cuenta la competencia, que realizan una ardua labor como coadyuvante de la justicia, 
que requiere para descubrir o valorar un elemento de prueba y deban dictaminar 
conforme a los conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o técnica.

Durante el análisis de un arma de fuego donde se solicita:
1) aptitud y funcionamiento,  
2) si el proyectil remitido como extraído del cuerpo de la víctima o hallado en 

el lugar del hecho fue disparada por el arma en cuestión;
 3) y si ésta posee algún desperfecto en su mecanismo de disparo, por la cual 

no se pueda realizar disparos;
Ante cualquiera de las interrogantes mencionadas, si el arma de fuego posee 

un desperfecto en el mecanismo de disparo, se responde a la requisitoria pericial: −
que el arma de fuego remitida no es apta para realizar disparos, por tanto, no posee 
un funcionamiento normal− lo que incita  a que el agente fiscal necesariamente deba 
contar con otros elementos de prueba que le sirvan para demostrar la autoría o no 
de tal o cual supuesto autor del hecho, aunque se cuenten con un proyectil dubitado 
o problema −extraído del cuerpo de la víctima− al no poder obtener el elemento 
indubitado o testigo, producto de los disparos en el banco recuperador balístico con 
el arma en cuestión.

Características de clase e individuales de los proyectiles
Cuando se dispara una bala a través de un cañón estriado, este rayado provoca 

una serie de marcas en el proyectil que se llaman características de clase. Además de 
estas características de clase, las imperfecciones sobre la superficie de los macizos y 
las rayas marcan el proyectil, produciendo características individuales.-
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Comparación entre proyectiles
Cuando se dispara un arma, el proyectil es forzado a través del cañón por 

los gases de la combustión. Ambas características, individuales y de clase, son 
estampados en el proyectil, ya sea de plomo o encamisado. (Di Maio, Heridas de 
armas de fuego, p.72-74).

Peritaje de balas para saber si fue disparada por la misma arma de fuego.
El cotejo entre el proyectil dubitado o problema y el indubitado o testigo, 

se realiza de manera a conocer si el arma remitida como evidencia es la misma 
utilizada en el presunto hecho punible, se compara las improntas, dejadas por los 
campos y crestas que conforman las estrías del tubo cañón de un arma de fuego, 
que son únicas en cada arma al momento de su fabricación; estas características del 
rayado, comúnmente denominado estrías y micro estrías, permite individualizar de 
manera inequívoca al arma de fuego utilizada en el hecho.

En algunos casos, el arma de fuego presenta algún desperfecto en su 
mecanismo, lo que no permite realizar el disparo para obtener el elemento indubitado 
o testigo para posterior comparación con la bala extraída del cuerpo de la víctima,  
dificultando de esa manera cumplir con la requisoria pericial; de manera a encontrar 
una alternativa viable a ese problema, la técnica del moldeado empleando material 
flexible ha proporcionado al área forense muchas soluciones en reproducción de 
marcas en herramientas, huellas dactilares latentes, medicina legal, etc.

Para el caso que nos compete se plantea la siguiente metodología de trabajo 
con este material flexible que a priori solucionaría el problema planteado de modo a 
que sea categórico el resultado obtenido:

a) Testigo (A) (indubitado) obtenido con material flexible.
b) Testigo (B) (indubitado) obtenido de la bala disparada por el arma de fuego 

del análisis.
c) Cotejo entre elementos problema (dubitado) y testigos (A y B) (indubitados).
La metodología planteada más arriba indica que es posible y fiable cotejar el 

elemento problema con testigos obtenidos con el material flexible A (obtenido como 
si el arma no funcionara) y el otro testigo B que es la bala disparada (se podría obtener 
con el método estándar, es decir, por medio de disparos de experiencia del arma en 
cuestión); de esta manera se esperaría resultados similares para ambos cotejos.

Principios de la Criminalística
La Criminalística posee siete principios que hacen valido el método científico, 
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para lo cual mencionaremos algunos de ellos por considerar la importancia 
relacionada a este tipo de hecho específicamente.

1. Principio de Uso: Un principio clave para discernir el tipo de agente o 
instrumento utilizado en los hechos. Este establece que, tras un asesinato, siempre 
queda rastro del medio utilizado para provocar la muerte. Ya sea, indicios de haberse 
empleado la fuerza mediante un procedimiento mecánico, componentes químicos, 
agentes físicos o agentes biológicos.

2. Principio de Producción: Estipula que, ante un crimen, el agente del mismo 
siempre deja un rastro de evidencias materiales de su participación en la escena.-

3. El Principio de correspondencia de características: Basado en un principio 
universal establecido criminalísticamente refiere a “la acción dinámica de los 
agentes mecánicos vulnerantes sobre determinados cuerpos que dejan impresas 
sus características reproduciendo la figura de su cara que impacta”. Fenómeno 
que da la base científica para realizar estudios micro y macro comparativos de 
elementos problemas y de elementos testigos, con el objeto de identificar al agente 
de producción.

4. Principio de certeza: La investigación finaliza con la valoración 
cualitativa y cuantitativa de los indicios encontrados en el lugar de los hechos y su 
correspondencia con el acto criminal. Por ejemplo, hay nula posibilidad de error en 
las huellas dactilares o en el análisis genético, por lo que la identificación del agente 
del hecho es de una certeza indiscutible.

Técnica del modelado forense: Es la reproducción, identificación y 
perennización de huellas diversas como de pisadas, neumáticos, herramientas, 
mascarillas de personas vivas o cadáveres y otros, empleando diferentes clases de 
materiales especiales para la copia exacta del molde que se desea comparar.

Ventajas de la técnica del moldeado forense
Algunas ventajas de este procedimiento serían las siguientes:
a). El experimentador puede hacer que el evento ocurra cuando lo desee, de 

manera que puede estar perfectamente preparado para observarlo con precisión.
b). Puede repetir la observación bajo las mismas condiciones para verificarla, 

y puede describir su condiciones dando oportunidad a otros experimentadores de 
repetirla, realizando una comprobación independiente de sus resultados.

c). Puede variar las condiciones sistemáticamente y notar las variaciones de 
sus resultados. Por tanto, en los otros métodos que no son experimentales los sucesos 
son relacionados para ser estudiados, en un experimento producidos y controlados.
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El mikrosil - Pasta para moldeado forense
Es un material de fundición especialmente formulada para dar una excelente 

reproducción de pequeños detalles y ofrecen un alto contraste para examen 
microscópico, cuya aplicación consiste en la mezcla de una pasta fundida con un 
catalizador, sobre una superficie limpia, con un corto tiempo de fraguado.

Posteriormente es introducida al interior del ánima del tubo cañón de un arma 
de fuego, a través del orificio de salida del proyectil o en el orificio de la recamara 
del cartucho, donde en el transcurso del secado dicha pasta va copiando el molde 
de la superficie en la que fue untada. Una vez secado totalmente, ésta es extraída y 
puesta a exanimación microscópica con el elemento dubitado.

Figura 1
Kit de Pasta para moldeado forense

Figura 2                                                                   Figura 3
Preparar la mezcla homogénea	                   Introducir en el tubo cañón 
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Figura 4                                                                   Figura 5
         

Antecedentes Históricos de la Utilización de la Técnica
Caso 1:
Experimento realizado por Philip A. Hess, BS, MS y Bruce Moran, BS; 

Distrito del Condado de Sacramento Abogados de Laboratorio Servicios Forenses, 
Sacramento, CA. Publicación realizada en la revista de La Asociación de Armas 
de fuego y marcas de herramientas (La Association of Firearm and Tool Mark 
Examiners) – AFTE. Experimento con armas de fuego que presentaban oxidación 
en el tubo cañón y no podían ser disparadas (toma de muestras), una vez limpiadas 
(toma de muestras) y cotejadas ambas muestras.

La eliminación del óxido / corrosión de las superficies de trabajo de armas de 
fuego con el propósito de revelar que son potencialmente identificable las estrías y 
la aplicación de esta técnica en armas de fuego.

En resumen, dos de las trece balas y fragmentos de bala fueron identificados 
como haber sido disparadas por la pistola Jennings, a la exclusión de todas las demás 
armas de fuego con características similares analizadas. Estas pruebas fueron 
presentadas en la corte y con el apoyo de microfotografías de las áreas descritas. 
Las fotomicrografías de la comparación en el Sistema de identificación balística – 
IBIS -, (Bullet D-bala D) se incluyen en este documento con fines ilustrativos.

Resumen
Este procedimiento es exitoso en el tratamiento superficial con menor oxidación 

de las superficies de trabajo de las armas de fuego y no está destinado como un 
método para "restaurar" daño permanente a las superficies de trabajo causados por 

Una vez seco se desprende del tubo 
cañón  

Sacar, tomar fotografía para posterior 
cotejo
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óxido/corrosión. Este procedimiento fue exitoso en la eliminación de óxido superficial 
adherido a las superficies de trabajo de armas de fuego en varios casos, entre ellos 
un caso específico en el que la prueba dispararon balas, exitosamente las identificó, 
eran recuperadas de un difunto y de la escena. Este método parece minimizar el daño 
permanente mientras se quita con éxito superficial óxido /corrosión, revelando así/
preservación cualquier área supervivientes de la firma del arma de fuego que no se 
modifiquen de forma permanente debido a la picadura.

Los autores advierten que los estudios no se realizaron con respecto al 
almacenamiento a largo plazo de las armas de fuego. Siguiendo este proceso de 
tratamiento y se recomienda que el disparo de prueba sea suficientes para realizarse 
inmediatamente después del tratamiento de manera a mantener los mejores ejemplos 
posibles para comparaciones futuras / identificaciones.

No se han realizado investigaciones en este momento para determinar 
cualquier reacción residual continuada de la oxidación con  productos químicos, 
como quitamanchas,  para evaluar el potencial de degradación continúa de las 
superficies después del tratamiento.

Necesita un trabajo más extenso de validación que se realicen bajo condiciones 
controladas, como un disparo de prueba arma de fuego antes y después de la 
oxidación y tratamiento de eliminación de óxido posterior, y entre la comparación 
de disparos de prueba.

Figura 6
Cotejo de muestras obtenidas por la técnica del moldeado, el óxido y la 

corrosión en el cono de fuerza se han reducido significativamente sin cambios 
detectables en las marcas de herramientas en la cámara, forzando el cono y las 
estrías en esta área
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Figura 7

Antecedente en Paraguay
Caso n.º 02
Chile: Toma de impresiones en cuerpos momificados para la determinación 

de la identidad dactiloscópica, Investigación y Análisis Criminal Laboratorio de 
Criminalística Regional Arica, Sección Huellografía y Dactiloscopia Forense - 
Innovación y buenas prácticas en la Policía de Investigaciones de Chile Experiencias 
seleccionadas del segundo concurso de buenas prácticas policiales Santiago, 
diciembre 2010).

Lo primero fue analizar cómo se podía afrontar profesionalmente los casos 
de cadáveres no identificados de la mejor forma, razón por la cual se buscó a nivel 
de laboratorios forenses solución a este tipo de peritajes. Para esto se verificó si 
en el mercado existía algún tipo de herramienta, la cual fue encontrada en los 
Laboratorios Sirchie y particularmente con el Kit “Mikrosil”, de moldes de silicona. 
Una vez interiorizados de las propiedades y técnica de uso, se canalizó dicha compra 
a través de la Jefatura Nacional de Criminalística.

En paralelo se buscó un objeto de estudio permanente para realizar las 
primeras prácticas sobre falanges amputadas; de este modo, se concurrió hasta el 
Museo Arqueológico San Miguel de Azapa, de la Universidad de Tarapacá, donde 
se tomó contacto con su directora, Phd. Marieta Ortega Perrier, a quien se le planteó 
esta propuesta de trabajo y finalmente accedió a facilitar los almacenes de momias 
prehispánicas con que cuenta dicha institución. Una vez obtenido el kit forense y la 
autorización del museo, se trabajó en la práctica de esta técnica, dando excelentes 
resultados y generando, a su vez, el interés de esta casa de estudios principalmente 
para ser expuestas a los alumnos de la carrera de antropología, particularmente a la 
cátedra de Antropología Forense.

 Cotejo del molde de pre tratamiento / molde posterior a la limpieza
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Esta primera etapa de experimentación inicial dio resultados positivos para la 
identificación dactiloscópica, además constituyó un motivo de interés por parte del 
museo quienes dispusieron desde las momias más recientes hasta otras reservadas 
sólo a investigadores connotados, todo esto dado al inédito campo forense utilizado 
y desconocido en el mundo arqueológico. Toma de impresiones en cuerpos 
momificados para la determinación de la identidad dactiloscópica, investigación 
y análisis criminal del Laboratorio de Criminalística Regional Arica, Sección 
Huellografía y Dactiloscopia Forense - Innovación y buenas prácticas en la Policía 
de Investigaciones de Chile Experiencias seleccionadas del segundo concurso de 
buenas prácticas policiales Santiago, diciembre 2010.

Antecedentes en Paraguay
Caso n.° 01
Juicio Oral y Público realizado el 10 de septiembre de 2015, en el 5to piso, 

Torre Norte del Poder Judicial, calles M.R. Alonso y Testanova, Barrio Sajonia – 
Asunción.

Caratula “Hugo César Ramírez Avalos s/ Homicidio Doloso”,
Causa Penal  n.° 01-01-02-21-2013-390
Informe Técnico  n.° 041/2013
Perito: Abg. Violeta Estela Rodríguez Candia. Técnico Balístico.
Resumen de la pericia
Objeto de la pericia, determinar:
a) Aptitud y funcionamiento del arma revólver calibre .22
b) Si fue disparada recientemente.
c) Si las balas extraídas del cuerpo fueron disparados por el arma revolver 

calibre .22 largo.
d) Si las vainas fueron percutidas por el arma. Fundamento de la técnica 

empleada. Conclusión ítem relevante
Ítem (a)
El arma de Fuego, tipo revolver calibre .22, marca Doberman, serie n.º 

“04370T”, industria Argentina, identificado como “M-3” al momento del examen 
pericial, no es apta para producir disparo y de anormal funcionamiento, por los 
motivos expuestos precedentemente.

Ítem (c)  evidencia n.º M-1
El proyectil de arma de fuego, plomo desnudo, semideformado, con estrías en 

alto y bajo relieve, individualizado como “M-1” fue cotejado con el elemento testigo 
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o indubitado obtenido por la técnica del moldeado, donde se pudo comprobar que la 
bala dubitada presenta características similares al indubitado, por lo que la misma 
es atribuible como disparada por el arma de fuego, tipo revolver, calibre .22, con n.º 
de serie 04370T, remitida para estudio.

Cotejo de Bala
El elemento testigo o indubitado obtenido por la técnica del moldeado, mediante 

la aplicación del mikrosil en el interior del tubo cañón para la obtención de los detalles 
de las estrías y campos, fue sometido a cotejo con la evidencia individualizada como 
“M-1” utilizando para el efecto el Microscopio comparador Balístico Leica FS M: 
programa que permite la captura, análisis y procesamiento de las imágenes digitales 
de alta calidad obtenidas, con luz incidente de lámpara puntiforme de diafragma 
variable con el objeto de iluminar con diversas angulosidades y potencia lumínica el 
objeto de pericia, donde se pudo comprobar y constatar que la bala evidencia “M-1”, 
corresponde al calibre 22, presenta características similares, en cuanto a cantidad 
de estrías, sentido de giro y micro estrías, con el material testigo o indubitado, por 
lo que se es atribuible como disparada por el arma de fuego, tipo revólver, calibre 
.22, marca Doberman, con n.º de serie “04370T”, remitida para estudio.

Figura 8
Comparación realizada, el indubitado obtenido por moldeado con la bala 

dubitada, extraída del cuerpo de la víctima

 INDUBITADA DUBITADA 
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Figura 9
Demostración de las coincidencias entre ambos elementos, estrías y 

microestrías

Condena dictada por el Tribunal de Sentencia como resultado del Juicio oral 
y público con 20 años de privación de libertad “Hugo Cesar Ramírez Avalos por el 
Hecho Punible contra la vida, Homicidio Doloso”.

Condena al menor de edad: dictada por el Tribunal de Sentencia como 
resultado del Juicio oral y público con 08 años de privación de libertad a “Junior 
Miguel Sosa Portillo por el Hecho Punible contra la vida, Homicidio Doloso”.

Caso n.° 02:
Fiscalía: Zonal de Ybycuí. Causa en espera de Juicio Oral
Determinar: Si la bala extraída del cuerpo de la víctima a que calibre 

corresponde y si fue disparada por el arma de fuego en mención.

Cotejo de Bala
El resto de bala cobreada núcleo de plomo, deformado y con pérdida de masa, 

calibre 22, con dos (2) surcos en bajo relieve, correspondientes a estrías y dos (2) surco 
en alto relieve, correspondiente a campo, identificado como “M-1A”, fue cotejada 
con la muestra sintética indubitada obtenida del anima el tubo cañón del arma 
M-1, mediante la Técnica del Moldeado Forense con la pasta sintética “Mikrosil”, 
utilizando para el Microscopio comparador Balístico Leica FS M: Programa que 

 INDUBITADA DUBITADA 
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permite la captura, análisis y procesamiento de las imágenes digitales de alta 
calidad obtenidas, con luz incidente de lámpara puntiforme de diafragma variable 
con el objeto de iluminar con diversas angulosidades y potencia lumínica el objeto 
de pericia, donde se pudo comprobar y constatar las características morfológicas 
generales y particulares similares entre el resto de bala “M-1A” −dubitada− y la 
muestra sintética del arma “M-1” –indubitada-, en lo que respecta a los rastros de 
campos (alto relieve) y estrías (bajo relieve) del anima del tubo cañón del arma 
M-1 impresas en la evidencia “M-1A”, por lo tanto, se deduce que, el resto de bala 
cobreada núcleo de plomo, deformado y con pérdida de masa, calibre .22, con dos 
(2) surcos en bajo relieve, correspondientes a estrías y dos (2) surco en alto relieve, 
correspondiente a campo, identificado como “M-1A”, es atribuible como disparada 
por el −arma, tipo rifle, de aire Comprimido−, identificado como “M-1”, portátil 
de hombro, marca, modelo −no visible−, procedencia “Made In Shangai China”, 
calibre 5.5 mm, serie “ n.° N548075”.

Figura 11
Comparación, bala extraída del cuerpo de la víctima con el indubitado 

obtenido por el moldeado

Figura 12
Demostración de las coincidencias de las estrías y microestrías, que permite 

determinar que la bala extraída del cuerpo de la víctima fue disparada por el arma 
de fuego remitida para análisis

 
INDUBITADA DUBITADA 
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 INDUBITADA DUBITADA 

Como medir las variables en la realidad.
La silicona flexible empleada para reproducir las marcas de herramientas 

más sutiles e impresiones de huellas, aumenta la probabilidad de identificaciones 
positivas; lo expuesto se comprueba con los ensayos generando planillas de registros 
que muestren la eficacia y la eficiencia del material.

Comparación de las estrías entre los proyectiles disparados de 5 armas del 
mismo calibre y cotejados con los moldes extraídos del tubo cañón de las armas).

Seguir métodos de validación para método de trabajo comparativo:
- elaboración de procedimiento escrito de la técnica para cotejo con moldes 

siliconado flexibles.
- elaboración del instructivo para el procedimiento de cotejo con moldes 

siliconado flexibles.
- envío de muestra para la réplica en otro laboratorio acreditado.
-comparación de los resultados.

Principios Básicos de la validación de métodos
a. Especificación y ámbito de validación
La validación se aplica a un protocolo definido para determinar un analito 

específico y el rango de concentraciones en un tipo de material de prueba particular 
utilizado para un propósito específico.

En general, la validación debe comprobar que el método se comporte de 
forma adecuada para la finalidad perseguida en todo el conjunto de concentraciones 
del analito y de materiales de ensayo a los que se aplica. Por consiguiente, estas 
características, junto con todos los criterios de adecuación al propósito, deben 
especificarse en su totalidad antes de realizar la validación.
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b. Hipótesis de ensayo
Además de facilitar las cifras de rendimiento que indican la adecuación al 

propósito, y que imperan en el uso práctico de los datos de validación, los estudios 
de validación actúan como una demostración objetiva de todas las hipótesis en las 
que se basa un método analítico. Por ejemplo, si debe calcularse un resultado a 
partir de una simple recta de calibrado, se supone implícitamente que el análisis está 
exento de sesgos significativos, que la respuesta es proporcional a la concentración 
de analito y que la dispersión de errores aleatorios es constante en todo el rango 
de interés. En la mayoría de casos, dichas hipótesis se establecen a partir de la 
experiencia acumulada durante el desarrollo del método o durante un largo período 
de tiempo, de manera que son razonablemente fiables. No obstante, la buena ciencia 
de las mediciones confía en hipótesis probadas. Por este motivo muchos estudios de 
validación se basan en pruebas de hipótesis estadísticas, cuyo objetivo es ofrecer una 
comprobación básica de que las hipótesis sobre los principios del método no contienen 
defectos graves.

Esta nota aparentemente abstrusa reviste una importante implicación práctica: 
es más fácil comprobar una hipótesis fiable al principio que ‘demostrar’ que una 
hipótesis particular es correcta.

Así, cuando existe un largo historial de éxitos en el uso de una técnica analítica 
particular (como el análisis por cromatografía de gases o los métodos de digestión 
de ácidos) en un rango de analito y matrices, las comprobaciones de validación se 
consideran justificadamente pequeñas pruebas preventivas. Al contrario, en ausencia 
de experiencia, el estudio de validación debe ofrecer pruebas claras de que las hipótesis 
tomadas son adecuadas para los casos particulares objeto del estudio, y, en general, es 
preciso estudiar todo el conjunto de circunstancias de manera detallada. Así pues, la 
extensión de los estudios de validación necesarios en un caso determinado dependerá, 
en parte, de la experiencia acumulada en la técnica analítica empleada.

En los siguientes comentarios se dará por sentado que el laboratorio tiene una 
dilatada experiencia en la técnica en cuestión y que el propósito de cualquier prueba 
significativa es comprobar que no existen pruebas determinantes para descartar las 
hipótesis en las que se basa un protocolo particular.

El lector deberá tener en cuenta que puede ser preciso realizar comprobaciones 
más exhaustivas si se emplean técnicas de medición menos conocidas o establecidas.

Fuentes de error en el análisis
Los errores en las mediciones analíticas surgen de diferentes fuentes* y a 
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distintos niveles de organización. Una manera práctica de representar estas fuentes 
(para una concentración de analito específica) es la siguiente:

*En este documento no se tiene en cuenta la incertidumbre de muestreo 
en el sentido estricto de incertidumbre debida a la preparación de la muestra de 
laboratorio a partir del material a analizar a granel. La incertidumbre asociada a la 
toma de una porción de prueba de la muestra de laboratorio forma parte indisociable 
de la incertidumbre de medición y se incluye automáticamente a diferentes niveles 
de los análisis siguientes.

*Existen muchos grupos o particiones de error posibles, y pueden ser útiles al 
estudiar fuentes de error particulares.

- error aleatorio de medición (repetibilidad);
- sesgo de ejecución;
- sesgo del laboratorio;
- sesgo del método;
- efecto de variación de la matriz.
 Aunque estas diferentes fuentes no son necesariamente independientes, esta 

lista sirve para comprobar hasta qué punto un estudio de validación determinado 
estudia las fuentes de error.

Antecedentes sobre validación
Se requieren métodos analíticos fiables para cumplir con las normativas 

nacionales e internacionales en todas las áreas de análisis. Por lo tanto, está admitido 
internacionalmente que un laboratorio deba tomar las medidas pertinentes para 
asegurarse de que es capaz de producir, y de que produce efectivamente, datos con 
el nivel necesario de calidad. Dichas medidas comprenden:

- utilización de métodos de análisis validados
- utilización de procedimientos internos de control de calidad
- participación en ensayos de aptitud; y
- obtención de la certificación según una norma internacional, habitualmente 

ISO/IEC 17025.
Cabe resaltar que la certificación ISO/IEC 17025 concierne específicamente 

el establecimiento de la trazabilidad de las mediciones, al tiempo que fija un 
conjunto de otros requisitos técnicos y de gestión que incluyen todos los indicados 
anteriormente.

La validación del método en un solo laboratorio es pertinente en diferentes 
circunstancias, como por ejemplo:
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 Para garantizar la viabilidad del método antes de realizar un costoso ensayo 
colectivo formal; para obtener pruebas de la fiabilidad de los métodos analíticos 
si no se dispone de datos de un ensayo colectivo o si no es posible realizar un 
ensayo colectivo formal; para garantizar que se utilizan correctamente los métodos 
validados estándares.

Protocolos, estándares y guías existentes
Se han elaborado varios protocolos y directrices de validación de métodos 

e incertidumbres, principalmente por parte de AOAC INTERNATIONAL, la 
Conferencia Internacional de Armonización (ICH) y en documentos del Eurachem:

• El manual de estadística de la AOAC, que recomienda llevar a cabo estudios 
en un solo laboratorio antes de realizar ensayos colectivos

• El texto15 y la metodología16 de la ICH, que prescriben los requisitos 
mínimos del estudio de validación para las pruebas utilizadas para presentación de 
medicamentos para su aprobación.

• La adecuación al propósito de los métodos analíticos: guía de laboratorio 
para la validación de métodos y temas relacionados (1998)

• Cuantificación de la incertidumbre en las mediciones analíticas (2000)
Las presentes ‘directrices’ recogen los principios científicos básicos de los 

documentos antes citados para ofrecer una información internacionalmente aceptada 
y, lo que es más importante, para indicar el camino de las mejores prácticas en la 
validación de métodos en un solo laboratorio.

En el presente documento, la validación de métodos se considera diferente de 
las actividades que se realizan repetidamente, como el control de calidad interno 
(CCI) o los ensayos de aptitud. La validación de métodos se lleva a cabo una vez, o a 
intervalos relativamente infrecuentes, durante la vida útil de un método; nos indica 
qué rendimiento podemos esperar del método en el futuro. El CCI nos muestra cuál 
ha sido el comportamiento del método en el pasado, por cuyo motivo se trata como 
una actividad independiente en el Programa de Armonización del IUPAC.3

En la validación de métodos, las características cuantitativas de interés tienen 
que ver con la fidelidad que probablemente ofrecerá el resultado. Por tanto, en 
general cabe afirmar que validar métodos equivale a estimar la incertidumbre de las 
mediciones. En la práctica de la validación, los diferentes aspectos del rendimiento 
del método se representan tradicionalmente mediante los elementos individuales 
antes indicados, modelo que en gran medida reproducen las presentes directrices. 

Sin embargo, debido al aumento de la confianza depositada en la incertidumbre 
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de la medición como indicador clave de la adecuación al propósito y la fiabilidad 
de los resultados, los químicos analíticos cada vez realizan más validaciones de las 
mediciones para apoyar la estimación de la incertidumbre, y algunos profesionales 
desean que se haga inmediatamente. Así, la incertidumbre de la medición se trata 
brevemente en el Anexo A como una característica del rendimiento de un método 
analítico, mientras que el Anexo B ofrece información adicional sobre algunos 
procedimientos no tratados en otras partes del documento.

Sobre el material a ser empleado en la técnica de moldeado de la marca Mikrosil 
este ha sido formulado para proporcionar una excelente reproducción de pequeños 
detalles, mayor contraste para las observaciones microscópicas, buena capacidad 
de liberación para el reparto y el ajuste de corto tiempo. Estas propiedades son de 
especial importancia, en los casos de marcas muy poco profundas y con pequeños 
detalles, lo que requiere gran magnificación.

La Técnica del moldeado
Para utilizar  la pasta de moldeado Mikrosil™
1. Exprimir la misma longitud de aproximadamente 1 ½ "A 2" de largo de los 

dos tubos en el lado brillante de una de las tarjetas blancas. Una línea de pasta será 
más delgada ya que el catalizador es ligeramente más corto que la base. Los tubos 
están diseñados de esta manera para dar las proporciones adecuadas de cada pasta.

2. Con una de las espátulas de madera, mezclar los dos componentes, junto a 
fondo en la tarjeta. Esto debe tomar de 30 a 60 segundos.

3. La forma más fácil de hacer el preparado es colocar la tarjeta con el Mikrosil ™ 
todavía en él directamente sobre la superficie con la herramienta. El tiempo de fraguado 
será de entre 5 y 8 minutos en el clima 38 grados de 12 y 15 minutos en temperaturas 
bajo cero. Cuando el Mikrosil™ ha establecido, suavemente pelarla de la superficie.

Definición conceptual
Analito: Es una especie química cuya presencia o contenido se desea conocer, 

identificable y cuantificable, mediante un proceso de medición química.
Validación: verificación de que los requisitos especificados son adecuados 

para un uso previsto. (Real Academia Española).
Validación de método analítico: Procedimiento para establecer pruebas 

documentales que demuestren científicamente que un método analítico tiene las 
características de desempeño que son adecuadas para cumplir los requerimientos 
de las aplicaciones analíticas pretendidas.
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Balística micro comparativa: se trata del estudio microscópico comparativo que 
se efectúa con los elementos "problema" y los elementos "testigo", para determinar 
el arma que los disparó; si fueron disparados y percutidos por una misma arma de 
fuego, etc.

Técnica de moldeado: Es la reproducción, identificación y perennización de 
huellas diversas como de pisadas, neumáticos, herramientas, mascarillas de personas 
vivas o cadáveres y otros, empleando diferentes clases de material especiales para la 
copia exacta del molde que se desea comparar.

Silicona flexible: MIKROSIL producto que viene en dos presentaciones, 
blanco para levantar huellas sobre superficies porosas; Vino tinto para tomar 
patrones de marcas de herramientas y/o tubo cañón de armas de fuego a fin de 
obtener elemento indubitado para posterior cotejo.

Mikrosil: es un material de fundición especialmente formulada para dar 
una excelente reproducción de pequeños detalles, el mayor contraste para las 
observaciones microscópicas, buena capacidad de liberación para el elenco y un 
corto tiempo de fraguado.-

Conclusión
Como peritos, auxiliares de la justicia, coadyuvantes del Ministerio Público, 

se debe agotar todas las instancias al momento de procesar el indicio remitido, de 
tal forma, cumplir a cabalidad el propósito de la investigación penal, llegar al autor 
y/o autores, del presunto hecho delictivo.

La criminalística no necesariamente es para colaborar con la acusación 
penal, también por descartes, poder desvincular a una persona del proceso, con 
esta técnica también permite demostrar cuando la bala cotejada con el molde fue 
disparada o no por el arma de fuego peritada; el trabajo pericial se inicia una vez 
que se cuente con el elemento a peritar, culmina, normalmente, en el juicio oral y es 
ahí donde el profesional tiene una satisfacción personal, el haber colaborado con la 
justicia, no hace falta que los fiscales mencionen nombre, ni el trabajo; se sabe que 
ese resultado, es decir, la condena se fundamenta una parte con el dictamen pericial.

Recomendaciones
Se necesita contar con el presupuesto suficiente para la adquisición de los 

insumos forenses, difíciles de conseguir en el país.
Capacitación constante sobre las nuevas tecnologías o técnicas conocidas en 

el extranjero, realizando investigaciones científicas a fin de validar el procedimiento 
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para la implementación en el laboratorio forense.
 Comunicación eficaz del agente fiscal con el perito asignado a su causa, de tal 

forma a buscar alternativas en caso de situaciones atípicas. 
Los peritos deben seguir investigando sobre este tema, utilizando distintos 

tipos de armas y calibres que permitirá conocer otras variables.
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Principales tendencias de los casos de feminicidios registrados en Paraguay
Main trends in documented cases of femicide in Parguay

Ojukáva kuñáme kuñahaguére rehegua ojehuháicha ko Paraguáipe

Claudia María Pereira Cardozo* 

Ministerio Público. Asunción, Paraguay

Resumen
Este trabajo hace referencia al análisis de las principales tendencias de los casos 

de feminicidios registrados en Paraguay, durante los años 2016 hasta los primeros 
meses del 2019. Se buscó una mejor comprensión de la complejidad del fenómeno 
para abordarlo de manera más precisa. La metodología empleada para llegar a los 
resultados fue cuantitativa. Los datos analizados demuestran el aumento constante 
de las muertes violentas de las mujeres. Aproximadamente las dos terceras partes 
de los victimarios fueron personas con quienes las mujeres asesinadas tenían un 
vínculo afectivo. Casi una cuarta parte de los agresores se suicidaron después del 
hecho. Entre el año 2017 y la primera parte del 2019, más de un centenar de hijos e 
hijas perdieron a su madre. El 70% de las víctimas tenían menos de 40 años de edad 
y las menores a 30 años representan casi la mitad del total. Las tentativas superaron 
de manera importante a los casos de feminicidios. En poco más de dos años se 
registraron más de 200 intentos. 

Palabras clave: Feminicidio, violencia feminicida, misoginia, machismo, tentativa, 
tendencias
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Abstract
This paper contains an analysis of the main trends in documented cases of 

femicide in Paraguay, from 2016 to the first months of 2019. The objective was 
to obtain a greater understanding of the problem, in order to approach it more 
explicitly. The methodology used to get to the results was quantitative. Analysed 
data show steady increase of violent deaths of women. Approximately two thirds of 
the agressors were people who the victims were emotionally attached to. Almost a 
quarter of the agressors comitted suicide after the event. Between the year 2017 and 
the first part of 2019, more than one hundred sons and daughters lost their mother. 70 
% of the victims were less than 40 years old and those who were less than 30 years 
old represent almost half of total cases. The attempted femicide cases exceeded 
largely the femicide cases. In two years more than 200 cases were documented. 

Key words: femicide, femicide violence, misogyny, machismo, attempted cases, 
trends.

Ñemombyky
Ko tembiapópe ohesa’ỹijo mba’éichapa ojehu hína heta káso ojukáva kuñáme 

kuña haguére ko Paraguáipe, ary 2016 guive 2019 ñepyrũ meve. Oñeñeha’ãmbaite 
oñemyesakã porã haguã ko apañuái guasu ikatu haguãicha oñehesa’ỹijo hekóitépe. 
Upe metodología ojeporavo va’ekue ojejesareko haguã ningo hína upe oipapakuaáva. 
Umi dato oñehesa’ỹijo va’ekue ohechauka heta hetaveha ko’ãgarupi kuña ojejuka 
vaietereíva kuña haguére. Haimete dos tercera parte umi kuña ojejuka va’ekue 
ojejehu ha’eha tekove oñandu va’ekue hese mborayhu.  Haimete una cuarta parte 
ojejuka ha’ete voi ojapopa rire hembiapo vai. Upe 2017 guive 2019 ñepyrũ meve 100 
memby kuimba’e ha memby kuña ojejuka ichugui isy. 70% ko’ã kuña omanova’ekue 
apytégui nonmboty jepéi 40 ary ha upéi katu ndohupytýiti voi 30 ary. Hetave káso 
ojejuhu ojejapo mo’ãitéva, ojuka mo’ãitéva kuñáme. Mokõi áño rasamíme ojejuhu 
voi 200 káso kóichagua.

Ñe’ẽ tee: kuña jekuka, kuña ñerãirõ, kuñáre jecha’e’ỹ, machísmo, oha’ãva, ikatúva 
oiko
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Introducción
El término “ femicide” se atribuye a la escritora y activista feminista Diana 

Russel, quien lo utilizó por primera vez en una declaración escrita en el Tribunal 
popular sobre Crímenes contra las Mujeres, llevado a cabo en Bruselas del 04 al 08 
de marzo del año 1976 al que asistieron unas dos mil personas de cuarenta países. 
Años más tarde, Russel definió conceptualmente el término como “el asesinato 
misógino de mujeres cometido por hombres (…) por el hecho de pertenecer al sexo 
femenino” (Saccomano, 2017).

La investigadora y feminista mexicana Marcela Lagarde “castellanizó femicide 
como feminicidio”, logrando la incorporación de la palabra en el diccionario de la 
Real Academia Española desde su vigésima tercera edición (Albarran, 2015, p.76), 
que lo define como el “asesinato de una mujer a manos de un hombre por machismo 
o misoginia” (RAE, 2014).

Lagar de considera que la traducción literal como −femicidio− deja fuera la 
perspectiva de género, corriendo el riesgo de que el término femicidio se constituya 
en la feminización de la palabra homicidio (Cachivera et al., 2014). 

La Ley n.° 5777/16, De protección integral a las mujeres, contra toda forma de 
violencia, detalla en el artículo 50 las circunstancias que deben registrarse para que 
el hecho sea tipificado como  feminicidio:

art. 50. Feminicidio. El que matara a una mujer por su condición de tal y bajo 
cualquiera de las siguientes circunstancias, será castigado con pena privativa de 
libertad de diez a treinta años, cuando:

a) El autor mantenga o hubiere mantenido con la víctima una relación conyugal 
de convivencia, pareja, noviazgo o afectividad en cualquier tiempo;

b) Exista un vínculo de parentesco entre la víctima y el autor, dentro del cuarto 
grado de consanguinidad y segundo en afinidad; 

c) La muerte ocurra como resultado de haberse cometido con anterioridad 
un ciclo de violencia física, sexual, psicológica o patrimonial contra la víctima, 
independientemente de que los hechos hayan sido denunciados o no;

d) La víctima se hubiere encontrado en una situación de subordinación o 
dependencia respecto del autor, o éste se hubiere aprovechado de la situación;

e) Con anterioridad el autor haya cometido contra la víctima hechos punibles 
contra la autonomía sexual; o, 

f) El hecho haya sido motivado por la negación de la víctima de establecer o 
restablecer una relación de pareja permanente o casual.

Por otro lado, el inciso a del artículo 6 de la misma ley define la violencia 
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feminicida como “la acción que atenta contra el derecho fundamental a la vida y 
causa o intenta causar la muerte de la mujer y que está motivada por su condición 
de tal, tanto en el ámbito público como privado” (Ley n.° 5777/2016).

Marco teórico
Algunos autores caracterizan el feminicidio como un crimen de odio, incluso 

un genocidio contra las mujeres (Huertas & Jiménez, 2016). Pérez Manzano (2018) 
discute esa conceptualización, señalando que la violencia ejercida por el hombre en 
contra de su pareja o ex -pareja no refleja el odio a las mujeres como colectivo sino, 
en todo caso, el odio a la manera de ejercer los roles femeninos que no encaja en el 
modelo patriarcal, en ese entendimiento expone:

(…) el rasgo esencial con el que se caracteriza los denominados «delitos 
de odio» reside en que el hecho se realiza debido al odio a la categoría 
(afroamericanos, judíos, homosexuales…). Por ello, la víctima concreta sobre 
la que recae el delito es aleatoria (…) Se trata de que la selección de la víctima de 
la violencia en los delitos de odio por parte de su autor se hace con abstracción 
de las singularidades de la misma y por la única razón de reunir el rasgo de 
la condición de pertenencia al colectivo al que genéricamente se odia (…) los 
delitos de odio (…) tienen siempre una dimensión colectiva que va más allá 
del acto singular (…) En la violencia ejercida por el hombre sobre la pareja 
o expareja mujer este rasgo está ausente: para cada autor no es indiferente la 
víctima de la violencia (...) porque a quien específicamente se quiere someter 
mediante la violencia no es a «la mujer», sino a la pareja o expareja propia. En 
realidad, esta clase de autor no estaría dispuesto a cometer un delito violento 
contra cualquier mujer —como sí estaría dispuesto a cometer un delito contra 
cualquiera que integre la categoría respectiva el autor de un delito de odio—, 
sino que solo quiere ejercer violencia contra una persona en particular, contra 
su pareja o expareja. Por ello, no parece que a la muerte de la pareja o expareja 
sea inherente la dimensión colectiva propia del delito de odio (…) Si según 
el Diccionario de la Real Academia la misoginia implica la aversión a las 
mujeres y el machismo la actitud de prepotencia de los varones respecto de las 
mujeres, la muerte de la mujer pareja o expareja no parece que se caracterice 
por la misoginia −esto es, por el odio al colectivo de mujeres−, sino por el 
machismo es decir, por la propia creencia en la superioridad del hombre sobre 
la mujer y por la creencia en la preeminencia de los roles sociales asignados 
al varón, que, en el caso concreto, se plasman en las relaciones de pareja 
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(…) Esto no quiere decir que niegue la posibilidad de que existan delitos de 
odio cometidos por motivos discriminatorios por razón de género contra las 
mujeres− creo que estos existen y deben ser castigados como tales. Tan solo 
afirmo que no todo feminicidio es un delito de odio (Pérez Manzano, 2018, 
pp.172-173; énfasis original).
La violencia contra la mujer y los feminicidios según Incháustegui (2014) son 

un dispositivo de poder masculino para mantener o restablecer las posiciones de 
dominio varonil, siendo así un instrumento de control para “contener el cambio, las 
transgresiones de las mujeres a los tradicionales regímenes de género” (p.373). 

En varios países la desprotección de las mujeres ante los riesgos de ser 
víctimas de feminicidios es alta, incluso a pesar de contar con una medida judicial 
que restringe el acercamiento de quien la maltrata (Bard & Bonavitta, 2017). En 
el Perú, la ocurrencia de casos de feminicidios es mayor en el área rural y urbana-
marginal (Quispe et al., 2018). En España, la denuncia previa al agresor no previene 
el asesinato de la mujer (Sanz et al., 2016). 

En algunos casos las mujeres asesinadas son re-victimizadas a través de las 
tergiversaciones de las mismas instituciones del Estado, tal como lo demuestra 
el episodio de las desapariciones y posterior muerte de varias adolescentes en el 
norte de Chile, entre los años 1999 y 2001, las que según las explicaciones de las 
autoridades eligieron el camino fácil de la prostitución.

Vásquez (2016), al respecto expone: 
Muchas de ellas eran apenas unas niñas, otras, un poco más grandes, eran 
madres solteras que trabajaban con la esperanza de dar a sus hijos una mejor 
vida. Las víctimas fueron convertidas en culpables, puesto que las autoridades 
aseguraron a los familiares y al país entero que las jóvenes habían huido de 
sus casas y de la pobreza, para ejercer la prostitución en otros países. Según 
testimonios de la época, la localidad entera creyó esta versión de la policía, 
hasta el punto de atacar directamente a las familias que perdieron a sus hijas 
(…) Asimismo, en los sumarios administrativos quedó constancia de que las 
niñas provenían de familias con problemas de drogadicción, incesto y violencia 
intrafamiliar, razones por las que habían preferido escapar de sus hogares en 
busca de dinero fácil. Se pretendía con estas afirmaciones que sus familiares 
no indagaran y que aceptaran sin objetar la hipótesis de que las adolescentes 
habían vendido su cuerpo a extraños para salir de sus comunidades (p.57).
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Método
Este estudio, eminentemente cuantitativo, apeló al análisis de los datos 

disponibles en el Observatorio del Derecho a las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, del Ministerio de la Mujer, y los resúmenes sistematizados de casos 
de feminicidios publicados por el observatorio del Centro de Documentación y 
Estudios, en adelante CDE, Observa Violencia de Género. 

Por otro lado fueron seleccionados 45 casos de feminicidios a partir de los 
resúmenes sistematizados del observatorio del CDE. Se identificaron 5 variables. 
Se cargaron los datos en una planilla de operaciones estadísticas del programa de 
para Ciencias Sociales, SPSS, generándose posteriormente una base de datos a 
partir de la cual se diseñaron los gráficos que se materializan en este estudio.

Las variables generadas a partir de la base son: 
1- Edad de la víctima
2- Relación con el victimario
3- Situación del victimario, posterior al feminicidio
4- Circunstancia en que se produjo el hecho
5- Área en que se registró el feminicidio (urbana-rural)
Los 45 casos seleccionados representan el 24% de los 186 feminicidios 

registrados por el Centro de Documentación y Estudios desde el 2016, a los primeros 
meses del 2019, y el 37% de los 121 casos contabilizados por el Ministerio de la 
Mujer entre el 2017 y primera quincena de mayo del 2019. La mayor parte de los 
casos seleccionados corresponde al año 2019, que representan el 69%. El 27% al 
2018 mientras que 2 de los casos se produjeron en el 2017.

Análisis de resultados
Número de feminicidios entre el año 2016 hasta los primeros meses del 2019 
en el territorio paraguayo

Los datos procesados por el CDE, Observa Violencia de Género, demuestran 
que los casos de feminicidios aumentaron entre los años 2016 al 2018, pasando de 
43 a 58, 15 casos más entre el primero y último año de ese trienio. 



173

Principales tendencias de los casos de feminicidios registrados en Paraguay
Claudia María Pereira Cardozo-  pág. 167 - 190 

Figura 1. 
Número de feminicidios registrados por el CDE. Años 2016 – 2018.
	
 

Fuente: Observa Violencia de Género. Elaboración propia

Al realizar un análisis mensual de cada uno de los tres años, puede 
comprobarse que la tendencia del incremento de la media es similar. En el año 2016 
fueron asesinadas en promedio 3,6 mujeres cada mes; en el 2017 se registraron 4,4 
feminicidios mensualmente, en el 2018 4,8 al mes (Cuadro 1).

    En el 2016, tres fueron los meses con más casos de feminicidios. En mayo 
8, el mes con mayor cantidad; octubre 6 y en diciembre 7.

   En el 2017, fueron 5 los meses con mayor número de feminicidios. En enero 
se registraron 8 muertes, en febrero 5 casos; en julio se produjeron 6 asesinatos, 
mientras que en noviembre y diciembre se anotaron 7 en cada mes.

   En el 2018, ya son 6 los meses con mayor registro de casos de feminicidios. 
Tanto en enero como en febrero fueron asesinadas 5 mujeres; en mayo, en agosto y 
en octubre se registraron 6 muertes por mes. En el mes de noviembre se produjeron 7.
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Figura 2
 Feminicidios por años según meses. Total y promedio.

Fuente: Observa Violencia de Género. Elaboración propia

Los datos del Observatorio del Derecho a las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, del Ministerio de la Mujer, que tiene registros publicados desde el año 
2017, muestran un comportamiento similar. 

Para el 2017 los números son iguales a los del CDE. Se registraron 53 
feminicidios. Al año siguiente el Observatorio del Ministerio de la Mujer anotó una 
muerte violenta más, contabilizando así 59 casos en el 2018. 
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Tabla 1
Número de feminicidios registrados por el Ministerio de la Mujer. Años 2017-

2018.

Fuente: Observatorio de Derecho a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.  

En el año 2017, según datos del Observatorio del Ministerio de la Mujer 
publicados en la prensa, tres fueron los departamentos con mayor cantidad de 
feminicidios. Encabezaba la lista el departamento Central con 12 muertes, seguido 
por el Alto Paraná con 8 casos mientras que en San Pedro se registraron 6.

En los departamentos de Cordillera y Amambay se produjeron 4 feminicidios. 
En Asunción y Caaguazú se contabilizaron 3 muertes. En Paraguarí fueron 
asesinadas 2 mujeres. En cada uno de los otros departamentos se registró 1 caso de 
feminicidio. 

Ese año, Presidente Hayes fue el único departamento del Chaco paraguayo 
en que se produjo la muerte violenta de una mujer con las características de un 
feminicidio.

Meses 2016 2017 2018
Enero 2 8 5
Febrero 2 5 5
Marzo 4 2 3
Abril 3 2 4
Mayo 8 2 6
Junio 2 3 4
Julio 3 6 3
Agosto 2 4 6
Setiembre 1 3 5
Octubre 6 4 6
Noviembre 3 7 7
Diciembre 7 7 4
Total 43 53 58
Promedio 3,6 4,4 4,8
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Figura 3
Feminicidios por departamentos de Paraguay. Año 2017.
 

Fuente: Cálcena (2019).

En el 2018, nuevamente Central encabezó la lista de departamentos con mayor 
cantidad de feminicidios, aunque con 2 casos más en comparación al año anterior, 
totalizando así 14 muertes violentas de mujeres. El segundo lugar fue ocupado ese 
año por el departamento de Amambay, con 7 casos. Alto Paraná ocupó el tercer 
lugar con 6 hechos. 

En Asunción se registraron 5 muertes. En Caaguazú, Paraguarí, Canindeyú 
e Itapúa se contabilizaron 3 asesinatos. En San Pedro, Concepción y Alto Paraguay 
se produjeron 2. En cada uno de los demás departamentos se indica una muerte. En 
el 2018, Alto Paraguay fue el único departamento de la región Occidental en que se 
produjo el asesinato de una mujer por parte de un feminicida.
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Figura 4
Feminicidios por departamentos de Paraguay. Año 2018.

 

Fuente: Cálcena (2019).

Es en el año 2019 que las fuentes tienen diferencias. El Centro de Documentación 
y Estudios contabilizó 32 muertes violentas de mujeres desde el 02 de enero al 15 de 
mayo de 2019, siendo marzo el mes con mayor cantidad de casos.

  En el período comprendido por los primeros meses del año 2019, hasta la 
primera quincena de mayo, con 14 casos marzo fue el mes con mayor cantidad de 
feminicidios, seguido por enero con 8 muertes y abril con 5 asesinatos. 
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Figura 5
Casos de feminicidios registrados por el CDE. Enero- primera quincena de 
mayo de 2019.

	                Fuente: Observa Violencia de Género. Elaboración propia

Los datos del primer cuatrimestre del 2019 muestran que se registraron un 
promedio mensual de 7 feminicidios, el más alto en relación al primer cuatrimestre 
de los tres últimos años. 

Figura  6
Promedio de feminicidios del primer cuatrimestre de los años 2016, 2017, 

2018 y 2019.
 

	      Fuente: Observa Violencia de Género. Elaboración propia

Desde el 02 de enero al 15 de mayo del año 2019, el Ministerio de la Mujer 
registró 17 feminicidios. 
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Figura 7
Feminicidios por departamentos de Paraguay. Enero a primera quincena de 

mayo de 2019.
 

Fuente: Cálcena (2019).

Al realizar una sumatoria de los datos que dispone el Observatorio del 
Ministerio de la Mujer sobre los feminicidios registrados en todo el territorio 
paraguayo, desde el 02 de enero del 2017 hasta la primera quincena del mes de mayo 
del 2019, se contabilizan 121 muertes violentas de mujeres en todo el país.

El departamento Central se constituye en la zona con mayor número de casos, 
con un total de 32. Se encuentra ubicado en segundo lugar el departamento del 
Alto Paraná con 16 muertes. Cierra el listado de los 3 primeros lugares con más 
feminicidios el departamento de Amambay con 11 casos.  
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El 98% de todas las muertes se produjeron en el período mencionado en la 
región oriental de Paraguay, 118 feminicidios. En la región occidental o Chaco se 
registraron 3 asesinatos desde comienzos del 2017 hasta la primera mitad de mayo 
del 2019.

Figura 8 
Feminicidios por departamentos de Paraguay. Enero del 2017 a primera 

quincena de mayo de 2019.
 

	         Fuente: Cálcena (2019)

           De la misma manera en que aumentó en los últimos años el número 
de muertes violentas de mujeres, los intentos de feminicidios registrados por el 
Ministerio de la Mujer han experimentado un crecimiento. En el 2017 42 han 
sido las víctimas de tentativas de feminicidios. Al año siguiente el número casi 
se cuadruplicó al llegar a 147 mujeres que estuvieron en riesgo de ser asesinadas. 
Antes de culminar el quinto mes del año 2019 ya se contabilizaban 41 víctimas.
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Figura 9
Número de víctimas de tentativas de feminicidios. Años 2017-2019

 

Fuente: Observatorio de Derecho a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Elaboración propia. 

    Además de las mujeres asesinadas son víctimas los hijos. Desde el 2017 a 
los primeros meses del año 2019 se registraron 113 huérfanos. En el 2017 quedaron 
en orfandad 30 hijos, en el 2018 la cifra se incrementó en 10 más, totalizando 40. En 
los primeros 5 meses del 2019 el número de huérfanos ya había superado la del año 
anterior, totalizando 43, 3 más que todo el 2018.

Figura 10
Número de hijos huérfanos. Años 2017-2019
 

Fuente: Observatorio de Derecho a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Elaboración propia. 
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Perfil de las víctimas, agresores y circunstancias de feminicidios 
Los datos que  se presentan corresponden a 45 casos de feminicidios que 

fueron procesados de tal manera a comprender mejor el comportamiento de las 
variables analizadas. 

Los casos seleccionados fueron algunos de los más recientemente registrados 
al momento de realizar este estudio. La mayor parte es del año 2019, el 69%. El 27% 
pertenece al 2018 mientras que 2 de los casos se produjeron en el 2017.

Figura 11
Casos de feminicidios analizados según años.

 

Del total de los 45 casos seleccionados se tienen datos sobre las edades de 
43 de las víctimas. La mayor parte, el 70%, tenía menos de 40 años, un total de 30 
mujeres. El 19%, 8 víctimas, tenía entre 40 a 59 años. Las mujeres de 60 años y más, 
5 personas, representan el 12% del total.
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Tabla 2
Edades de las víctimas de los casos de feminicidios seleccionados.

La mayor parte de los feminicidios se produjo en el ámbito de un 
relacionamiento cercano entre víctimas y victimarios. El 64% de los agresores 
fueron personas con las que las mujeres asesinadas tenían un relacionamiento 
sentimental. 

Tabla 3
Víctimas de casos de feminicidios seleccionados según agresores

Edades Número %
0 a 29 años 21 49
30 a 39 años 9 21
40 a 59 años 8 19
60 años y más 5 12
Total 43 100

Agresor   Frecuencia %
Esposo 4 8,9
Ex-marido 1 2,2
Pareja 20 44,4
Ex-pareja 2 4,4
Novio 1 2,2
Amigo 1 2,2
Padre 3 6,7
Hermano 1 2,2
Ex-yerno 1 2,2
Concubino de la abuela 1 2,2
Pareja de su niñera 1 2,2
Indígena mayor de edad 1 2,2
Desconocido 8 18
Total 45 100



184

Rev. jurid.	 Investigación en ciencias jurídicas y sociales 2019; 9  

Por otro lado, el 14% de los victimarios pertenecían al círculo familiar, algunos 
más próximos como padres biológicos y hermano, otros no tan cercanos como el 
caso del concubino de la abuela de una de las víctimas. En un 22% los agresores no 
tenían ningún vínculo familiar; el 18% fueron desconocidos. 

Figura 12
Tipo de relacionamiento entre víctimas y victimarios de feminicidios

 

   
      De los 45 victimarios de los feminicidios analizados, un total de 11 se 

han suicidado, 24,4% de los casos estudiados, una tendencia nacional cada vez más 
preocupante según el Ministerio de la Mujer cuyos datos señalan que el 12% de los 
agresores se suicidaron en el 2018 (Ministerio de la Mujer, s/f).
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Tabla 4
Situación del victimario luego de producido el feminicidio

14 mujeres, el 31% de las víctimas, fueron halladas muertas, la circunstancia 
más frecuente entre los 45 hechos estudiados. La muerte a manos de su pareja ocupa 
el segundo lugar con 10, el 22,2%. 

Unas 3 mujeres fueron asesinadas por sus esposos. Un número similar de 
víctimas fueron eliminadas por su concubino. En 2 casos el victimario dijo que fue 
un accidente. 

Otros casos hacen referencia a abuso sexual. Mientras tanto, otras víctimas 
fueron asesinadas por sus propios padres. En uno de los casos el victimario fue 
incluso el propio hijo de la víctima.

Situación del victimario Frecuencia %
Se suicidó 11 24,4
Intentó suicidarse 1 2,2
Detenido 11 24,4
Se entregó días después 1 2,2
Prófugo 8 18
Investigación sospecha de ex-pareja 2 4,4
Se desconoce al agresor 7 16
Imputado luego de confesar asesina-
to

1 2,2

Fiscalía pidió captura de pareja 1 2,2
Fue puesto en libertad por la Fiscalía 1 2,2
Confesó autoría y juez ordenó su re-
clusión

1 2,2

Total 45 100
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Tabla 5
Circunstancias en que ocurrieron los feminicidios estudiados.

Si bien es cierto más de la mitad de los feminicidios ocurrieron en el área 
urbana, la proporción de casos registrados en la zona rural del Paraguay tampoco 
es mínima. El 47% se produjo en esa área del país.

Circunstancia Frecuencia %
Hallada muerta 14 31,1
Hallada inconsciente luego de ser brutal-
mente golpeada

1 2,2

En hospital detectaron lesiones de abuso 
sexual

1 2,2

Abuso sexual-llegó al hospital sin vida 1 2,2
Murió y hallaron rastros de abuso sexual 1 2,2
Esposo la asesinó 3 7
Asesinada por ex-marido 1 2,2
Asesinada por su concubino 3 6,7
Asesinada por su pareja 10 22,2
Asesinada por su ex-pareja 3 6,7
Padre prendió fuego a la casa donde vivía 
la víctima

1 2,2

Asesinada por su padre 1 2,2
Asesinada por su hijo 1 2,2
Asesinada por su ex-yerno 1 2,2
Victimario dijo que fue un accidente 2 4,4
Asesinada por hombre indígena mayor de 
edad

1 2,2

Total 45 100
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Tabla 6
Áreas en que se registraron feminicidios estudiados.

Conclusiones
Los casos de feminicidios han ido incrementándose en Paraguay en los 

últimos años. Se han registrado desde el 2016 al 2018 la muerte de un promedio 
de 4 mujeres cada mes. En el primer cuatrimestre del año 2019 la cifra promedio 
mensual ha saltado a 7. El departamento Central ha concentrado la mayor cantidad 
de hechos tipificados por la ley como feminicidio. 

El Centro de Documentación y Estudios (CDE) ha contabilizado 186 muertes 
violentas de mujeres desde el 2016 a los primeros meses del 2019. Por su parte, el 
observatorio del Ministerio de la Mujer ha sumado un total de 121 casos desde 
enero del 2017 a mayo del 2019. 

Los intentos de feminicidios han sido aún más numerosos. Datos del 
Observatorio de Derecho a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, del Ministerio 
de la Mujer, indican que se han producido 230 tentativas entre el 2017 a la primera 
quincena de mayo del 2019. Sólo en el 2018 se registraron 147 intentos.

Una de las secuelas más dolorosas de estas muertes es la importante cantidad 
de hijos que han quedado huérfanos. Entre el 2017 y los primeros meses del 2019 
suman 113 niños que perdieron a sus madres, de acuerdo con datos del Ministerio 
de la Mujer. 

El análisis de los casos seleccionados muestra que el 70% de las mujeres 
asesinadas tenían menos de 40 años de edad, siendo las víctimas de menos de 30 
años casi la mitad del total.

Alrededor de las dos terceras partes de los victimarios eran personas con 
quienes las mujeres asesinadas tenían un vínculo afectivo. Mientras tanto, casi una 
cuarta parte de los agresores se suicidaron luego de asesinar a su víctima. 

Área Frecuencia %
Urbana 24 53
Rural 21 47
Total 45 100
60 años y más 5 12
Total 43 100
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Recomendaciones
El inciso j del art. 12 de la Ley n.° 5777/2016, De protección integral a las 

mujeres, contra toda forma de violencia, encarga al Ministerio de la Mujer la 
responsabilidad de desarrollar un sistema de indicadores que permita medir el 
avance en la implementación de la ley, el desempeño de los servicios públicos. 
Seguidamente el inciso k de la misma norma legal responsabiliza a la misma 
institución del diseño e implementación del Sistema Unificado y Concentrado de 
Registro que permita contar con datos y estadísticas que den cuenta de la realidad 
nacional en términos de violencia contra las mujeres.

Si bien es cierto, para la realización de este estudio, se ha apelado a datos del 
observatorio del Ministerio de la Mujer, debe indicarse que lo publicado en su sitio 
web oficial, hasta el momento de cierre de este trabajo, es aún insuficiente para tener 
una mayor claridad de las distintas aristas de un tema de reciente visibilización y 
al mismo tiempo complejo como es el feminicidio. Lo que hasta el mes de junio del 
2019 se encuentra en el observatorio de la página web oficial del Ministerio de la 
Mujer, son 2 informes breves ya procesados por la institución. 

Se impone la necesidad de contar con más indicadores y la disponibilidad de 
los datos en un formato que permita a las instituciones, universidades, tomadores de 
decisiones, investigadores y otros actores la realización de operaciones estadísticas 
que ayuden a comprender mejor la complejidad del problema. De manera concreta, 
es deseable que los datos se encuentren disponibles en planillas electrónicas como 
Excel y no en formato PDF.

Es necesario que estén a disposición datos con una mayor desagregación, y 
contengan los aspectos establecidos en el artículo 30 de la Ley n.° 5777/2016 para 
el Sistema Único y Estandarizado de Registro como la cantidad de agresores por 
procedencia territorial, edad, cantidad de mujeres por edad, estado civil, vínculo 
con la persona agresora y otras variables que posibiliten una comprensión más 
amplia, considerando que como lo señala Pérez Manzano (2018), la “visibilización 
como su cuantificación son presupuestos de un adecuado tratamiento jurídico de 
este fenómeno delictivo” (p.168).
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letra Times New Román 12 puntos. El artículo tendrá un mínimo de 10 hasta un 
máximo de 25 páginas incluyendo, titulo, resumen, desarrollo, referencias, cuadros 
e imágenes si los tuviera.

Datos Generales: El autor deberá consignar un breve CV (3 líneas), dirección 
de email. Afiliación institucional – Dependencia. Número de teléfono.

Tipos de Artículos
A su vez estos artículos se distinguen, conforme a su tipo y siguiendo los 

lineamientos tanto de indexación y de las normas APA, en:
Artículo original: Son estudios empíricos de investigaciones originales, 

incluyen análisis secundarios que ponen a prueba la hipótesis, presentando nuevos 
análisis de datos que no se consideraron o abordaron en informes anteriores. En 



192

Rev. jurid.	 Investigación en ciencias jurídicas y sociales 2019; 9  

su estructura constan de distintas secciones que reflejan las etapas del proceso de 
investigación.

Artículo de revisión: Investigación que analiza, sistematiza e integra 
datos con la finalidad de informar al lector acerca de los avances y el estado de la 
investigación en curso y sugiere los pasos para resolver el problema.

Reporte de casos: Son informes obtenidos al trabajar con un individuo, un 
grupo o una organización. Los estudios de caso ilustran un problema; indican los 
medios para resolver un problema y/o arrojan luz sobre investigaciones requeridas, 
aplicaciones clínicas o cuestiones teóricas. En estudios de caso escritos, los autores 
deben determinar el balance entre proporcionar un material ilustrativo importante o 
emplear un material confidencial con responsabilidad.

Tema de actualidad: Artículos que aporten un real interés científico, pero 
sin la profundidad de un análisis crítico que requiere un artículo de investigación. 
Puede prescindir en su estructura de la sección métodos y materiales.

Estructura del Artículo
Título: Desprendido del tema, consiste en la forma más sucinta posible del 

tema a ser investigado. En lo posible se debe abarcar en pocas palabras el sentido 
de la investigación.

Resumen: Es una síntesis breve y global de los contenidos más importantes 
de la investigación, los descubrimientos básicos y las conclusiones más importantes 
y sus implicancias. Debe ser preciso, no evaluativo, coherente, legible y conciso. El 
resumen se escribe una vez terminada la investigación, en un solo párrafo y debe 
tener una extensión entre 150 y 250 palabras.

Palabras clave: Palabra 1, Palabra 2, Palabra 3, Palabra 4 (de 4 a 6 palabras 
clave que describen el contenido principal del artículo, separadas por comas)

Introducción: La introducción debe plantear el problema a identificar, el 
objetivo general, debe justificar los fundamentos de la investigación y delimitar sus 
alcances, establecer la hipótesis. Realizar una explicación de los antecedentes y/o 
las bases teóricas.

Marco Teórico: El marco teórico o la perspectiva teórica se integra con las 
teorías, los enfoques teóricos, estudios y antecedentes en general, que se refieran 
al problema de investigación. Para elaborar el marco teórico es necesario detectar, 
obtener y consultar la literatura, y otros documentos pertinentes para el problema 
de investigación, así como extraer y recopilar de ellos la información de interés.

Método: En esta sección se describe a detalle cómo se realizó el estudio, 
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incluyendo las definiciones conceptuales y operacionales de las variables empleadas, 
así como, la teoría de recolección de datos y si fuera el caso, de las herramientas 
de medición que permitan evaluar la metodología, la fiabilidad y la validez de los 
resultados obtenidos.

Análisis de los resultados: El análisis de datos se realiza una vez que el 
investigador ha codificado los datos, transferido a una matriz y revisado los errores, 
se centra en la interpretación de los resultados. Se describen los hallazgos mediante 
tablas, cuadros, gráficos. Los resultados deben ser expresados de manera clara pues 
implican los nuevos conocimientos que se están aportando con la investigación 
realizada.

Discusión/Conclusión: En la discusión/conclusión se presentan los principios, 
relaciones y generalizaciones que los resultados indican. Se mencionan los resultados 
relevantes, incluso los que van en contra de lo esperado. El autor evalúa e interpreta 
las implicancias, inferencias y a partir de ellas obtendrá conclusiones a la vez que se 
enfatiza las consecuencias teóricas o prácticas de los resultados.

Recomendación: Las propuestas que se presenta a partir del análisis delos 
resultados y que permitirán ofrecer una alternativa para mejor o una mejor aplicación.

Referencias: Listado de libros y otras fuentes que se emplean y consultan 
durante la investigación y en la elaboración del marco teórico. Se lo introduce 
en orden alfabético por autores siguiendo las reglas del sistema internacional de 
referencia (APA).

En la lista de referencias, el autor escoge e incluye sólo aquellas fuentes que 
utilizó en su trabajo. En este sentido, “una lista de referencias cita trabajos que 
apoyan específicamente a un artículo en particular. En contraste, una bibliografía 
cita trabajos que sirvieron de fundamento o son útiles para una lectura posterior, 
y puede incluir notas descriptivas”. (American Psychological Asociation, 2002, p. 
223).

Sistema de revisión
Todos los trabajos de investigación presentados para su publicación serán 

revisados, evaluados y seleccionados por un equipo editor interno conformado por 
la Dirección de Análisis y Evaluación Curricular, el Departamento de Investigación 
y Publicación, el funcionario asignado para corrección de Redacción y Estilo y 
miembros del Consejo Editorial externo, seleccionados según su especialidad en 
relación a la materia objeto de investigación.

Los artículos serán evaluados a través del sistema de arbitraje por pares en 
la modalidad doble ciego, a fin de preservar la objetividad. Los mismos, integran 
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el Consejo Editorial externo. Será seleccionado un miembro por artículo para la 
revisión.

Los evaluadores elevarán sus sugerencias de modificación, aprobación o 
rechazo del artículo en cuestión. En caso de disconformidad por parte del autor 
con la evaluación, la Dirección de Análisis y Evaluación Curricular podrá convocar 
a otro árbitro de modo a obtener una segunda evaluación. El dictamen final será 
elaborado por la Dirección de Análisis y Evaluación Curricular, sobre la base de las 
evaluaciones realizadas. Esta puede ser de aceptación, rechazo o condicionamiento 
a las modificaciones sugeridas por los revisores.

La revisión, evaluación y selección de las investigaciones serán realizadas 
conforme a los criterios establecidos en este Reglamento.

Criterios generales para la aceptación de artículos
Las investigaciones se evaluarán según la naturaleza del trabajo, teniendo en 

consideración:
• El valor científico.
• El rigor metodológico.
• Su originalidad (los artículos deben ser originales) y aporte a la función 

fiscal, al derecho y a las capacitaciones.
• Su utilidad práctica.
Envío de artículos
Luego de presentado el trabajo, el Consejo Editorial interno y externo designado 

para el efecto lo revisará, formulará las consideraciones que crea pertinentes y se 
expedirá a través de la Dirección de Análisis y Evaluación Curricular.

Al respecto podrá:
• Devolver el trabajo al investigador para que, en el plazo de tres días, corrija 

o ajuste su investigación a las reglas formales y metodológicas.289
• Devolver el trabajo al investigador y fijar un plazo adicional para los 

cambios pertinentes si el equipo editor considera que requiere alguna modificación, 
ampliación, reducción, ajuste o adaptación en cuanto al contenido sustancial. En 
estos casos, se podrá fijar una entrevista con el investigador para exponerle las 
sugerencias sobre su trabajo.

• Rechazar la publicación si el trabajo no responde a las políticas de 
investigación, se aparta de los parámetros y reglas metodológicas o no guarda el 
rigor científico debido.

• Rechazar la publicación de la investigación ante la detección de cualquier 
indicio o elemento manifiesto de transcripción total o parcial de textos, publicaciones 
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o cualquier documento u obra protegido por el derecho de autor, sin las debidas 
referencias. Esta decisión será irrecurrible.

• Aprobar el trabajo de investigación para su publicación. En caso de no 
ser posible su publicación en la Revista Jurídica por la limitación de plazas, si el 
investigador así lo indica, su trabajo quedará en expectativa para concursar por una 
plaza de publicación para el siguiente periodo, por lo que quedará archivado en la 
dirección a ese efecto. Mientras, dicha investigación será publicada en la página web 
del MP en el espacio designado para ese efecto. En todos los casos, las decisiones 
serán comunicadas al autor del trabajo de investigación.

Carta compromiso

Compromiso de autoría y cesión de derechos de reproducción

Quien suscribe,………… con C.I. n.°………..autor de la investigación titulada 
…………………..por intermedio de la presente, doy fe de la autoría y originalidad 
de la obra mencionada que se presenta ante la Dirección de Análisis y Evaluación 
Curricular del Centro de Entrenamiento del Ministerio Público, para ser publicada 
en la Revista Jurídica…….. Edición 2018.

Asimismo, expreso mi conformidad de ceder de forma gratuita los derechos 
de publicación, reproducción y circulación de esta investigación como parte de la 
Edición de la Revista Jurídica en forma exclusiva, al Centro de Entrenamiento del 
Ministerio Público.

Dicha reproducción y circulación se podrá realizar, en una o varias veces, en 
cualquier soporte, para todo el mundo, con fines sociales, educativos y científicos.

Se firma la presente en la Ciudad de Asunción, a los…días de…del….. 
Firma
Aclaración
C. I. n.°
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